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La violencia económica contra la mujer constituye una problemática social 
relevante, por ello el objetivo central fue analizar si la regulación de la violencia, 
garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, por ello se planteó 
como supuesto jurídico que no se garantiza el derecho a una vida libre de violencia, 
siendo que dicha afectación ocurriría debido a la falta de un respaldo legal en el 
Código Penal. 
Asimismo, presenta un enfoque cualitativo, de tipo básico, con diseño de teoría 
fundamentada, y nivel descriptivo. El escenario de estudios consto de fiscalías de 
Lima Norte y un despacho de abogados, siendo los participantes siete fiscales y 
tres abogados.  
En cuanto a las técnicas de recolección de datos, se usó la entrevista y el 
análisis de fuente documental, teniendo como instrumentos la guía de entrevista y 
de análisis de fuente documental; usando el método sistemático, hermenéutico, 
analítico, comparativo, inductivo y sintético. 
Se concluyo que la regulación de la violencia económica presente en la Ley 
30364, es limitada e insuficiente debido a la inexistencia de un respaldo legal en el 
Código Penal que no permite garantizar a las mujeres su derecho a una vida libre 
de violencia. 
PALABRAS CLAVES: Violencia económica, vida libre de violencia, modelo de 






Economic violence against women is a relevant social problem, so the main 
objective was to analyze whether the regulation of violence, guarantees the right of 
women to a life free of violence, so it was raised as a legal assumption that does 
not guarantee the right to a life free of violence, and that this would occur due to the 
lack of legal support in the Criminal Code. 
It also presents a qualitative approach, of basic type, with design of founded 
theory, and descriptive level. The study scenario consists of the Northern Lima 
Prosecutor's Office and a law firm, with seven prosecutors and three lawyers 
participating.  
As regards data collection techniques, we used interview and documentary 
source analysis, using as instruments the interview and documentary source 
analysis guide; using the systematic, hermeneutic, analytical, comparative, 
inductive and synthetic method. 
It was concluded that the regulation of economic violence in Law 30364 is limited 
and insufficient due to the lack of legal support in the Criminal Code, which does not 
guarantee women their right to a life free from violence. 








I. INTRODUCCIÓN. –  La presente investigación abordo como aproximación 
temática la regulación de la violencia económica contra la mujer, prevista en la Ley 
30364, la cual, desde su entrada en vigencia en noviembre de 2015, regulo de 
forma explícita, la violencia económica en la búsqueda de garantizar el derecho a 
una vida libre de violencia de las mujeres.  
En esa línea, guardando un orden para la presente investigación es preciso 
teorizar y conceptualizar el contenido de cada uno de las categorías y la finalidad 
de cada uno de ellas, es por ello, que como primera categoría nos atañe el tema de 
la violencia económica presente en la Ley 30364, descrita como aquella conducta 
que por acción u omisión provoque un menoscabo en los recursos económicos de 
una persona, así por ejemplo constituyen supuestos típicos de este tipo la limitación 
o control de los recursos económicos, la evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, etc.  
No obstante, a pesar de haberse introducido en nuestra normativa legal la 
descripción novedosa de la violencia económica, vasta dar una escueta lectura de 
la Ley 30364 y sus modificatorias, para evidenciar que la ley no la ha previsto de 
un trámite completo y efectivo, por cuanto este vacío viene generando indefensión 
en las víctimas principalmente porque cuando presentan su denuncia en el 
Ministerio Público, el fiscal no puede formular la denuncia penal por la falta de un 
respaldo penal que permita su identificación y posterior calificación objetiva. 
Aunado a ello, se tiene que esta conducta no es fácil de acreditar a diferencia de la 
violencia psicológica o física, siendo que su acreditación es más complicada, pues 
no existe certificado alguno que permita advertir esta violencia. Consecuentemente, 
no es posible aplicar el enfoque de género previsto en la normativa legal nacional.  
Por otro lado, como segunda categoría tenemos al derecho a una vida libre de 
violencia, derecho con arraigo constitucional, presente en diferentes convenciones 
internacionales que impulsan la exclusión de la violencia hacia la mujer, y que 
contiene dentro de si la aplicación de derechos fundamentales tales como la 
igualdad, no discriminación, libertad, entre otros. Ambas categorías guardan 
relación con la mujer, debido a que, esta conducta lesiva si bien afecta a diferentes 
sujetos, son las mujeres las más propensas a sufrir esta agresión por parte de sus 













Finalmente, nos hicimos las siguientes interrogantes ¿De qué manera, la 
regulación de la violencia económica, garantiza el derecho de las mujeres a una 
vida libre de violencia?, ¿En qué medida, el supuesto típico de la limitación o control 
de los ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, 
transgrede el derecho de igualdad de género? y ¿En qué medida, el supuesto típico 
de evasión del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho 
de no discriminación de la mujer? 
De esa manera, la investigación respaldo su justificación teórica, en su 
contribución para investigaciones posteriores. En ese sentido, aportamos teorías 
relevantes para futuras investigaciones, debido al contenido doctrinario recabado, 
luego de logrado obtener los materiales necesarios para lograr nuestros objetivos 
planteados en el proyecto. Asimismo, la justificación práctica, se asentó en 
demostrar los efectos jurídicos que generaría la tipificación de la violencia 
económica y con ello, que el legislador considere establecer una solución a la 
problemática existente, para ello identificamos el problema para proponer una 
contribución, que tenga como fin la adopción de la violencia económica en la norma 
penal. Por último, la justificación metodológica, se basa en la problemática en la 
regulación de la violencia económica que aportará un resultado que podrá ser 
usado en investigaciones posteriores, una vez que sea demostrado la confiabilidad 
y validez de los instrumentos y técnicas de recojo de información, sirviendo de 




En ese sentido, la investigación tuvo como objetivo general Analizar si la 
regulación de la violencia económica, garantiza el derecho de las mujeres a una 
vida libre de violencia. Asimismo, los objetivos específicos, que esta investigación 
pretendió determinar esta primero si el supuesto típico de la limitación o control de 
los ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, 
trasgrede el derecho de igualdad de género; y segundo precisar si el supuesto típico 
de evasión del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho 
de no discriminación de la mujer. 
Es así, que en base a los objetivos trazados en el informe de investigación 
desarrollamos supuestos jurídicos, que serán las respuestas futuras a las que 
queremos llegar a través del desarrollo del estudio. En cuanto al supuesto general, 
es que la regulación de la violencia económica contra la mujer no garantiza el 
derecho a una vida libre de violencia, por tanto, el legislador debió, establecer un 
apartado normativo independiente, ya que esta violencia no ha sido considerada ni 
delito ni falta, lo que ha generado una dificultad en el Ministerio Público, al momento 
de la calificación de la denuncia penal, por lo que ha falta de un tipo penal que 
permita la identificación de la violencia, las denuncias no han venido prosperando, 
dejando a la mujer en un estado de indefensión. Prosiguiendo con nuestra 
investigación, el primer supuesto especifico versa en que el supuesto típico de 
limitación o control de los ingresos económicos destinados a satisfacer sus 
necesidades contra la mujer vulnera el principio de igualdad, por lo que el legislador 
debió establecer las diligencias necesarias que permitan la acreditación de esta 
violencia que es muy sutil e imperceptible a diferencia de los otros tipos de violencia, 
a fin de que no tengan que estar vinculadas a una afectación física o psicológica 
para proceder penalmente y la mujer no se vea en un estado de indefensión al 
momento de denunciar. Por último, de acuerdo al segundo supuesto especifico, 
versa en que el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus obligaciones 
alimentarias contra la mujer transgrede el derecho de no discriminación, de modo 
que el legislador debió establecer parámetros a fin de identificar este supuesto 
típico, tratándose de una conducta que, además, de generar un daño en el menor 
de edad al privarlo de los alimentos, genera un grave perjuicio económico en la 
mujer, dejándose de lado la aplicación de un enfoque de género que busque la 




II. MARCO TEÓRICO. -  Para dar firmeza y sustento a la presente investigación 
se usaron trabajos previos, es así que, respecto al ámbito internacional, estuvo la 
investigación elaborada por Maldonado, Erazo, Pozo y Narváez (2020), de la revista 
Arbitrada de Ciencias Jurídicas, en su artículo “Economic and patrimonial violence. 
Access to life free of violence to women” refieren que: “[…] existe una falta de 
protección a la violencia económica y patrimonial que sufren las mujeres, por lo cual 
se plantea una reforma al Código Orgánico Integral Penal que busque equipar los 
derechos humanos y de género en el Ecuador” (p. 511). Quezada (2017) en su tesis 
“Necesidad de incluir dentro de las clases de violencia intrafamiliar en el código 
orgánico integral penal, a la violencia patrimonial – violencia económica como tipo 
penal”, para conseguir el título de Abogada por la Universidad Nacional de Loja; 
llego a la conclusión que, las víctimas de la violencia económica se encuentran en 
indefensión porque no tienen un respaldo legal para denunciar esta violencia, 
siendo que esto viola sus derechos fundamentales. En esa misma línea, Alamada, 
Corral y Navarrete (2016) de la revista Arbitrada de Ciencias Jurídicas, en su 
artículo “La violencia económica como una forma de violencia intrafamiliar en el 
Estado de Sonora”, refieren que el incluir la violencia económica dentro de la 
legislación penal ayudaría a una protección adecuada de este tipo de violencia.  
Por otro lado, Dhungel, Dhungel, Ram y Stock (2017), de la revista BMC 
Women’s Health, en su artículo “Is economic dependence on the husband a risk 
factor for intimate partner violence against female factory workers in Nepal?”, 
concluye que “Thus, for the prevention of IPV against women, long term strategies 
aiming at livelihood and economic empowerment as well as independence of 
women would […]”. (p. 9). Finalmente, Panciola (2019), en su tesis “Violencia 
económica hacia la mujer: Genesis y representaciones de un “pacto social” 
invisibilizado”, para optar el Título de Abogado por la Universidad Nacional del 
Centro de la Provincia de Buenos Aires, concluye que la legislación ha dado pasos 
importantes que han servido para el progreso del derecho, no obstante, en el caso 
de la violencia económica y patrimonial resultan escasos. 
En el ámbito nacional, se ha utilizado el trabajo de investigación de Macedo 
(2018), titulado “Tratamiento jurídico de la violencia económica en la ley 30364 y su 




durante los años 2016 al 2017”, para alcanzar el título de Magister en la Universidad 
Católica De Santa María, concluyendo que: “El tratamiento jurídico [..] es 
insuficiente para las víctimas de violencia económica, puesto que […] las medidas 
de protección y cautelares […] pierden su continuidad y vigencia, una vez que el 
fiscal penal, dispone la remisión de los actuados […]” (p.155). Enríquez (2014), 
titulada “La regulación de la violencia económica como nueva modalidad de 
maltrato en los procesos de violencia familia”, para adquirir el título profesional de 
Abogado por la Universidad Cesar Vallejo, en el cual concluye que la violencia 
económica requiere de una protección especial por cuanto afecta los recursos 
económicos de las personas, además, de sus bienes.  
Así también, Asencios, McBride, Santi, Chafloque y Díaz (2018) de la 
universidad San Martín, en su artículo, “Factors associated with intimate partner 
economic violence against female micro-entrepreneurs in Perú”, concluyeron que 
“The authors recommend that efforts to reduce intimate partner violence be 
strengthened, taking into account the issue of gender inequality. It is not sufficient 
that social policy solely be designed to eliminate violence” (p. 1597). Mimbela (2019) 
de la revista Redacción LP, en su artículo “La violencia económica, una “nueva 
forma de violencia”, concluye que las instituciones que se encargan de atender las 
denuncias de este tipo de violencia deben emplear en su base de datos, lo que 
implica establecer registros. Por tanto, se evidencia que la regulación de esta 
violencia resulta insuficiente para garantizar los derechos de las víctimas.    
Por último, Jacinto (2019), en su trabajo de investigación denominada “Los 
delitos enmarcados en la violencia económica y patrimonial contra la mujer y los 
IGF”, para conseguir la Maestría en Derecho Penal por la Universidad Nacional 
Federico Villarreal, concluye que importa y urge erradicar la violencia familiar de 
tipo económico y patrimonial, la misma que se agrava por el desconocimiento de 
sus derechos de las víctimas, por lo cual deben darse medidas inmediatas de 
prevención y concientización.  
Respecto a las teorías y enfoques conceptuales, tenemos como primera 
categoría a la violencia económica contra la mujer, que en palabras del 
Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva en su fundamento de voto contenido en la 




limita y controla las decisiones y plan de vida de su cónyuge. Asimismo, controla 
todo lo que integra el capital común, aun cuando este sea aportado por su pareja 
(p. 2). Por su parte, Ponce (2016) comenta que:  
[…] el abuso económico no es inofensivo, porque transgrede el derecho fundamental a 
la subsistencia, del cual toda mujer debe gozar plenamente, el problema es 
que se trata de un tipo de violencia que inicia de manera sutil además que se 
apoya en la cultura que ha educado a las mujeres que, con la mejor buena fe, 
piensan que siempre fue así y que es obligación masculina proveer y deber 
femenino, depender. (p. 274). 
En esa línea, Hernández (2019) sostiene que es una dependencia económica 
que se da muchas veces por las carencias económicas que tiene la mujer, las 
mismas que no le permiten autovalerse y sostener a su familia. (p. 70). Por su lado, 
Medina (2013), refiere que esta violencia implica una serie de mecanismos que 
buscan vigilar y controlar el comportamiento de la mujer respecto a la distribución 
y uso del dinero. (p.107). Se desprende de las citas descritas, que la violencia 
económica no debe ser tomada como una conducta inocente que no llega a causar 
daño en la víctima, sino que su gravedad radica en que no permite a la mujer 
autovalerse por sí misma, al controlar el ejercicio de sus derechos económicos.  
En este aspecto hay que tener presente que, la normativa legal nacional ha 
descrito a la violencia económica y patrimonial dentro de un solo artículo, 
entendiéndose como una misma violencia. No obstante, estas violencias tienden a 
configurarse de manera diferente y tienen hechos y supuestos distintos, que, si bien 
pueden confundirse entre sí, existe diferencia entre ellas, pues bien, mientras la 
violencia económica está dirigida a menoscabar los recursos económicos, la 
violencia patrimonial menoscaba los bienes patrimoniales. (Córdova, 2017, p. 49). 
Por lo que se evidencia que, se tratan de dos conductas distintas que causan 
perjuicios distintos en la mujer y que no debieron ser consideradas como una sola 
por el legislador. 
Por otro lado, cabe precisar que, respecto a los casos de violencia en general, 
el Estado ha previsto un modelo de intervención en la Ley 30364, que se compone 





Figura 2 Modelo de Intervención Ley 30364 
 
 
Fuente: Elaboración propia 
Se desprende del modelo que contiene dos etapas, pero, además, que la 
vigencia de las medidas tutelares son dependientes de las disposiciones en la 
instancia penal por la naturaleza secuencial que tiene. Tal como refiere la Ley 
30364 en el primer párrafo del artículo 23° que prevé que: “La vigencia de las 
medidas dictadas por el juzgado de familia o su equivalente se extiende hasta la 
sentencia emitida por el juzgado penal o hasta el pronunciamiento fiscal […]”. En 
ese sentido, se evidencia que, si el Fiscal rechaza formalizar la denuncia, y dispone 
su archivamiento, las medidas protectoras dejaran de tener vigencia. 
No obstante, la mayor problemática al respecto de la violencia económica en la 
normativa legal nacional, es que presenta ciertos vacíos en relación al modelo de 
intervención, el primero de ellos se presenta respecto al tipo penal, que “[…] viene 
generando mayor indefensión en la medida que el Fiscal Penal deniega la 
formulación de denuncia penal por la falta de tipo penal o por la imprecisión en el 
tipo penal” (Placido, 2016, p. 192). El segundo de ellos se presenta respecto a la 
acreditación de un cuadro de violencia provocado por la violencia económica que 
“[…] a diferencia de la violencia física y psicológica en donde se acredita fácilmente 
con un certificado médico o dictamen pericial, es mucho más difícil, pues no existe 
un certificado médico o psicológico que lo acredite como tal” (Córdova, 2017, p. 40). 
Finalmente, respecto al empleo del enfoque de género, que en palabras de Medina 
(2016) “[…] es la única forma de lograr que las previsiones legislativas se concreten 
en respuestas judiciales justas, para las personas del género femenino que 
recurren a los tribunales a solucionar los problemas que la discriminación por el 
hecho de ser mujer […]” (p. 69). 
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De las citas mencionadas precedentemente, se evidencia que, la regulación de 
la violencia económica, presenta vacíos legales que vienen generando una 
indefensión en las victimas, las mismas que van desde la ausencia de un tipo penal 
que permita la formulación de la denuncia, instrumentos que permitan a la víctima 
acreditar la lesión por violencia económica, hasta la obstrucción del empleo de un 
enfoque de género en los casos de violencia económica. 
Finalmente, cabe manifestar que la Convención Internacional Belém do Pará a 
través de su artículo 7° inciso c), establece que los Estados suscritos deben de 
contener en su legislación civil, penal, etc., políticas y mecanismos necesarios para 
advertir, castigar y eliminar la violencia hacia la mujer. Por tanto, se coligue que es 
obligación de los Estados suscritos el implementar las medidas necesarias para la 
protección de la mujer en aras de una sociedad justa para todos. 
Respecto a la limitación de los recursos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, Mimbela (2019) refiere que esta conducta es 
imperceptible y sutil, y que se manifiesta con la negación del hombre a proporcionar 
el dinero suficiente para los gastos del hogar; obligando a la mujer a rendir cuentas. 
(párr. 6). Por otro lado, de acuerdo al Plan nacional de igualdad de género (2020), 
para que una persona pueda ejercer su autonomía y con ello satisfacer sus 
necesidades sin depender de otra persona, requiere tener ingresos propios como 
requisito indispensable. (p. 40).  Por tanto, se infiere que esta conducta se 
manifiesta con el control de las provisiones económicas, que restringen y controlan 
los ingresos económicos de la mujer, limitando el uso de su autonomía económica. 
No obstante, uno de los muchos problemas que presenta esta conducta es que 
muchas veces se detecta la existencia de esta agresión en la víctima cuando se 
presenta acompañada de violencia física o psicológica; por tanto, en palabras de 
Córdova (2017), la tarea del Estado, y de todos los entes rectores comprendidos 
en el modelo de intervención, debe alcanzar la identificación a tiempo de la violencia 
económica, para evitar que esta llegue a desarrollarse en la víctima en compañía 
de otros tipos de violencia, que perjudicarían aún más a la mujer (p.40). En ese 
aspecto, se debe considerar que la violencia económica, se puede desarrollar 
independientemente de los otros tipos de violencia en la víctima, por cuanto se debe 




En cuanto a la evasión del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, 
Radom (2016), considera que esta conducta afecta al menor, pero además de ello 
perjudica económicamente a la mujer, porque la obliga a proveer sola los alimentos. 
(p. 5). Sobre lo comentado, Pablo C. Casas (2019) en su fundamento, considera 
que 
[…] la conducta de sustraerse de prestar los medios indispensables para la 
subsistencia de la niña no sólo generó un peligro real de carencia de dichos 
medios con relación a la niña, sino que, además, afectó directamente a la 
madre, ya que la puso en una clara situación de desventaja con relación al 
padre. (p. 10). 
De las citas mencionadas precedentemente, ese desprende que, esta conducta 
se genera por el incumplimiento del hombre, que perjudica al menor, pero también, 
a la mujer, al tener que atender sola la subsistencia del hijo. 
Finalmente, cabe precisar que la normativa nacional legal, no ha establecido 
criterios para reconocer esta conducta lesiva, por lo que, se debe recurrir a la 
legislación comparada para adoptar los criterios para la configuración de los delitos 
de violencia económica en la modalidad de evasión de deberes alimenticios, se 
debe considerar: 
[…] el incumplimiento continuo, deliberado e intencional de las obligaciones 
alimentarias muchas veces configura situaciones de violencia económica […] 
la continuidad, me refiero a la persistencia en el tiempo, al abandono palmario 
de las obligaciones alimentarias […] lo deliberado se refiere a un acto voluntario 
y libre de incumplir con las obligaciones alimentarias. Por último, planteo la 
intencionalidad, que puede estar o no presente, como el ánimo de incumplir, a 
pesar de saber que se debe cumplir. (Ortiz, 2016, p.156).   
En síntesis, la legislación comparada aplica criterios especiales en relación a 
este supuesto de la violencia económica, con la finalidad de que pueda ser 
identificada y se pueda otorgar una protección oportuna y eficaz. 
Por otro lado, en relación a nuestra segunda categoría el derecho a una vida 
libre de violencia, institución “[…] reconocida en el conjunto de derechos humanos 
de las mujeres, como el primero. Como consecuencia, la Convención 
Interamericana Belém do Pará, asumió el compromiso de contribuir con políticas 




erradicación de la violencia de género” (Lagarde, 2010, p. 13). En palabras de 
Placido (2016) este derecho refiere que los Estados deben adoptar medidas 
integras en el marco jurídico de protección, además, de políticas y mecanismos que 
permitan actuar de forma eficaz frente a las denuncias. (p. 194).  
En esa línea, la Sentencia T-012/16, refiere que “[…] que el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencias y discriminación tiene un arraigo 
constitucional extenso […]” (p. 13). Aunado a ello, el Tribunal Constitucional a 
través de su Sentencia de Expediente N° 03378-2019-PA/TC, establece que este 
derecho tiene la posición de un derecho humano tras su reconocimiento en 
convenciones internacionales, por lo cual, el tratamiento de este derecho es de 
carácter constitucional, y los Estados a adoptar medidas a fin de su adecuada 
protección con la aplicación de políticas y prácticas eficaces y oportunas.     
Respecto al derecho de igualdad, este involucra que las mujeres gocen por 
igual sus derechos con el hombre, porque ello conlleva a que subsistan las 
desigualdades y discriminación lo que evidencia las situaciones en las que prexiste 
el trato preferencial al hombre, restringiendo a la mujer a tener pleno ejercicio de 
sus derechos. (Rannauro, 2011). En palabras de Hernández (2019) la igualdad de 
género debe ser entendida como una medida para reducir la violencia hacia la 
mujer, ya que, esta disputa trae consigo transgresiones a los derechos 
constitucionales de la mujer. (p. 113). Por tanto, el derecho de igualdad de género 
implica un trato igualitario entre hombre y mujer, con especial cuidado a la 
disminución de violencia hacia la mujer, por ser la más vulnerable a la violencia. 
En cuanto, al derecho de no discriminación, involucra el compromiso de 
edificar sociedades que promulguen y desarrollen la inclusión, igualdad, justicia y 
diversidad, siendo que no es un argumento que favorezca únicamente a las 
mujeres, sino íntegramente a la sociedad. (Bedriñana, 2018). La no discriminación 
implica un reajuste del principio de igualdad, por lo que ambos deben de estar 
contenidos en las legislaciones y en las acciones de todos los Estados, en aras de 
una sociedad moderna. (Zamudio, Ayala y Arana, 2013, p. 5). Por tanto, el principio 
de no discriminación, no debe ser entendido como una contraparte del derecho de 
igualdad, sino como un mecanismo de avance a nivel de sociedad, donde los 




III. METODOLOGÍA  
 3.1. Tipo y diseño de investigación 
La investigación uso el tipo de estudio básico, ya que el método aplicado no tomo 
en cuenta un empleo inmediato, sino que trabajo a partir de sus resultados, 
conclusiones y hallazgos, que tuvieron como prioridad la adopción de nuevos 
conocimientos que a su vez generaron progresos científicos (Vargas, 2009).  
Por ello, la investigación contribuyo para la formación de supuestos y resultados, 
que produjeron nuevas teorías o en todo caso modificaron las ya recogidas. En esa 
línea, Valderrama (2015), manifiesto que la búsqueda se basó en poner en 
evidencia una teoría con insuficiente empeño para emplear sus resultados a una 
problemática, es decir que, no estuvo proyectado para solucionar problemas 
prácticos. Asimismo, priorizo el progreso del conocimiento y no necesito 
manifestarse sobre las discrepancias que se suscitaron en la investigación, siendo 
que su prioridad fue recoger información, para brindar nuevos conocimientos 
teóricos y científicos, encaminado al hallazgo de principios y leyes. (p. 38).  
Del mismo modo, se caracterizó porque prevaleció en el recojo de antecedentes 
y teorías relacionadas al tema, por lo que tuvo como designio acrecentar los 
conocimientos, sin diferirlos con ninguna postura determinada. (Muntané, 2010). 
De lo desarrollado se infirió, que el propósito de la investigación básica fue 
contribuir con nuevos conocimientos para posteriores investigaciones, es decir que 
busco analizar un fenómeno social, y dar mayor información sobre este, sin 
promover la practicidad, y que el resultado no sea inmediato, siendo que mediante 
este estudio se procura evidenciar que la regulación de la violencia económica 
contra la mujer es ineficiente, por cuanto trasgrede derechos fundamentales. 
Asimismo, la investigación desarrollo un nivel descriptivo, debido a que puso 
en evidencia un fenómeno social, originado en sí mismo en el cual intercedieron un 
grupo de individuos, asimismo, cabe mencionar que la investigación recogió los 
datos más importantes, para luego desarrollarlos y analizarlos, pues no solo se trató 
de un crear o generar un acopio de datos, sino en la comprensión y estudio de 




En ese sentido, el nivel descriptivo de la investigación busco interpretar lo que 
se observó. De tal manera que procuro describir, interpretar y analizar, pero ¿Qué 
busco interpretar?, busco describir algún fenómeno, individuo o grupo; es decir, 
busco estudiar situaciones que ocurrieron en un determinado lugar, con la finalidad 
de conocer sus características, comportamiento, particularidades y propiedades.  
Por lo tanto, este tipo de investigación descriptiva se ejecutó a través de la 
comprobación de sus características, con la finalidad de investigar sobre una 
anomalía social y consecuentemente concluir respecto a esa problemática. 
En cuanto al diseño del estudio, cabe señalar que la investigación, utilizo un 
enfoque cualitativo, porque estudio e investigo un entorno puramente real 
respetando el contexto en que se desarrolló, logrando un resultado a través del 
análisis de hechos y de los individuos liados a la investigación.  
Asimismo, Baptista, Fernández y Hernández (2016) consideran que el tipo 
básico del diseño de investigación cualitativa permite abordar la problemática de la 
investigación, los cuales convienen ser flexibles y abiertos, con diseños de teoría 
fundamentada, etnográfica, fenomenología, investigación – acción y 
etnometodología que tendremos de manejar en la investigación. (p. 384). Por tanto, 
a través del análisis, estableció nuevos conocimientos fundados en la realidad 
presente de la violencia económica hacia las mujeres. 
En ese sentido, la investigación empleo el diseño de la Teoría Fundamentada, 
la cual se encuentra inmersa en el método interpretativo, debido a que, es una 
técnica como considera Strauss y Corbin (2002), que vincula la información y los 
exhibe y examina por medio de un proceso de análisis. De esta manera, recoge, 
procesa, organiza y analiza información y datos, para crear teorías en base a todos 
lo recogido y todo aquello que haya cooperado a la investigación. (p. 14). 
En síntesis, la investigación trabajo con el método básico, porque describió un 
problema en conflicto, recabando información para poner en evidencia la 
problemática en nuestro ordenamiento jurídico, en relación a la violencia 
económica, la cual no tiene un tipo penal lo que genera una vulneración en su 




  3.2. Categorías, subcategorías y matriz de categorización  
Esta herramienta ha permitido facilitar los antecedentes más notables de la 
investigación, mediante dispositivos de exploración; en esta parte se usaron 
técnicas usuales (teorías y conceptos) para ordenar los términos más selectos de 
esta investigación. Cabe mencionar que la investigación con enfoque cualitativo 
necesito de una categorización para proporcionar su análisis y poder reconocer a 
los objetivos que alcanzaron a ser variables en lo que se va logrando la 
investigación. (Cortez, 2018, p. 192). 
En la presente, se tomó en cuenta para la primera categoría la violencia 
económica contra la mujer, desarrollándose las subcategorías en base a dos 
supuestos típicos, que, de acuerdo al registro de los CEM, constituyen los casos 
más atendidos durante los años 2017-2018. (Zapata, 2019).  








Del mismo modo, para la segunda categoría, se tomó en cuenta dos de los 
principios rectores contenidos en el derecho a una vida libre de violencia, 
establecidos en el artículo 9° de la ley 30364. 
Figura 4 Principios contenidos en el derecho a una vida libre de violencia 
 
Fuente: Elaboración propia 
De esa manera, se formaron las siguientes categorías y subcategorías, que 
sirvieron de base para la investigación, tomando en cuenta las más relevantes de 
cada una de ellas, quedando de la siguiente manera:  
Tabla Nº  1: Categorías y subcategorías 
Categorías Subcategorías 
Violencia económica Limitación o control de los recursos 
económicos destinados a sus 
necesidades 
Evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias 
Vida libre de violencia Derecho a la igualdad 
Derecho a la no discriminación 





  3.3. Escenario de estudio 
En palabras de Skovsmose (2000), el escenario de estudio, es uno de los 
elementos que tiene como prioridad toda investigación científica, lo cual consiste 
en ubicar la investigación en un ambiente específico en que se desarrolló un 
fenómeno social. (p. 204).  Por tanto, el escenario hizo referencia al área física 
donde se recogieron los datos y donde se emplearon los instrumentos (entrevistas), 
dirigidas a un grupo específico de individuos elegidos. En esa línea, las entrevistas 
fueron dirigidas a personas competentes, expertas o entendidas de la problemática 
de investigación, siendo que el escenario fue su centro laboral, la Fiscalía de Lima 
Norte y el Estudio Jurídico Alegría & Asociados.  
  3.4. Participantes 
La presente investigación describió a los participantes como fuentes de donde se 
recolecto la información. Es así, que se tuvo como participantes a fiscales de la 
Fiscalía Provincial Penal de Lima Norte, así como a abogados especialistas en 
materia penal del Estudio Jurídico Alegría & Asociados, ubicados en Lima Norte, 
siendo que, los participantes, tal como refiere Balestrini (2006), son una parte 
específica de un escenario de estudio, cuyas particularidades deben producirse 
dentro de ella, de forma puntual. (p.141). En base a ello, los participantes de la 
presente investigación se establecieron con 7 fiscales de la Fiscalías de Lima Norte 
y 3 abogados especialistas en materia penal del Estudio Jurídico Alegría & 
Asociados, ubicados en Lima Norte. 
Por tanto, la presente investigación, respecto a los participantes, estuvo 
conformada por 7 fiscales de las Fiscalías de Lima Norte y 3 abogados especialistas 
en materia penal del Estudio Jurídico Alegría & Asociados, ubicados en Lima Norte.  
Los entrevistados del Ministerio Públicos de Lima Norte, fueron los siguientes: 
Tabla Nº  2: Escenario de entrevista a fiscales 
Nº Nombres y 
apellidos 
Institución Años de 
experiencia 
1 Luz Angelica 
Pineda Sánchez 
Fiscalía Provincial Corporativa 





mujer y los integrantes del grupo 
familiar 
2 Willy Fernando 
Marcos Changry 
Fiscalía Provincial Corporativa 
Especializada en Violencia contra la 
mujer y los integrantes del grupo 
familiar 
5 años 
3 Luis Ernesto Girón 
García 
Fiscalía Superior Especializada en 
Violencia Contra la Mujer y los 
Integrantes del Grupo Familiar de 
Lima Norte 
8 años 
4 Rober Hernández 
Paredes 
1er. Despacho de la Octava Fiscalía 
Provincial Penal Corporativa de Lima 
Norte 
5 años 
5 Giuliana Elaine 
Gutiérrez 
Meléndez 
1er. Despacho de la Octava Fiscalía 
Provincial Penal Corporativa de Lima 
Norte 
3 años 
6 María del Rosario 
Silva Gutiérrez 
 
1er. Despacho de la Octava Fiscalía 
Provincial Penal Corporativa de Lima 
Norte 
4 años 
7 Wilson Vargas 
Minan 
2da. Despacho de la Octava Fiscalía 
Provincial Penal Corporativa de Lima 
Norte 
7 años 
Fuente: Elaboración propia 
Por otro lado, los abogados especialistas en materia penal, fueron los 
siguientes: 
Tabla Nº  3: Escenario de entrevistas a abogados 
Nº Nombres y 
apellidos 
Institución Años de 
experiencia 
1 David Hermógenes 
Alegría Riquelme 






Estudio Jurídico Alegría & Asociados 5 años 
3 Dedgar Paolo 
Borda Bernabé 
Estudio Jurídico Corona & Asociados 3 años 
Fuente: Elaboración propia 
  3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos  
Para Troncoso y Amaya (2016) la entrevista, es uno de los métodos para la 
recolección de datos de mayor empleo en la investigación cualitativa, a través de 
este se accede a la información del sujeto de estudio mediante la comunicación 
oral con el investigador, asimismo, está establece la percepción de una persona de 
factores sociales o personales que determinan una realidad, es decir permite que 
el entrevistador comprenda lo vivido por el sujeto de estudio. (p. 330). En ese 
sentido, la entrevista se fundamentó en un dialogo entre dos personas, en donde 
uno hará una pregunta y el otro una respuesta, cuyo resultado respondió a los 
objetivos que se hayan planteado en la investigación. 
Asimismo, la guía de entrevista, la cual, según Diaz, Torruco, Martínez y Valero 
(2013) es un instrumento técnico, con preguntas asociadas por categorías o temas, 
con base en los objetivos. En ese sentido, las entrevistas estuvieron direccionadas 
a responder los objetivos de la investigación.  
En síntesis, las preguntas que fueron dirigidas a los entrevistados estuvieron 
claras, precisas, y fáciles de responder, para ello se realizaron 10 preguntas con 
las características ya mencionadas a los 10 entrevistados que fueron utilizadas para 
responder al objetivo general y específicos de la investigación.  
Por otro lado, el análisis documental, según Dulzaides y Molina (2004) es una 
técnica de investigación, que requiere de un conjunto de operaciones, que buscan 
representar y describir las documentaciones recogidas de forma organizadas para 
facilitar su recuperación. 
Asimismo, la guía de análisis documental, según Dulzaides y Molina (2004) 
refieren que es un método donde se describe y resume un documento en forma 




recuperación documental, rigiéndose por reglas para el desarrollo del contenido 
para su posterior uso.  
Para el presente, se realizó un análisis mediante una ficha de análisis 
documental, que ayudo a analizar documentos como Convenciones 
internacionales, jurisprudencia, disposiciones de archivamiento y decretos, acordes 
a la materia de estudio. 
  3.6. Procedimiento 
El procedimiento que se usó en la investigación, tuvo en cuenta al plan de análisis, 
de la metodología que se manejó para obtener la información de los participantes. 
En virtud a ello, se manejaron métodos e instrumentos de recojo de datos, teniendo 
en cuenta el procedimiento metodológico y las herramientas fundamentales para 
obtener la información relevante y concerniente a nuestros objetivos de la 
investigación. 
  3.7. Rigor científico 
La presente investigación, estableció su rigor científico a través de normas y 
medidas científicas instituidas por nuestra universidad, para lo cual usó los criterios 
de consistencia lógica, credibilidad, auditabilidad, confiabilidad y la 
transferibilidad, que se manifestaron en la validación de instrumentos e 
información, a cargo de los asesores temáticos y metodológicos. En ese sentido, 
en la investigación se adoptaron herramientas adecuadas pertinentes al enfoque 
cualitativo, en base a la guía de entrevista y guía de análisis documental, en relación 
a las categorías y subcategorías.  
  3.8. Método de análisis de investigación  
La presente investigación uso los siguientes métodos de investigación: 
Método hermenéutico; porque analizo y desentraño las opiniones de los 
entrevistados, con la finalidad de sustentar la investigación. 
Método sistemático; porque examino las entrevistas de los diferentes expertos, 
interpretando las opiniones a través de los instrumentos, generando la diferencia 




Método analítico; porque permitió realizar la separación de un todo 
descomponiendo los documentos a analizar en partes para observar sus causas, 
su contexto y las consecuencias.  
Método comparativo; porque permitió realizar la comparación entre dos o más 
fenómenos, estableciendo sus semejanzas y contrastaciones que para concluir con 
un resultado que defina el problema. 
Método sintético; porque permitió establecer un proceso de raciocinio que 
tiende a reformar un todo, a partir de elementos seleccionados para el análisis. 
Método inductivo, porque logro recopilar y reunir información necesaria de las 
conclusiones para formar una conclusión general. 
  3.9. Aspectos éticos 
La presente investigación, ha respetado el modelo metodológico, basándose en 
instrumentos y técnicas para los datos recolectados, asimismo, se citaron los 
autores de los documentos y textos, con la conclusión de no ser señalado como 
copia o plagio. Por ello, a través de la presente investigación se actuó con 
compromiso ética, jurídica, política y social, y se respetó la propiedad intelectual de 
cada autor, citándolos correctamente, según las normas APA, en las que se 
llegaron a plasmar fuentes veraces y certeras, como revistas indexadas, resúmenes 





IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
La presente muestra los resultados que se consiguieron aplicando las 
herramientas de recolección de datos de las guías de entrevista y fuente de análisis 
documental. Detallándose en el siguiente orden: 
De la descripción de la guía de entrevista en relación al objetivo general: 
“Analizar si la regulación de la violencia económica, garantiza el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia”. Se tuvo las siguientes preguntas: 
1. ¿De qué manera, la regulación de la violencia económica, garantiza el 
derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
2. ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley Nº 30364, 
es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia 
económica? 
3. ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las denuncias 
por la comisión de la conducta de violencia económica? 
Los expertos, Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, Vargas, Silva, 
Alegría, Saavedra y Borda (2020), respecto a la primera pregunta, manifestaron 
que la regulación de violencia económica hacia la mujer, no garantiza de ninguna 
manera el derecho a una vida libre de violencia, siendo las constantes denuncias 
penales que son archivadas de manera definitiva la prueba irrefutable que este 
derecho no se encuentra protegido. En esa línea la experta Pineda (2020) sostuvo 
que la normativa legal respecto a la violencia económica es incompleta y esto se 
debe por la limitación que le ha dado la Ley 30364, por lo cual, considera que el 
problema real no es la violencia económica propiamente sino la ley que la contiene, 
y que estas deficiencias terminan por no garantizar los derechos de la mujer, menos 
el de una vida libre de violencia. Asimismo, el experto Marcos (2020) fundamento 
que tal imprevisto no solo sucede en el caso de la violencia económica, sino en 
todos los casos de violencia familiar, por cuanto, no hay forma de garantizar el 
derecho a una vida libre de violencia, y que el problema se genera porque la Ley 
30364, no ha estimado considerarla ni como delito ni como falta, siendo que ante 
ese vacío las víctimas solo reciben como amparo, medidas cautelares o 
protectoras, que solo tienen una eficacia virtual y no real, porque el Estado no le da 




En palabras de Hernández (2020) La violencia contra la mujer tiene diferentes 
tipos o formas de manifestarse, todas ellas si bien se refuerzan entre sí, generan 
un daño distinto en la mujer. En ese aspecto, cuando nos referimos a la violencia 
económica contra la mujer que se encuentra regulada en el artículo 8° de la Ley 
30364, su regulación respecto del modelo de intervención propuesto en dicha ley, 
resulta ineficiente, ya que, si bien es efectivo respecto a la obtención de medidas 
de protección, cuando llega al plano penal presenta deficiencias como 
consecuencia de los vacíos legales en su regulación, puesto que como vemos este 
tipo de violencia carece de un tipo penal en el Código Penal, que no permite la 
formulación de las denuncias penales, como conclusión se tiene que las denuncias 
por violencia económica tienen una garantía virtual y no real, en ese sentido, no 
garantiza a las mujeres su derecho a una vida libre de violencia. 
Finalmente, Vargas (2020) considero que es positivo que se haya legislado esta 
violencia en la Ley 30364 porque de esta manera la mujer cuenta con más 
herramientas de protección para frenar la violencia, pero no hay garantía que esta 
norma se salvaguarde el derecho a una vida libre de violencia; sin embargo, su 
regulación es un avance. 
En base a los resultados de la primera pregunta, los 10 expertos afirmaron que, 
a pesar de la inclusión de la violencia económica en la normativa jurídica legal 
nacional esta no puede garantizar el derecho a una vida libre de violencia, por 
cuanto presenta vacíos en su normativa, sin embargo, es un gran avance su 
inclusión en la Ley 30364. 
Por otro lado, los expertos Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, 
Alegría, Saavedra y Borda (2020) respecto a la segunda pregunta, sostuvieron 
que el modelo de intervención es eficaz respecto a los demás tipos de violencia 
contemplados en la Ley 30364, sin embargo respecto a la violencia económica 
resulta ineficiente ya que no establece la forma de la intervención por parte de los 
operadores de justicia respecto del ámbito penal, constituyendo así como ya se 
mencionó una garantía virtual y no real, ya que por más que las denuncias se 
presenten con fundamentos firmes, la sola inexistencia de un tipo penal no les 




No obstante, Vargas y Silva (2020), manifestaron que el modelo de intervención 
si es eficaz por lo que no es necesario concurrir con una denuncia penal, ya que 
estos problemas deben ser tratados con terapias y otras formas pues el núcleo de 
una sociedad es una familia y una denuncia penal solo se realizaba cuando el hecho 
realmente lo ameritaba, no ante el primer problema o desavenencia que pudiera 
ocurrir, pues el modelo actual genera demasiadas denuncias por hechos que 
posteriormente son abandonados por la misma denunciante, quien no aporta, no 
concurre a los exámenes y peor aún niega los hechos, creando un problemas de 
trabajo -horas hombre- por algo que no tiene futuro en un proceso penal. 
De acuerdo con los resultados de la segunda pregunta, 8 de 10 expertos, 
consideraron que el modelo de intervención previsto por la Ley 30364 solo es eficaz 
respecto a las medidas protección y cautelares, pero penalmente no hay sanción 
porque tal como ya se ha dicho, la violencia económica o patrimonial como tal no 
está normada como tipo penal en el Código Penal. 
Por otra parte, los expertos, Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, 
Vargas, Silva, Alegría, Saavedra y Borda (2020), respecto a la tercera pregunta, 
coincidieron de forma grupal, al sostener que las denuncias por violencia 
económica no son posibles de  calificar como tales dentro del contexto normativo, 
ya que, para ello se requiere una previa tipificación en el Código Penal, esto en 
virtud del principio de legalidad, por lo menos en las Fiscalías Provinciales 
Especializada en Violencia contra la Mujer y los Integrantes del Grupo Familiar. 
Asimismo, Girón (2020) manifiesta que las denuncias penales por violencia 
económica, por sus supuestos típicos no son elementos objetivos de algún tipo 
penal, terminando muchas veces en el archivo definitivo, o también derivándose a 
la Fiscalía Penal correspondiente, cuando por las circunstancias de los hechos 
pudieran estar incursos en los delitos de omisión de asistencia familiar, 
discriminación, perturbación de la posesión, daños, apropiación ilícita, etc. 
De acuerdo a los resultados de la tercera pregunta, los 10 expertos afirmaron 
que el problema esencial es que no tiene un respaldo legal y siendo que la 
normativa penal es taxativa y exige que las conductas para ser sancionadas deben 





Con relación al objetivo específico 1: “Determinar si el supuesto típico de la 
limitación o control de los ingresos económicos destinados a satisfacer las 
necesidades de la mujer, trasgrede el derecho de igualdad de género”. 
4. ¿En qué medida, el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 
mujer, transgrede el derecho de igualdad de género?  
5. ¿En qué medida representa una dificultad en la calificación de las 
denuncias penales por violencia económica, la falta de lesiones fisicas 
o psicológicas?  
6. ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para 
advertir un cuadro de desnutrición provocado por violencia 
económica?  
Los expertos, Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, Vargas, Silva, 
Alegría, Saavedra y Borda (2020), respecto a la cuarta pregunta, sostuvieron que 
la paridad de género implica el ejercicio obligaciones y derechos de ambos géneros 
en equivalencia de condiciones, donde el sexo no debe condicionar dicho ejercicio, 
por lo tanto, la conducta lesiva que realiza el agresor a la mujer con la restricción y 
vigilancia de los ingresos y egresos económicos si vulnera el principio de igualdad 
de la mujer atentando con sus derechos económicos. En esa Línea, Hernández 
(2020) sostiene que todo acto de violencia de violencia genera una vulneración en 
el derecho a la igualdad de la mujer, ahora bien la limitación o control de los 
ingresos económicos de la mujer, entendida como aquella acción que busca 
obstruir o controlar la participación en el manejo de los ingresos o percepciones 
económicas destinados a la canasta familiar, esta conducta del agresor genera un 
daño a la autoestima de la mujer, porque no le permite tomar decisiones o manejar 
la economía del hogar, reforzando la dependencia económica que el agresor le ha 
establecido a la mujer. 
A propósito de los resultados de la cuarta pregunta, 9 de 10 expertos expresaron 
que, todo acto de violencia de violencia genera una vulneración en el derecho a la 
igualdad de la mujer, por cuanto la limitación o control debe entenderse como 




ingresos o percepciones económicas destinados a la canasta familiar, esta 
conducta del agresor genera un daño a la autoestima de la mujer, porque no le 
permite tomar decisiones o manejar la economía del hogar, reforzando la 
dependencia económica que el agresor le ha establecido a la mujer. 
Por otro lado, Los expertos, Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, 
Vargas, Alegría, Saavedra y Borda (2020), respecto a la quinta pregunta, 
fundamentaron que existe de por sí, una dificultad en el operador de justicia o titular 
de la acción penal, en este caso el Fiscal, en la calificación de las denuncias 
penales por violencia económica para encuadrarlas dentro de un tipo penal, por lo 
que la falta o presencia de lesiones físicas y psicológicas en la víctima no influye 
en forma determinante en la referida calificación. En esa línea, Hernández (2020) 
sustenta que cuando hablamos de violencia contra la mujer esta tiene diferentes 
manifestaciones y/o formas que si bien se refuerzan entre sí, tienen diferentes 
formas de causar daño en la mujer, en ese sentido la violencia económica que 
tiende a causar un menoscabo en los recursos económicos de la mujer es diferente 
a la violencia psicológica que genera daños en la psiquis de la mujer, por lo que no 
puede considerarse a la violencia económica como un derivado de la violencia 
psicológica sino por el contrario la violencia psicológica debe ser tratada de un 
agravante de la violencia económica. No obstante, existe la mala práctica de 
vincular a la violencia económica como un tipo dependiente de la violencia 
psicológica, lo que genera una dificultad ya que de no presentarse esta, resulta 
difícil formular las denuncias, que se adecuarían a una por violencia psicológica 
regulada en el artículo 122-B del Código Penal. 
No obstante, Silva (2020) por otro lado manifestó que en el ámbito penal no sólo 
es lo que se dice, sino lo que se puede probar en juicio; no es posible calificar el 
supuesto de violencia económica, considerando que existe otro medio para 
reclamar un derecho económico. 
De acuerdo a los resultados de la quinta pregunta, 8 de los 10 entrevistados 
afirmaron que la dificultad está en que el Fiscal, no puede calificar de las denuncias 
penales por violencia económica, ya que, no puede enmarcarlas dentro de un tipo 
penal, por lo que, la falta o presencia de lesiones físicas y psicológicas en la víctima 




Por otra parte, los expertos, Marcos, Pineda, Girón, Hernández, Gutiérrez, 
Vargas, Silva, Alegría, Saavedra y Borda (2020), respecto a la sexta pregunta, 
sostienen que un cuadro de desnutrición siempre va a ser advertido por las 
declaraciones, pero esencialmente por una pericia médico legal, por tanto las 
diligencias que hoy se tienen para los tema de violencia, no van a servir de mucho 
en los casos de violencia económica, por lo cual si son necesarios otras diligencias 
que permitan advertir un cuadro de desnutrición y vulneración provocado por esta 
violencia. Asimismo, Hernández (2020) considera que la acreditación de la violencia 
económica de por si resulta difícil, por lo que, el artículo 334° del Código Procesal 
Penal, concordante con el artículo 336° del mismo cuerpo normativo, inciso 4. 
Establece que, si no aparecen indicios reveladores de la existencia de un delito, no 
se pueden considerar delito, por cuanto no basta una imputación vaga, 
impersonalizada, genérica o imprecisa, en el caso de la violencia económica a 
diferencia de la violencia psicológica o física, no se pueden acreditar con un 
certificado médico, esto conlleva a que las víctimas no puedan presentar una 
adecuada denuncia y que los fiscales no puedan realizar la adecuación. Por lo que 
si es necesario que se establezcan otro tipo de diligencias que permitan la 
acreditación de un cuadro de desnutrición provocado por violencia económica. 
Conforme a los resultados de la sexta pregunta, todos los expertos afirmaron 
que las diligencias existentes para los casos de violencia familiar no son las 
adecuadas para advertir un menoscabo provocado por violencia económica, por lo 
que sería pertinente la adopción de otros acorde a la naturaleza de esta violencia. 
Con relación al objetivo específico 2: “Precisar si el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer”. 
7. ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 
de la mujer? 
8. ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que se pueda 
configurar la violencia económica en este supuesto de evasión del 




9. ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género al momento 
de la calificación de la denuncia penal? 
Los expertos, Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, Vargas, Silva, 
Alegría, Saavedra y Borda (2020), respecto a la séptima pregunta, manifestaron 
que la Ley 30364 busca eliminar la discriminación de todo ámbito social; no 
obstante, en los casos de violencia económica, el incumplimiento alimentario, es 
una clara manifestación de discriminación, puesto que perjudica económicamente 
a la mujer, vulnerando su derecho a la subsistencia, obligándola a asumir sola los 
alimentos, mientras que el hombre evade sus responsabilidades sin obstruir sus 
planes de vida. En esa línea, Borda (2020) considera que la responsabilidad de los 
alimentos es de ambos padres, cuando uno incumple y deja la responsabilidad al 
otro, además de perjudicarlo económicamente atenta con su derecho a la 
subsistencia porque dejará de preverse cosas para sí, porque tendrá que preverlas 
íntegramente a su hijo. 
Por otro lado, Vargas y Silva (2020) por otro lado sostuvieron que el problema 
surge desde el punto de vista en que se considera que la mujer es una dependiente 
económica de un varón o un proveedor y que la discriminación no podría 
considerarla dentro de la evasión al cumplimiento de las obligaciones alimentarias, 
pues tiene remedios como los previstos en el artículo 2° la Constitución, para su 
protección.  
Acorde a los resultados de séptima pregunta, 8 de 10 expertos afirmaron que, 
la ley 30364 busca evitar cualquier tipo de exclusión, distinción o restricción basada 
en el sexo; es por ello el supuesto típico de evasión de cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, colisiona y atenta contra dicho principio, pues 
menoscaba el goce y derecho que tiene la mujer a las referidas obligaciones 
alimentarias. 
Por otra parte, los expertos, Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, 
Vargas, Silva, Alegría, Saavedra y Borda (2020), respecto a la octava pregunta, 
establecieron que las denuncias por este supuesto son remitidas a las fiscalías 




Código Penal, conferidos en el delito de omisión a la asistencia familiar, el cual 
contiene sus elementos. a) La obligación de cumplir con las obligaciones 
alimentarias, nacida de un mandato legal o de un supuesto de hecho, b) Las 
necesidades acreditadas por la víctima, c) La omisión por comisión, es decir omitir 
cumplir intencionalmente las obligaciones alimentarias y d) La resistencia del 
obligado a cumplir las obligaciones alimentarias, a pesar de los múltiples 
requerimientos de la beneficiaria. En esa línea Hernández (2020) refiere que 
normalmente, los criterios que se usan, son los previstos en el artículo 149° de la 
norma penal, conferidos en el delito de omisión a la asistencia familiar, el cual 
contiene sus elementos. Esta situación se da justamente por los vacíos que se 
presentan en la regulación de la violencia económica o patrimonial, que ha 
generado perjuicios en la mujer, quien se ve desprotegida ante esta violencia. 
Sin embargo, Vargas y Silva (2020) por otro lado sostienen que no podría 
considerarse como una discriminación hacia la mujer, porque esa evasión se 
entiende va en contra aquel que estaría en la obligación de generar la provisión. 
En referencia a los resultados de la octava pregunta, 8 de 10 expertos indicaron 
que, la ley 30364 no ha previsto criterios afines a esta modalidad de violencia 
económica, siendo que para los casos que se registran en el Ministerio Público se 
usan aquellos contemplados en el artículo 149° del código Penal, que describe la 
conducta del delito de omisión a la asistencia familiar, siendo que es requisito 
indispensable que las obligaciones requeridas nazcan de un mandato legal. 
Los expertos, Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, Alegría, Saavedra 
y Borda (2020), respecto a la novena pregunta, fundamentaron que la ley 30364 
establece el enfoque de género reconociéndolo como la existencia de contextos 
asimétricos en la relación entre hombres y mujeres, edificadas sobre el asiento de 
las discrepancias de género, pero que en los casos de violencia económica contra 
la mujer, específicamente en la modalidad del incumplimiento alimentario, se pierde 
este enfoque toda vez que son adecuadas al tipo penal de omisión a la asistencia 
familiar. En esa línea Alegría (2020) manifiesta que es obligación de los entes 
rectores de justicia la aplicación de una perspectiva de género, pero esta situación 




aplica esta perspectiva, ya que, no se pueden calificar de manera objetiva por la 
falta de un tipo penal. 
Contrario a ello, Silva y Vargas (2020), refirió que no debería usarse tal enfoque 
en este tipo de delito, puesto que la evasión o incumplimiento esta dirigido a causar 
daños en el menor, y no en la mujer, por cuanto no es necesario el enfoque de 
género en estos casos. 
podría ser considerado como una manifestación de discriminación hacia la 
mujer, porque esa evasión se entiende que se da contra aquel que estaría en la 
obligación de generar la provisión. 
Conforme a los resultados de la novena pregunta, 8 de los 10 entrevistados 
afirmaron que, este supuesto al ser considerado bajo la visión del delito de omisión 
a la asistencia familiar, pierde toda perspectiva de género, lo mismo ocurre con los 
demás supuestos que se apoyan y/o adecuan en tipos penales distintos que no 
aplican la perspectiva de género, en ese sentido, se evidencia que no se aplica la 
perspectiva de género en la calificación de las denuncias de violencia económica 
Finalmente, respecto a la pregunta adicional: ¿Considera usted, que la 
violencia económica requiere de una tipificación en el Código Penal? 
Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, Alegría, Saavedra y Borda 
(2020), respecto a la décima pregunta, consideraron que, si es necesario la 
tipificación de la violencia económica en el Código Penal, ya que, esta no cuenta 
con un tipo penal, y porque de esta manera se lograra armonizar lo establecido en 
las convenciones internacionales que buscan proteger los derechos de las mujeres. 
En esa línea, Girón (2020) refiere que la violencia económica tiene un respaldo 
legal en la ley 30364 pero solamente de naturaleza tutelar, es decir para expeditar 
y lograr las medidas de protección, a diferencia de los demás tipos de violencia; en 
tal sentido se hace necesario incorporar al Código penal el tipo penal específico de 
violencia económica, que difiera dentro de los elementos objetivos de los delitos de 
omisión a la asistencia familiar (en caso de obligaciones alimenticias), del delito de 
discriminación (en caso de limitaciones o restricciones en todo sentido, en la 
actividad laboral) y del delito contra el patrimonio (en caso de obligaciones reales 




modalidades que ha normado la ley 30464 y su Reglamento, sin mayores requisitos 
que los expuestos en dichas normas. 
De forma contraria, Vargas y Silva (2020) sostienen que no es necesario por 
cuanto existe una inflación de conductas lesivas en han sido tipificadas en el Código 
Penal, y porque ya existen otros tipos penales donde se puedan respaldar este tipo 
de conducta. 
Conforme a los resultados de la pregunta adicional, 8 de los 10 expertos 
afirmaron que el legislador considere esta problemática ya que no se está 
respetando los convenios suscritos por nuestro país, los mismos que obligan a los 
estados a adoptar medidas que busquen la erradicación, prevención y sanción de 
todos los tipos de violencia contra la mujer. 
Para la obtención de datos de fuente documental se usaron los siguientes 
documentos, los mismos que responderán de manera objetiva a nuestros objetivos, 
por lo que pasaremos a desarrollarlos: 
De la descripción de la guía de análisis de fuente documental respecto al 
objetivo general, el cual se funda en la tarea de Analizar si la regulación de la 
violencia económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencia”. 
“ANÁLISIS DE CONVENCIÓN INTERNACIONAL” 
Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer “Convención Belém do Para” - 1995 
El citado Convenio sometido a análisis, fue elaborado las Naciones Unidas, 
publicado en agosto de 1995, específicamente en los incisos b), c), d), e) y f) del 
artículo 7° de la Convención, refirió que el modelo de intervención previsto en la 
Ley 30364 para los casos de violencia intrafamiliar, no responde a los propósitos 
internacionales, por lo que esta situación requiere de una reforma que tenga como 
propósito armonizar y compatibilizar el modelo de intervención establecido en la 
normativa jurídica legal y se consiga de forma efectiva y oportuna prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia hacia las mujeres. En esa línea, la violencia 




manera oportuna y eficaz en el ámbito penal, puesto que se ha dejado en el aire a 
este tipo de violencia que no cuenta con un apartado normativo que permita la 
identificación con un tipo penal, siendo que las víctimas que presentan sus 
denuncias, no consiguen un acceso a la justicia. 
“ANÁLISIS DE DISPOSICIÓN DE ARCHIVAMIENTO” 
Fundamento del Fiscal Adjunto Provincial Luz Angelica Pineda Sánchez en la 
Disposición N° 02-2020-MP-FN-3FPCEVCMIGF-LN-1D – Carpeta Fiscal. 
606078901-2020-194-0 - Distrito Fiscal de Lima Norte - Tercera Fiscalía 
Provincial Corporativa Especializada en Violencia Contra la Mujer o 
Integrantes del Grupo Familiar de Lima Norte - Segundo Despacho - 2020 
Es necesario considerar para el presente análisis, los fundamentos de la fiscal 
Responsable Luz Angelica Pineda Sánchez, expuesto en la Disposición N° 02-
2019-MP-FN-3FPCEVCMIGF-LN-1D – Carpeta Fiscal N° 606078901-2020-194-0, 
la cual provenía de la denuncia penal interpuesta por Lisbet Stefany Prado Flores 
contra Andy Yaset Guillergua Amaya, por presuntos Actos de Violencia Económica 
o Patrimonial.  
Ante dicha controversia la citada fiscal, señalo que el fiscal al realizar el análisis 
del caso, en primer lugar, en el considerando 6.5 pone de manifiesto que la Ley 
30364 no ha establecido un tipo penal para la violencia económica o patrimonial, 
por cuanto esta conducta resulta atípica y no puede calificarse, por lo que 
basándose en el principio de legalidad no se puede sancionar sobre una conducta 
que no cuente con un tipo penal. 
De los documentos expuestos en los párrafos que anteceden, se evidencio que 
en primer lugar que los legisladores no han procurado regular adecuadamente a la 
violencia económica, por cuanto han considerado una protección de tipo tutelar a 
la mujer, en su modelo de intervención, que no es acorde con el modelo propuesto 
en las convenciones internacionales, lo que dificulta a los operadores de justicia 
que no pueden satisfacer las necesidades en las denuncias de las víctimas de 
violencia económica o patrimonial de forma oportuna y eficiente, de esta manera si 
bien existe un avance al haber regulado esta conducta violenta, como lo expone la 




objetiva y menos aplicar la perspectiva de género en las denuncias por este tipo de 
violencia, porque las mismas resultan atípicas y no permiten sancionar al agresor, 
vulnerándose su derecho a una vida libre de violencia. 
Continuando con la descripción de los resultados, cabe precisar que respecto 
de nuestro objetivo específico 1: “Determinar si el supuesto típico de la limitación 
o control de los ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 
mujer, trasgrede el derecho de igualdad de género”. Se ha analizado lo siguiente: 
“ANÁLISIS DE DECRETO SUPREMO” 
Decreto Supremo Nº 002-2020-MIMP, que aprueba el plan estratégico 
multisectorial de igualdad de género de la política nacional de igualdad de 
género – 2020 
El citado Decreto Supremo sometido a análisis, fue elaborado por el Ministerio de 
la mujer y poblaciones vulnerables, publicado en marzo de 2020, específicamente 
en su Objetivo Prioritario 4, cita al Observatorio de Igualdad de Género de la CEPAL 
(2016), y manifiesto que para que las mujeres consigan profesar su autonomía 
económica, deben acceder a trabajos remunerados en paridad con el hombre, para 
poder solventar, satisfacer y decidir sobre sus propios recursos y necesidades y no 
depender del hombre.   
Asimismo, señalo, el plan para garantizar la autonomía y desarrollo de los 
derechos económicos y sociales de las mujeres que se ha planteado el Estado, con 
la finalidad de reducir la desigualdad de género. 
“ANÁLISIS DE SENTENCIA INTERNACIONAL” 
“Sentencia T-012/16 de la Sala Novena de Revisión de la Corte Constitucional, 
Expediente de referencia T- 4.970.917” – 2011 
Es menester considerar para el presente análisis, el fundamento del Magistrado de 
la Sala Novena de Revisión de la Corte Constitucional, Dr. Luis Ernesto Vargas 
Silva, expuesta en la Sentencia, la cual provenía del requerimiento de acción de 
tutela en contra de la Sala de Familia del Tribunal Superior de Bogotá y la 




Ante dicha controversia el citado magistrado, señaló que, la violencia de género 
también, puede darse de forma económica, en donde la mujer por la relación 
asimétrica con el hombre se ve sumisa a un control económico por parte de este 
quien no solo controla el dinero que aporta sino el que ingresa por parte de la mujer, 
siendo el ámbito privado donde se hace más evidente. 
De los documentos analizados en los párrafos que preceden, se manifiesto que 
una forma de violencia se da también económicamente cuando la mujer no puede 
ejercer su autonomía económica en el sentido de que no puede generarse sus 
propios ingresos para satisfacer sus necesidades, y que esta es una situación que 
se da más que todo por la relación asimétrica que tiene el hombre con la mujer, por 
cuanto esta privación de paridad, debe ser abordada por el Estado, cuya finalidad 
debe encaminarse a la reducción de la desigualdad de género, para proteger el 
derecho de igualdad que deben gozar todas las mujeres. 
Finalmente, se empleó el análisis de informe para diferir lo señalado en el 
objetivo específico 2: “Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento 
de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación de la 
mujer”. 
“ANÁLISIS DE CONVENCIÓN” 
Naciones Unidas (1981) “convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer CEDAW” – 1981 
El citado Convenio sometida a análisis, fue elaborada por las Naciones Unidas, 
publicada en septiembre de 1981, específicamente en su artículo 16° inciso d), hizo 
referencia que es un acto de discriminación hacia la mujer, el incumplimiento de las 
responsabilidades alimentarias, ya sea dentro del matrimonio como fuera de él, 
siendo que el segundo se refiere a la discriminación que sufre la mujer  al ser 
forzada a arrogarse personalmente un acrecentamiento de gastos al tener que 
pagar los no cubiertos por el incumplimiento; con la consiguiente decadencia y 






“ANÁLISIS DE SENTENCIA” 
Fundamento del Magistrado Pablo C. Casas, sobre sentencia emitida por el 
Juzgado de 1ra Instancia en lo Penal Contravencional y de Faltas N° 10 
Secretaría Única - 2020 
Es necesario considerar para el presente análisis, el fundamento del Magistrado 
del Juzgado de Primera Instancia en lo Penal, Contravencional y de Faltas N° 10, 
Dr. Pablo C. Casas, expuesta en la Sentencia, la cual provenía del requerimiento 
de juicio presentado por la Fiscal a cargo de la Fiscalía N° 23 del fuero, Valeria 
Lancman. 
Ante dicha controversia el citado magistrado, señaló que, el comportamiento del 
acusado implicó violencia económica contra la agraviada, en tanto se convirtió en 
un efectivo daño económico y emocional sobre la misma, quien no sólo tuvo que 
cubrir sola las necesidades de la hija en común, sino que además, se privó como 
mujer autónoma de diseñar y decidir libremente su plan de vida sin las limitaciones 
económicas, esto porque tuvo que padecer durante años al tener que garantizar 
ella sola la subsistencia de la hija que tienen en común. 
De los documentos analizados en los párrafos que preceden, se evidencia que 
un acto de discriminación también se entiende cuando el hombre que no tiene la 
custodia de los hijos se desatiende de sus obligaciones como progenitor, obligando 
a la mujer a cubrir sola las necesidades de los hijos en común, lo que conlleva a 
que se prive de su proyecto de vida, y vea menguado su derecho a la no 
discriminación.  
Para la discusión se dispuso considerar los ponderamientos derivados de las 
entrevistas, análisis de fuente documental, doctrina y trabajos previos, analizados 
en ese orden en el trabajo de investigación, de la forma siguiente: 
Con relación al objetivo general: “Analizar si la regulación de la violencia, 
garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia”. 
Respecto a la regulación de la violencia económica como garantía de una vida 
libre de violencia, y en base a las entrevistas, se advierte que los entrevistados, los 




Alegría, Saavedra y Borda, manifiestan conjuntamente que la Ley 30364 y sus 
modificatorias no regulan de manera eficiente el tema de la violencia económica, 
ya que, los vacíos que presenta no se ajusta a lo dispuesto en las normas 
internacionales, consecuentemente esta problemática de ninguna manera 
garantiza el cumplimiento de dicho derecho, esta realidad se refleja en los 
incesantes casos de violencia contra la mujer existentes en toda la República y en 
especial en el distrito fiscal de Lima Norte. En esa línea, Pineda y Marco, sostienen 
que la normativa legal respecto a la violencia económica es incompleta y esto se 
debe por la limitación que le ha dado la Ley 30364, por tanto, considera que el 
problema real no es la violencia económica propiamente sino la ley que la contiene, 
y que la Ley 30364, no ha estimado considerarla ni como delito ni como falta, por 
cuanto para un amparo de las víctimas lo único que se permite son dictar medidas 
cautelares o protectoras que solo tienen una eficacia virtual y no real, porque el 
Estado no le da seguimiento a los casos, siendo que estos factores terminan por 
no garantizar los derechos de la mujer, menos el de una vida libre de violencia.  
Aunado a ello, Vargas, considera que, la incorporación de la violencia 
económica en la Ley 30364, provee más herramientas de protección a la mujer, por 
cuanto su incorporación resulta ser un gran avance en el tema de violencia familiar 
y de género. 
En cuanto a la eficacia del modelo de intervención al respecto de las denuncias 
por violencia económica, según los referidos entrevistados, el modelo previsto por 
la Ley 30364, no es eficaz por cuanto tiene naturaleza tutelar y no sancionadora, 
es decir, es eficiente en cuanto a medidas de protección y cautelares, mas no en 
sanciones punitivas, ya que es atípica, y no permite sancionar al agresor.  
Por otro lado, sobre los problemas que se suscitan en la calificación de las 
denuncias por violencia económica, señalan que, las denuncias que se atienden en 
las Fiscalías, en su mayoría son archivadas definitivamente o derivadas a las 
fiscalías pertinentes adecuadas en delitos de daños, discriminación, omisión a la 
asistencia familiar, perturbación de la posesión, daños, apropiación ilícita, etc., esto 
porque la violencia económica no cuenta con un respaldo penal, por lo que, en 




“nullum crimen, nulla poena, sine lege”. En ese sentido los entrevistados concluyen 
que las denuncias por violencia económica no pueden ni deben formalizarse. 
Concuerdo con lo referido por la mayoría de los entrevistados, que consideran 
que, a pesar de la inclusión de la violencia económica en la normativa jurídica legal 
nacional esta no puede garantizar el derecho a una vida libre de violencia, por 
cuanto presenta vacíos en su normativa que no le permiten ajustarse a lo 
establecido en los modelos internacionales. Concuerdo también, con que estos 
vacíos son más evidentes en relación al modelo de intervención previsto por la Ley 
30364, que en palabras de los propios entrevistados dicho modelo en su aplicación 
en los casos de violencia económica es escaso, ya que, su naturaleza tutelar, solo 
puede brindar a las víctimas medidas cautelares y de protección, las cuales no son 
suficientes para proteger a las víctimas. Finalmente coincido con los mismos, que 
esta situación, se da justamente por la falta de un tipo penal, que respalde la 
formulación de las denuncias penales por violencia económica, que, para los 
entrevistados por la naturaleza taxativa de la norma penal, el actual de los fiscales, 
se ve obstaculizado respecto a la calificación objetiva de las denuncias, por lo que 
esta situación deja en indefensión a las víctimas que no ven tutelados sus derechos.  
Lo manifestado por los entrevistados mencionados, se sostiene en el análisis 
documental, el cual concibe que la Convención Interamericana para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer - Convención Belém do Para, 
elaborado por las Naciones Unidas, la cual respalda las respuestas de la pregunta 
1 y 2, por cuanto, señala que en los incisos b), c), d), e) y f) del artículo 7°, que los 
Estados suscritos deben adoptar dispositivos de protección que sean oportunos y 
efectivos a fin de proteger a las mujeres de  todas las formas de violencia, 
estableciendo alcances sobre el modelo de intervención a seguir en el caso de 
violencia hacia las mujeres, sin embargo, a nivel nacional se observa un panorama 
diferente, ya que, el modelo de intervención propuesto no armoniza con el modelo 
descrito en la Convención y no garantiza el derecho a una vida libre de violencia. 
Por su parte la Fiscal Responsable Luz Angelica Pineda Sánchez, expuesto en 
la Disposición N° 02-2019-MP-FN-3FPCEVCMIGF-LN-1D – Carpeta Fiscal N° 
606078901-2020-194-0, en el caso de la denuncia penal interpuesta por Lisbet 




Violencia Económica o Patrimonial, respalda las respuestas de la pregunta 3, 
fundamentando que la Ley 30364 no ha establecido un tipo penal para esta 
violencia, por cuanto le da una calidad de atípica y no permite que la calificación se 
realice de manera objetiva, esto porque la ley penal es taxativa por el principio de 
legalidad, por lo cual los fiscales no formulan acusación y disponen el archivamiento 
definitivo, siendo que ello, representa la mayor dificultad en cuanto a la calificación 
de las denuncias por violencia económica en el ámbito penal.  
Concuerdo con lo referido en los documentos analizados, ya que, el propósito 
que deben de tener todos los Estados suscritos es la eliminación de todo tipo de 
violencia hacia la mujer, para ello deben establecer políticas y mecanismos de 
protección efectivos y oportunos para las víctimas, aunque ello implique una 
sanción al agresor, algo que no sucede en nuestra legislación ya que como se ha 
evidenciado las denuncias penales en su mayoría son archivadas por la falta de un 
tipo penal que respalde el actuar de los fiscales respecto a la calificación objetiva 
de las denuncias, siendo esta una clara manifestación de que el modelo de 
intervención propuesto previsto en la Ley 30364 no armoniza con el modelo 
internacional, por cuanto, aunque busque una adecuada protección de la mujer, los 
mecanismos que ha implementado no surtirán los efectos esperados mientras no 
sean resueltas los vacíos secuenciales. 
En ese sentido, se infiere que los resultados obtenidos, antes descritos, resultan 
ser iguales a los trabajos previos, siendo que la revista indexada titulada “La 
violencia económica y patrimonial”, elaborada por Ponce, respalda las respuestas 
de la pregunta 1, al manifestar que la violencia económica no es una violencia que 
debería ser tomada como una conducta inofensiva, por cuanto la gravedad de esta 
se encuentra en la forma que el agresor la desarrolla en la víctima, afectando 
directamente su derecho a la subsistencia. En esa línea, la tesis titulada 
“Tratamiento jurídico de la violencia económica en la ley 30364 y su reglamento, en 
el juzgado de paz letrado civil de cerro colorado de Arequipa, durante los años 2016 
al 2017”, elaborada por Macedo, que respalda con su conclusión las respuestas de 
la pregunta 2, al considerar que la regulación es insuficiente para las víctimas de 
violencia económica, ya que, las medidas tutelares están supeditadas a las 




Asimismo, Placido a través de la revista indexada titulada “El control de 
convencionalidad del modelo de intervención contra la violencia de género de la ley 
30364”, respalda la respuesta de la pregunta 3, al manifestar, que el modelo de 
intervención viene ocasionando indefensión, en la medida que el fiscal penal no 
puede formalizar la denuncia penal por la falta del tipo penal por lo cual, la 
protección de las personas más vulnerables se ve menguado; en efecto, el autor 
indica que es sustancial que el modelo de intervención armonice con los estándares 
internacionales.  
Hay que tener en cuenta que, por mandato internacional, es obligación por parte 
de Estado crear o implementar, medidas, acciones, normas y políticas públicas que 
tengan por finalidad la protección efectiva de la mujer y demás sujetos pasivos de 
sufrir violencia, siendo que en razón de ello, es que nace el derecho a una vida libre 
de violencia, que aunque no se encuentra de forma explícita en nuestra Carta 
Magna, tiene un arraigo constitucional por su composición de derechos 
fundamentales, por cuanto debe estar contenida en todas las normas de las 
sociedades, como una principio solido de una sociedad moderna, siendo que en 
virtud de este se deben implementar medidas y políticas necesarias para lograr el 
objetivo, no siendo recomendable para ningún Estado alejarse u omitir este derecho 
a través de las normas que haya adoptado, un claro ejemplo de ello es el trabajado 
en esta investigación, que evidencia que el modelo no engrana en su totalidad con 
la violencia económica, por cuanto lo que debe buscar es armonizar con el modelo 
internacional para que con ello se logre garantizar el derecho a una vida libre de 
violencia hacia las mujeres.  
Por lo tanto, inferimos que el Estado si bien, se ha ocupado de implementar la 
violencia económica en la Ley 30364 para todos los casos de violencia familiar, no 
obstante, evidenciado que tal regulación resulta limitada e insuficiente por los 
vacíos que presenta en nuestra normativa jurídica nacional, siendo que el modelo 
existente no es suficiente o no es preciso para los casos de violencia económica, 
por cuanto, en la etapa sancionadora, no se puede aplicar una sanción para el 
agresor, debido a que, en la remisión que se hace a la instancia fiscal, propiamente 
el Ministerio Público, donde el fiscal debería de formular la denuncia, este se ve 




el Código Penal de esta conducta lesiva, que le permita identificar esta conducta y 
consecuentemente hacer la calificación objetiva en virtud de todos los medios 
probatorios presentados, ya que, la violencia económica es atípica, es decir, que 
no cuenta con un tipo penal en el Código Penal, y que en virtud del principio de 
legalidad, que advierte que nadie puede ser juzgado o sentenciado por una 
conducta que no se encuentra prevista en la ley, este vacío, afecta directamente a 
la víctima dejándola en un estado de indefensión, evidenciándose de esta forma 
que, el modelo de intervención previsto en la Ley 30364 no armoniza con el modelo 
internacional, esta problemática  desampara a la mujer, y no garantizando su 
derecho a una vida libre de violencia, derecho que cuenta con arraigo 
constitucional, por el contenido de derechos fundamentales que reúne en sí, siendo 
que de esa manera se vulnera su derecho fundamental a la subsistencia.  
Después de haber justificado nuestro supuesto general y conseguido nuestro 
objetivo general, es momento de emprender con la discusión correspondiente al 
objetivo específico 1: “Determinar si el supuesto típico de la limitación o control 
de los ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, 
trasgrede el derecho de igualdad de género”, de la siguiente forma: 
En cuanto a la normativa legal de la violencia económica relacionada a la 
garantía del derecho a la igualdad de género, se desprende de los entrevistados 
Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, Alegría, Saavedra y Borda, 
consideran que el derecho a la igualdad es un derecho fundamental del cual debe 
de gozar toda persona, y que no debe ejercerse en función del sexo, ya que, esta 
condición natural como lo es el sexo de la persona, no puede determinar los 
derechos, oportunidades y responsabilidades que deben de tener en su vida, por lo 
cual, la conducta que reprime la autonomía y poder de decisión respecto a los 
recursos económicos, es una manifestación clara de opresión contra la mujer, que 
vulnera su derecho a la igualdad de género, ya que, pone a la mujer en una 
desventaja de desarrollo en la sociedad. 
Asimismo, respecto a la dificultad en la calificación de las denuncias penales 
por falta de lesiones físicas o psicológicas, Pineda, Marcos, Girón, Hernández, 
Gutiérrez, Alegría, Saavedra y Borda, agregan que, cuando esta conducta lesiva es 




víctima no influyen en la calificación de las denuncias, por cuanto las diligencias 
establecidas en el modelo de intervención, para los casos de violencia intrafamiliar 
son eficientes para acreditar la violencia física o psicológica, pero no en los casos 
de violencia económica, debido a que estas diligencias no pueden advertir un 
cuadro de desnutrición y vulnerabilidad provocado por esta conducta lesiva, por 
cuanto su naturaleza y forma de dañar o causar un menoscabo en la mujer es 
totalmente diferente a un daño psicológico y menos a un daño físico. Marcos y 
Pineda, refieren que de advertirse un cuadro de violencia física o psicológica que 
acompañen a la violencia económica, no deberían de relacionarse entre sí, sino por 
el contrario, deberían de ser considerados como agravantes, por cuanto producen 
otro tipo de daño o menoscabo en la mujer. 
Por otro lado, respecto a la necesidad de implementar diligencias exclusivas 
para la violencia económica, los entrevistados Pineda, Marcos, Girón, Hernández, 
Gutiérrez, Alegría, Saavedra y Borda, consideran que si es necesario que se 
implementen diligencias para la acreditación de la violencia económica, que 
fundamentalmente se deben de advertir en las declaraciones de la víctima pero que 
en virtud de los artículos 334° y 336° del Código Procesal Penal, no solo se requiere 
una imputación hacia el agresor, sino que este debe ser acompañado de los medios 
probatorios necesarios para que aquel indicio se transforme en prueba indubitable 
de una agresión económica, pero en el caso de la violencia económica es difícil 
poder alcanzar esos medios probatorios requeridos, porque las diligencias 
establecidas para los casos de violencia familiar, no se ajustan a este tipo. 
Concuerdo con los entrevistados en que el supuesto típico de la violencia 
económica es una clara manifestación de vulneración al derecho de igualdad de 
género, por cuanto la conducta lesiva que desarrolla el agresor en la mujer no le 
permite adquirir su autonomía económica y decisión sobre los recursos economicos 
dirigidos a satisfacer sus necesidades, aun cuando estos recursos hayan sido 
adquiridos por ella. Asimismo, coincido con los mismos, en que, cuando estas 
conductas son denunciadas, no son fáciles de acreditar por la víctima que solo 
puede denunciar en base a su declaración, pero que por la taxatividad de la norma 
penal, obliga a que esta imputación se acompañe con documentos probatorios que 




presencia o no de lesiones físicas o psicológicas no van a afectar mucho la 
calificación objetiva en primera porque la violencia económica es atípica, y en 
segundo lugar porque las diligencias establecidas no ayudan a la acreditación de 
tal afectación, siendo necesario la incorporación de otras diligencias que permitan 
advertir un cuadro de desnutrición o vulneración provocado por la violencia 
económica, que consecuentemente separe a estas conductas y no las relacione 
como consecuencia de una a otra, sino que de advertirse violencia física o 
psicológica sean consideradas como agravantes. 
Lo manifestado por los entrevistados, se sostiene en nuestro análisis 
documental, ya que, las respuestas de la pregunta 4 se ven respaldadas por el 
fundamento del Magistrado de la Sala Novena de Revisión de la Corte 
Constitucional, Dr. Luis Ernesto Vargas Silva, expuesta en la Sentencia T-012/16, 
pues, considera que la violencia de género también puede darse de forma 
económica y que esta situación se da cuando por la relación asimétrica que existe 
entre el hombre y la mujer, con el que se crea una dependencia económica hacia 
este, que mengua y daña el autoestima de la mujer, al considerarse un ser inferior 
al hombre.   
Asimismo, el Decreto Supremo Nº 002-2020-MIMP, que aprueba el plan 
estratégico multisectorial de igualdad de género de la política nacional de igualdad 
de género, elaborado por el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, 
respalda las respuestas de la misma pregunta, al concluir que ante la problemática 
social de discrepancia del ejercicio de derechos entre el hombre y la mujer, el 
Estado debe proporcionar los mecanismos necesarios en busca de la paridad del 
ejercicio de derechos entre el hombre y la mujer, considerando que la desigualdad 
desaparecería proporcionalmente cuando la mujer empiece a ejercer su autonomía 
económica, decidiendo y satisfaciendo con y por sus propios recursos sus 
necesidades sin depender del hombre.   
Concuerdo con los resultados del análisis documental ya que refieren que una 
de las formas de violencia hacia la mujer también puede darse bajo la modalidad 
económica, de igual forma con la referencia a la relación asimétrica entre el hombre 
y la mujer que hace la jurisprudencia colombiana, pues es aunque no la hace de 




mujer suele sea considerada como dependiente del hombre y  el como único 
proveedor de todos los recursos del hogar, tal fenómeno conlleva a que el hombre  
investido con su poder económico controle las decisiones y proyecto de vida de su 
pareja. Es por ello, que el Estado, tiene la obligación de planear estrategias sociales 
y legales a fin de lograr la paridad entre el hombre y la mujer, que es lo se evidencia 
a través del decreto supremo sujeto a análisis, con el cual concordamos, al 
manifestar que la única forma que tiene la mujer para lograr su independencia y 
autonomía económica, debe proveerse por sí misma sus recursos para sus 
necesidades y desarrollo, sin depender de otros. 
esto se justifica por la cultura machista y patriarcal que sobrevive en la sociedad, 
que reparte roles en el ámbito familiar, donde la mujer se ocupa de los quehaceres 
del hogar y los hijos y el hombre se desempeña como el único proveedor. Por ello 
es obligación del Estado la implementación de mecanismo y políticas que busquen 
la igualdad de género, ya que, este tipo de violencia vulnera el derecho a la igualdad 
de género.  
En ese sentido, acorde a los resultados derivados y alcanzados en la presente 
investigación, se desprende que resultan ser similares a lo establecido en los 
trabajos previos, por cuanto Córdova en su artículo científico denominado “La 
violencia económica y/o patrimonial contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar”, respalda las respuestas de la pregunta 5 y 6, pues considera que la 
violencia económica a diferencia de la violencia física y psicológica resulta más 
complicada de acreditar por no decir imposible, ya que, no existe certificado médico, 
ni pericia que indique tal afectación, sin tener que relacionarla con la violencia 
psicológica, aun cuando estas son totalmente distintas. Del mismo modo, Jacinto 
en su tesis titulada “Los delitos enmarcados en la violencia económica y patrimonial 
contra la mujer y los IGF”, respalda las respuestas de la pregunta 6 al concluir que 
importa y urge erradicar la violencia familiar de tipo económico y patrimonial, ya 
que, esta se viene agravando por el desconocimiento de las víctimas y operadores 
de justicia, por lo cual deben darse medidas inmediatas de prevención y 
concientización. Finalmente, Enríquez en su tesis titulada “La regulación de la 
violencia económica como nueva modalidad de maltrato en los procesos de 




económica requiere de una protección especial por cuanto se infiere que deben 
tenerse en cuenta la aplicación de mecanismos idóneos que permitan la 
acreditación de esta violencia. 
Coincidimos con los autores citados en que la violencia económica es mucho 
más difícil de acreditar que los otros tipos de violencia, por cuanto su dificultad se 
advierte porque no existen a la fecha certificado o pericia que permita o facilite una 
afectación provocada por esta violencia. En esa línea, es factible advertir que las 
pericias y diligencias para los casos de violencia familiar han sido previstas, para 
los casos de violencia psicológica y física que cuentan con un respaldo penal, 
dejando en desamparo a la violencia económica, que por su naturaleza no se puede 
evidenciar una afectación con tales herramientas. Asimismo, concordamos en que 
la violencia económica requiere de una protección especial pro cuanto se deben 
tener en cuenta las herramientas idóneas para estos casos, cuya naturaleza y 
forma de desarrollo es diferente a los otros tipos de violencia. 
En consecuencia, la normativa jurídica legal de la violencia económica, a través 
de sus normas vigentes, no garantiza de forma íntegra el principio de igualdad de 
género sobre todo en el ámbito privado, puesto que dichas figuran no tratan ni 
plasman los mecanismos necesarios para la erradicación de la violencia económica 
en la modalidad de limitación y control de los ingresos y egresos económicos, ya 
que, no ha proporcionado las diligencias adecuadas y necesarias para advertir un 
cuadro de desnutrición o vulneración provocado por esta, aun cuando esta 
problemática vulnera un derecho fundamental como es la igualdad, entendido 
desde una perspectiva de género, donde el hombre controla no solo los recursos 
económicos provistos por el sino también el de la mujer, porque indirectamente 
controla su autonomía económica y su proyecto de vida. En ese sentido, cuando 
las víctimas se dan cuenta de la situación en la que se encuentran y deciden hacer 
la denuncia correspondiente, sucede dos cosas, la primera de ellas como se viene 
explicando la calificación no va a prosperar a falta de un respaldo penal y las 
denuncias por consiguiente se archivaran; lo segundo es que sin perjuicio del 
primero, a la fecha no existen mecanismos integrales que permitan acreditar esta 
conducta, ya que, solo se han previsto protocolos, pericias y diligencias que sirven 




víctimas que denuncias estas conductas lesivas, que no podrán de forma alguna 
más que con su declaración advertir una afectación provocada por esta, siendo que 
por la taxatividad de la normal penal, la sindicación no es suficiente, por lo que, la 
víctima además, de la simple declaración deberá reunir los medios probatorios 
necesarios para demostrar una afectación por violencia económica, cosa que es 
imposible de acreditar por que el legislador ha obviado esta problemática. 
Posteriormente de haber justificado nuestro objetivo específico 1 y conseguido 
alcanzar nuestro supuesto conveniente, es momento de comenzar con la discusión 
correspondiente al objetivo específico 2: “Precisar si el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer”. 
Sobre el incumplimiento de las obligaciones alimentarias y su relación con el 
derecho a la no discriminación, cabe mencionar que los entrevistados Pineda, 
Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, Alegría, Saavedra y Borda, refieren que se 
podría considerar que el incumplimiento de la pensión de alimentos sí vulnera el 
derecho a la no discriminación, pues menoscaba el derecho económico de la mujer 
obstruyéndolo y perjudicándolo. En ese sentido, refieren, además, que la no 
discriminación tiene un arraigo de derecho constitucional por tanto como derecho 
fundamental que es y según la Ley 30364, no deberían de presentarse exclusiones, 
distinciones o restricciones basadas en el sexo de la persona, por ello las mujeres 
que están obligadas a asumir sola la manutención del menor de edad, sufren una 
exclusión y restricción de su proyecto de vida. 
Asimismo, sobre los criterios nacionales aplicados para los casos de 
incumplimiento de las obligaciones alimentarias, Alegría, Saavedra y Borda, 
agregan que las denuncias que se presentan por estos casos, son adecuadas al 
delito de omisión a la asistencia familiar ya que, este si cuenta con un tipo penal a 
diferencia de la violencia económica y derivadas a las fiscalías correspondientes, 
en la que se emplean los criterios señalados en el artículo 149° del Código Penal, 
por cuanto esta adecuación, genera la pérdida del enfoque de género previsto en 
la Ley 30364, el cual se debería de utilizar en todos los casos de violencia hacia la 




Por otro lado, respecto a que si en este supuesto de inasistencia de alimentos, 
se aplica el enfoque de género, Alegría, Saavedra y Borda, manifiestan que esta 
realidad sucede en todas las modalidades de la violencia económica, no solo en el 
tema del incumplimiento de las obligaciones alimentarias, ya que, muchas de las 
denuncias que se presentan por violencia económica o patrimonial se adecuan a 
delitos que cuentan con un tipo penal, como por ejemplo los delitos de daños, 
discriminación, etc., delitos en los cuales no es posible aplicar el enfoque de género 
por su propia naturaleza. 
Concuerdo con los entrevistados, ya que, el tema del incumplimiento de los 
alimentos no afecta solamente al menor sino también a la madre, pues se ve 
obligada a asumir sola la carga económica, por cuanto considero que es una clara 
manifestación de discriminación hacia la mujer, porque el hombre sin dificultad 
alguna podrá realizar sus proyectos, mientras que la mujer tendrá obstruido estos 
planes. Asimismo, coincido con los mismos, en que, cuando estas conductas son 
denunciadas, al no existir un respaldo legal, son adecuadas al tipo penal o delito de 
omisión a la asistencia familiar, en donde se aplicaran los criterios propios del delito 
de omisión, y estos solo versaran sobre las necesidades del menor, dejando en 
desamparo las injusticias de todo el tiempo que duraron las desatenciones del 
padre, y que ella tuvo que asumir sola, viendo vulnerado su derecho económico y 
su proyecto de vida. Aunado a ello, la falta de aplicación de un enfoque de género 
en este tipo de violencia, refuerza la condición de vulnerabilidad en la que se 
encuentra la mujer en estos casos de violencia económica, pues a pesar de su 
arraigo de derecho fundamental, los legisladores y operadores de justicia no vienen 
aplicando tal enfoque, en ninguna de las modalidades de violencia económica, lo 
cual resulta perjudicial para la mujer y su derecho a la no discriminación. 
Lo expuesto por los entrevistados se sustenta en el análisis documental de la 
“Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer CEDAW”, artículo 16° respalda las respuestas de la pregunta 7, al inferir que 
es un acto de discriminación contra la mujer el incumplimiento de los alimentos, ya 
sea dentro o fuera del matrimonio, haciendo alusión que el termino fuera del 




donde la discriminación se desarrolla con la evasión del varón de prestar alimentos, 
dejando a la mujer toda la carga económica para la subsistencia del hijo. 
Asimismo, el “fundamento del Magistrado Pablo C. Casas, sobre sentencia 
emitida por el Juzgado de 1ra Instancia en lo Penal Contravencional y de Faltas N° 
10 Secretaría Única”, respalda las respuestas de la misma pregunta, al hacer 
referencia que en los casos de incumplimiento de los alimentos además, de verse 
perjudicado el menor, la mujer también se ve lesionada, ya que esta se priva como 
mujer autónoma de diseñar y decidir libremente su plan de vida sin las limitaciones 
económicas, esto porque tendrá que padecer económicamente para garantizar la 
subsistencia del menor. 
Coincido con los documentos analizados, ya que como se evidencia la 
discriminación no es una vulneración que se desarrolle únicamente en el ámbito 
público, sino que también puede desarrollarse en el ámbito privado, cuando existen 
formas de exclusión, distinción y obstrucción de los derechos, en este caso bajo un 
enfoque de género, donde la mujer padece de estas vulneraciones, ahora bien, de 
acuerdo a las normas internacionales, el incumplimiento de los alimentos es 
discriminación ya sea que este se realice dentro o fuera del matrimonio, y así lo 
entiende también la jurisprudencia argentina cuando refiere que la mujer también 
se ve afectada con la conducta omisora del hombre, por cuanto ve obstruido sus 
derechos económicos, autonomía económica y proyecto de vida. 
En ese sentido, según los resultados conseguidos y recogidos en los trabajos 
previos, se desglosa que guardan relación con lo manifestado en el artículo 
científico titulado “La violencia económica y patrimonial”, elaborado por Ponce, el 
cual respalda las respuestas de la pregunta 7, al considerar que, en la evasión de 
los alimentos, la mujer se ve obligada a recurrir a la ex pareja para que este le 
prevea los alimentos, siendo agredida por este. Asimismo el artículo científico 
titulado “Reflexiones sobre los alimentos provisorios en el procedimiento de 
violencia familiar”, elaborado por Ortiz, respalda las respuestas de la pregunta 8, 
concluyendo que cuando se aborda el tema del incumplimiento de alimentos en 
relación a la violencia económica se debe tomar en cuenta la continuidad, el acto 
deliberado y la intencionalidad, los mismos que enmarcan en el universo de criterios 




los derechos de la mujer, ello porque el Estado no genera políticas y mecanismos 
jurídicos integrales y efectivos para que las mujeres no sean discriminadas. 
Finalmente, Medina en su artículo titulado “Juzgar con perspectiva de género”, 
respalda las respuestas de la pregunta 9, manifestando que la única forma de 
alcanzar que las disposiciones normativas se sinteticen en resultados justos, para 
las mujeres que recurren a la justicia a solucionar los problemas de violencia por 
discriminación por el hecho de ser mujer, es la aplicación del enfoque de género de 
manera íntegra, ya que, la realidad muestra un aspecto negativo, respecto a esta 
figura, cuya omisión deja en estado de indefensión a la mujer. 
Concuerdo con los autores citados, ya que, en esta modalidad de violencia 
económica, de forma indirecta el hombre continúa ejerciendo una dependencia 
económica sobre la mujer, por cuanto esta omisión obliga a la víctima a recurrir a 
su agresor para solicitarle los alimentos, aun cuando es de carácter obligatorio que 
este los provea. En ese sentido, cuando esta conducta es denunciada, la 
inexistencia de un respaldo legal obliga a los fiscales a encuadrarla al delito de 
omisión a la asistencia familiar, donde se aplican criterios correspondientes a este 
tipo de delito que excluye por su naturaleza misma todo enfoque de género que 
busque una protección adecuada de la mujer, por cuanto la única forma de alcanzar 
los ideales de una sociedad moderna y justa para las mujeres que recurren a la 
justicia es la aplicación del enfoque de género, panorama que no se advierte en 
nuestra legislación y jurisprudencia al respecto de la violencia económica. 
Por lo tanto, el Estado no ha adoptado políticas ni mecanismos jurídicos que 
valgan como herramientas para garantizar la exclusión de toda clase de 
discriminación hacia las mujeres aun cuando el derecho a la no discriminación 
posea un arraigo de derecho fundamental, lo cierto es que en los temas de 
incumplimiento de los alimentos, a la fecha no se ha procurado establecer criterios 
para los mismos, a pesar este es una de las conductas más recurrentes y 
denunciadas por las víctimas, en ese sentido cabe advertir que lo que se aplica en 
su lugar, por el encuadre mismo que le da el fiscal por la urgencia o importancia de 
proteger al menor y en virtud del principio superior del niño es la adecuación al tipo 
penal de omisión a la asistencia familiar, aplicándose los criterios propios de este 




operadores de justicia no poseen el conocimiento necesario para la aplicación de 
tal enfoque. En ese sentido, tal omisión muestra un panorama desolador para las 
víctimas que recurren a la justicia a fin de verse protegidas conjuntamente con los 
menores, ya que, como se ha evidenciado, tal conducta vulnera, su integridad como 
persona, sus derechos económicos, su autonomía económica, su proyecto de vida 
y sobre todo su subsistencia, ya que dejara de lado su propio ser para atender las 
necesidades del menor, aun cuando esta obligación sea de ambos padres. 
Finalmente, después de haber justificado nuestro objetivo específico 2 y 
conseguido alcanzar nuestro supuesto conveniente, es prudente la discusión 
correspondiente a la pregunta adicional: ¿Considera usted, que la violencia 
económica requiere de una tipificación en el Código Penal? 
Sobre la pregunta adicional, cabe mencionar que los entrevistados Marcos, 
Pineda, Girón, Hernández, Gutiérrez, Alegría, Saavedra y Borda, coligen que si es 
necesario que la violencia económica sea tipificada en el Código Penal, porque la 
a pesar de tener un respaldo legal en la Ley 30364 esta solo es de naturaleza 
tutelar, con la cual las víctimas solo son amparadas con medidas cautelares y de 
protección, a diferencia de los demás tipos de violencia; en tal sentido se hace 
necesario incorporar al Código penal el tipo penal específico de violencia 
económica, que difiera con sus elementos objetivos de los delitos que 
recurrentemente son enmarcados. Asimismo, refieren que el tipo penal que la 
contenga debe contemplar todas las modalidades que ha normado la Ley 30364 y 
su Reglamento, sin mayores requisitos que los expuestos en dichas normas. 
Coincido con los entrevistados, ya que considero también que es necesario la 
tipificación de la violencia económica en el Código Penal, porque como se ha 
evidenciado a lo largo de la investigación los diferentes vacíos que presenta su 
regulación que dejan a la mujer en un estado de indefensión, tiene un origen, que 
es la falta de un tipo penal que respalde las denuncias por violencia económica que 
por la problemática existente suelen ser desestimadas en sede fiscal y archivadas 
sin que las víctimas puedan acceder a la justicia en busca de una garantía de su 




En ese sentido, según los resultados conseguidos y recogidos en los trabajos 
previos, se desglosa que guardan relación con lo manifestado, ya que, Maldonado, 
Erazo, Pozo y Narváez, en su artículo científico titulado “Violencia económica y 
patrimonial. Acceso a una vida libre de violencia a las mujeres”, respaldan las 
respuestas de la pregunta adicional o número 10, al plantear que existe una 
ausencia de amparo a la violencia económica que padecen las mujeres, por lo cual 
consideran que es necesario una reforma al Código Orgánico Integral Penal que 
tenga como propósito la protección de los derechos de la mujer, aunado a ello, 
Ponce en su artículo científico “La violencia económica y patrimonial”, respalda la 
misma al considerar que el abuso económico no es inofensivo, porque vulnera el 
derecho esencial a la subsistencia de la mujer y por ende su derecho a una vida 
libre de violencia. Del mismo modo que, Quezada en su tesis “Necesidad de incluir 
dentro de las clases de violencia intrafamiliar en el código orgánico integral penal, 
a la violencia patrimonial – violencia económica como tipo penal”, concluyendo que, 
las víctimas de violencia económica y patrimonial se encuentran en indefensión 
porque no tienen un respaldo legal para denunciar este tipo de violencia, siendo 
que esto viola sus derechos fundamentales. Y, por último, Alamada, Corral y 
Navarrete, en su artículo “La violencia económica como una forma de violencia 
intrafamiliar en el Estado de Sonora”, refieren que el incluir la violencia económica 
dentro de la legislación penal ayudaría a una protección adecuada de este tipo de 
violencia para con las víctimas, siendo que es el Estado quien debería observar 
este tema.  
Finalmente, coincido con los autores citados, primero porque resultaría un error 
considerar que la violencia económica es inofensiva, ya que, como se ha 
evidenciado a lo largo de la investigación esta vulnera una serie de derechos siendo 
el más importante el derecho a la subsistencia de la mujer. Aunado a ello como 
refieren los autores la inclusión de la violencia en la norma penal, ayudaría a que 
se protejan de una forma oportuna y eficaz a la mujer, permitiendo en primer lugar 
la formulación de la denuncia penal, la inclusión de nuevas diligencias, protocolos 
y pericias que sirvan como herramientas para la acreditación de esta conducta y 






PRIMERO: Que, la regulación de la violencia económica no garantiza el derecho a 
una vida libre de violencia de las mujeres, debido a que, la Ley 30364 es limitada e 
insuficiente en relación a la violencia económica, ya que su regulación ha omitido 
darle un respaldo legal en el Código Penal, generando una dificultad en la 
calificación de la denuncia penal, lo que conlleva a que el modelo de intervención 
presente en esta ley, solo establezca una protección de naturaleza tutelar y no 
sancionatoria, por cuanto su eficacia se remite a medidas cautelares y de 
protección, porque esta violencia no ha sido considerada ni como delito ni como 
falta, dejando en indefensión el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, 
por cuanto no les permite cerrar el círculo de violencia. 
SEGUNDO: Que, la regulación de la violencia económica en la modalidad típica de 
la limitación o control de los ingresos económicos destinados a satisfacer sus 
necesidades si transgrede el derecho a la igualdad de la mujer porque no permite 
a la mujer ejercer la autonomía económica que necesita para gozar de sus 
derechos económicos en el ámbito privado, apreciándose además, que esta 
conducta lesiva que causa un menoscabo económico en las víctimas, es difícil de 
acreditar a diferencia de las demás violencias previstas, situación que se evidencia 
en las diligencias establecidas en el modelo de intervención las cuales son 
eficientes para advertir un cuadro de violencia física o psicológica pero no para 
advertir un cuadro de desnutrición o vulnerabilidad provocada por violencia 
económica, en cualquiera de sus modalidades. 
TERCERO: Que, la regulación de la violencia económica en el supuesto de la 
evasión de las obligaciones alimentarias si trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer, porque no permite a la mujer plantearse un proyecto de 
vida y desarrollo personal, al menoscabar sus derechos económicos obligándola a  
asumir sola la subsistencia del hijo en común, apreciándose además, que en esta 
modalidad, no es posible la aplicación del enfoque de género en la calificación de 
las denuncias que se presentan en el Ministerio Público, debido a que este enfoque 
se pierde al adecuar esta modalidad al tipo penal de omisión a la asistencia familiar, 
que posee otra naturaleza y aplica criterios que dejan en indefensión a las víctima 





PRIMERO: Al Poder Legislativo presente una iniciativa legislativa de reforma legal 
y su consiguiente debate y aprobación, sobre la inserción de la violencia económica 
en el Código Penal, cuyo apartado normativo contenga lo establecido en el artículo 
8° inciso d) de la Ley 30364 y sus modificatorias respecto a la violencia económica, 
especificando además los elementos objetivos del tipo penal, el sujeto activo debe 
ser quien se halle o hubiere estado ligado por relación de consanguinidad, afinidad, 
cónyuges, ex cónyuges, convivientes en unión de hecho estable, ex conviviente en 
unión de hecho estable, novios, ex novios, relación de afectividad; sujeto pasivo la 
mujer por su condición de tal, los integrantes del grupo familiar y personas 
vulnerables; el verbo recto, el descrito en la Ley 30364 y modificatorias, y el bien 
jurídico protegido, debe ser la subsistencia de la mujer, los integrantes del grupo 
familiar y personas vulnerables. 
SEGUNDO: Al Poder Legislativo presente una iniciativa legislativa de reforma legal 
y su consiguiente debate y aprobación, sobre las diligencias a seguir en los casos 
de violencia económica, estableciendo un protocolo de pericia psicológica y 
examen de reconocimiento médico legal especiales, declaraciones de testigos, 
inspección domiciliaria, un acta de declaración preliminar in situ, entre otros que 
hagan advertir un cuadro de desnutrición y vulneración a razón o consecuencia de 
la violencia económica, para que el Ministerio Público pueda tener las herramientas 
necesarias para generarse indicios razonables y aperturar una investigación o más 
aún proseguir una investigación formalizándola o acusando, consiguiendo con ello 
que exista una normativa legal que garantice de forma íntegra el derecho a la 
igualdad de género. 
TERCERO: Al Poder Legislativo, presente una iniciativa legislativa de reforma legal 
y su consiguiente debate y aprobación, que instituya los lineamientos para una 
política pública y jurídica en el marco integral para la aplicación de un enfoque de 
género en todas las políticas públicas del Estado y operadores de justicia, que 
sirvan como instrumento para garantizar la exclusión de toda clase de 
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Yo LUIS DANIEL ADAUTO AGUIRRE, estudiante de la Facultad de 
Derecho y Humanidades, Escuela Profesional de Derecho de la 
Universidad César Vallejo, filial Lima Norte - Los Olivos, declaro bajo 
juramento que todos los datos e información que acompañan al Informe de 
Investigación titulado “La regulación de la violencia económica contra 
la mujer frente al derecho a una vida libre de violencia, Lima 2019” son: 
1. De mi autoría. 
2. El presente Proyecto de Investigación no ha sido plagiado ni total, ni 
parcialmente. 
3. El Proyecto de Investigación no ha sido publicado ni presentado 
anteriormente. 
4. Los resultados presentados en el presente Proyecto de Investigación, 
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AMBITO TEMATICO: Ley 30364 y delitos contra la vida, el cuerpo y la salud 
TÍTULO 
La regulación de la violencia económica contra la mujer frente al derecho a 
una vida libre de violencia, Lima 2019 
 PROBLEMAS  
Problema General ¿De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a 
una vida libre de violencia? 
Problema Específico 1 ¿En qué medida, el supuesto típico de la limitación 
o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede 
el derecho de igualdad de género? 
Problema Específico 2 ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, 
trasgrede el derecho de no discriminación de la 
mujer? 
OBJETIVOS 
Objetivo General Analizar si la regulación de la violencia, garantiza 
el derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencia. 
FACULTAD DE DERECHO 







Determinar si el supuesto típico de la limitación o 
control de los ingresos económicos destinados a 
sus necesidades, trasgrede el principio de 
igualdad de la mujer. 
Objetivo 
Específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, 
trasgrede el principio de no discriminación de la 
mujer. 
SUPUESTOS 
Supuesto General La regulación de la violencia económica contra la 
mujer no ha garantizado el derecho a una vida libre 
de violencia, por lo que el legislador debió, 
establecer un apartado normativo independiente, 
ya que esta violencia no ha sido considerada ni 
delito ni falta, lo que ha generado una dificultad en 
el Ministerio Público, al momento de la calificación 
de la denuncia penal, por lo que ha falta de un tipo 
penal que permita la identificación de la violencia, 
las denuncias no han venido prosperando y las 
medidas de protección otorgadas a las víctimas 
han perdido vigencia, dejando a la mujer en un 
estado de indefensión.  
 
Supuesto Específico 1 
El supuesto típico de limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a sus 
necesidades contra la mujer ha vulnerado el 
principio de igualdad, por lo que el legislador debió 
establecer las diligencias necesarias que permitan 
la acreditación de esta violencia que es muy sutil 
e imperceptible a diferencia de los otros tipos de 
violencia, a fin de que no tengan que estar 
vinculadas a una afectación física o psicológica 
para proceder penalmente y la mujer no se vea en 
 
 
un estado de indefensión al momento de 





Supuesto Específico 2 
El supuesto típico de evasión del cumplimiento de 
sus obligaciones alimentarias contra la mujer ha 
vulnerado el principio de no discriminación, de 
modo que el legislador debió establecer 
parámetros a fin de identificar este supuesto típico, 
tratándose de una conducta que, además, de 
generar un daño en el menor de edad al privarlo 
de los alimentos, genera un grave perjuicio 
económico en la mujer, dejándose de lado la 
aplicación de un enfoque de género que busque la 
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ingresos económicos destinados a sus 
necesidades.  
Subcategorías 2: Evasión del cumplimiento de las 
obligaciones alimentarias. 
Categoría 2: Derecho a una vida libre de 
violencia 
Subcategorías 1: Derecho de igualdad de 
género. 
Subcategorías 2: Derecho a la no discriminación. 
MÉTODOLOGIA 
 
Diseño de investigación 
Enfoque: Cualitativo 
Tipo de investigación: Básica 
 
 
Nivel de la investigación: Descriptivo 
Diseño: Teoría Fundamentada 
 
Método de muestreo 
Escenario de Estudios: El Ministerio Público de 
Lima Norte (Fiscalías Especializadas y 
Provinciales) y un Estudio Jurídico de Los Olivos. 
Participantes: 07 Fiscales de Lima Norte y 03 
abogados especialistas en Derecho Penal. 
Muestra: No probabilísticas 
Tipo: De expertos 
Orientados por conveniencia 
Plan de análisis y 
trayectoria metodológica 
Técnica e instrumento de recolección de 
datos 
Técnica: Entrevista y análisis de documentos 
Instrumento: Guía de entrevista y guía de 
análisis documental (Convenciones 
internacionales, Decretos Supremos, 
Disposiciones fiscales y Sentencias). 
Análisis cualitativo de 
datos 
Análisis sistemático, hermenéutico, analítico, 





ANEXO 4.- INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
GUIA DE ENTREVISTA 
(Magistrados y especialistas en derecho) 
Título: La regulación de la violencia económica contra la mujer frente al derecho           
a una vida libre de violencia, Lima 2019. 
Entrevistado/a:  







1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la 








2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia. 
 
 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la 








3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 













4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra 
la mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, 
trasgrede el derecho de igualdad de género. 
 
 
económicos destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, 







5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una 
dificultad en la calificación de las denuncias penales por violencia 







6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de 
lo expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y 
las declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para 

















7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿ En qué medida, el supuesto típico de 
evasión del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el 







8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para 
que se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de 






Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 







9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de 








10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere 





















ANEXO 5.- VALIDACIÓN DE INSTRUMENTO 
I DATOS GENERALES  
1.1 Apellidos y Nombres: Dr. Santisteban Llontop Pedro   
1.2 Cargo e institución donde labora: Docente UCV. 
1.3 Nombre del instrumento motivo de evaluación: Guía de Entrevista 
   1.4 Autor de Instrumento: Adauto Aguirre Luis Daniel 
 
II. ASPECTOS DE VALIDACIÓN 
CRITERIOS INDICADORES 
No cumple con su 
aplicación  
Cumple en 
parte con su 
aplicación  
Si cumple con su 
aplicación  
40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 
1. CLARIDAD  
Esta formulado con lenguaje 
apropiado.  
           ✔  
2. OBJETIVIDAD  
Se expresar la realidad como es, indica 
cualidad de objetivo y la adecuación al 
objeto investigado 
           ✔  
3. ACTUALIDAD 
Esta de acorde a los aportes recientes 
al derecho.  
           ✔  
4. ORGANIZACIÓN  
Existe una organización lógica.             ✔  
5. SUFICIENCIA  
Cumple con los aspectos 
metodológicos esenciales 
           ✔  
6. INTENCIONALIDAD  
Esta adecuado para valorar las 
Categorías.  
           ✔  
7. CONSISTENCIA  
Se respalda en fundamentos técnicos 
y/o científicos. 
           ✔  
8. COHERENCIA 
Existe coherencia entre los problemas, 
objetivos y supuestos, basado en los 
aspectos teóricos y científicos 
           ✔  
9. METODOLOGÍA  
El instrumento responde al objetivo de 
la Investigación: Tipo, diseño, 
categorías, escenario de estudios y 
participantes.  
           ✔  
10. PERTINENCIA  
El instrumento tiene sentido, enfrenta 
un problema crucial, está situado en 
una población en territorio, es 
interdisciplinaria, tiene relevancia 
global, y asume responsablemente las 
consecuencias de sus hallazgos. 
           ✔  
 
 
II. OPINIÓN DE APLICABILIDAD  
El Instrumento cumple con los Requisitos para su 
aplicación 
El Instrumento cumple en parte con los Requisitos 
para su aplicación  
 SI 








Lima, 14 de diciembre de 2020 
 
    
                                                                                                        
FIRMA DEL EXPERTO INFORMANTE 
Dr. Santisteban Llontop Pedro          
DNI No   09803311   Telf.: 983278657  





ANEXO 5.- VALIDACIÓN DE INSTRUMENTO 
I DATOS GENERALES  
1.2 Apellidos y Nombres: Dr. Elíseo Segundo Wenzel Miranda     
1.2 Cargo e institución donde labora: Docente UCV. 
1.3 Nombre del instrumento motivo de evaluación: Guía de Entrevista 
   1.4 Autor de Instrumento: Adauto Aguirre Luis Daniel 
 
II. ASPECTOS DE VALIDACIÓN 
CRITERIOS INDICADORES 
No cumple con su 
aplicación  
Cumple en 
parte con su 
aplicación  
Si cumple con su 
aplicación  
40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 
1. CLARIDAD  
Esta formulado con lenguaje 
apropiado.  
           ✔  
2. OBJETIVIDAD  
Se expresar la realidad como es, indica 
cualidad de objetivo y la adecuación al 
objeto investigado 
           ✔  
3. ACTUALIDAD 
Esta de acorde a los aportes recientes 
al derecho.  
           ✔  
4. ORGANIZACIÓN  
Existe una organización lógica.             ✔  
5. SUFICIENCIA  
Cumple con los aspectos 
metodológicos esenciales 
           ✔  
6. INTENCIONALIDAD  
Esta adecuado para valorar las 
Categorías.  
           ✔  
7. CONSISTENCIA  
Se respalda en fundamentos técnicos 
y/o científicos. 
           ✔  
8. COHERENCIA 
Existe coherencia entre los problemas, 
objetivos y supuestos, basado en los 
aspectos teóricos y científicos 
           ✔  
9. METODOLOGÍA  
El instrumento responde al objetivo de 
la Investigación: Tipo, diseño, 
categorías, escenario de estudios y 
participantes.  
           ✔  
10. PERTINENCIA  
El instrumento tiene sentido, enfrenta 
un problema crucial, está situado en 
una población en territorio, es 
interdisciplinaria, tiene relevancia 
global, y asume responsablemente las 
consecuencias de sus hallazgos. 
           ✔  
 
II. OPINIÓN DE APLICABILIDAD  
El Instrumento cumple con los Requisitos para su 
aplicación 
El Instrumento cumple en parte con los Requisitos 
para su aplicación  
 SI 
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ANEXO 4.- INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
GUIA DE ENTREVISTA 
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Título: La regulación de la violencia económica contra la mujer frente al derecho           
a una vida libre de violencia, Lima 2019. 
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1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
La normativa legal respecto a la violencia económica es incompleta y esto se debe 
por la limitación que le ha dado la Ley 30364, por lo que, debido a esta limitación, 
no se garantizan los derechos de la mujer, menos el de una vida libre de violencia. 
2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
No es eficaz, ya que en el Ministerio Público las denuncias no pueden progresar 
debido a que no existe un respaldo legal que permita la formulación. 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 
El problema esencial es que no tiene un respaldo legal y siendo que la normativa 
penal es taxativa y exige que las conductas para ser sancionadas deben contar con 





4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de 
las mujeres a una vida libre de violencia. 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 
mujer, trasgrede el derecho de igualdad de género. 
 
 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
La acción de privar la autonomía económica de por si es una vulneración de los 
derechos de cualquier persona, en especial atención a la mujer cuando se 
desarrolla en el ámbito familiar. 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
Ya se ha explicado que existe de por sí, una dificultad en el operador de justicia o 
titular de la acción penal, en este caso el Fiscal, en la calificación de las denuncias 
penales por violencia económica para encuadrarlas dentro de un tipo penal, por lo 
que la falta o presencia de lesiones físicas y psicológicas en la víctima no influye en 
forma determinante en la referida calificación. 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  
Las diligencias existentes para los casos de violencia familiar no son las adecuadas 
para advertir un menoscabo provocado por violencia económica, por lo que sería 







7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿ En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
En este caso la mujer asume la obligación que debe ser compartida con el hombre, 
por lo que esta conducta lesiva definitivamente es un acto de discriminación contra 
la mujer. 
8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
La ley 30364 e evitar cualquier tipo de exclusión, distinción o restricción basada en 
el sexo; es por ello el supuesto típico de evasión de cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, colisiona y atenta contra dicho principio, pues 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 




menoscaba el goce y derecho que tiene la mujer a las referidas obligaciones 
alimentarias. 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
A nivel nacional respecto a la violencia económica, no aplica el enfoque de género 
por cuanto las denuncias o son adecuadas o son archivadas. 
 
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal?   
Si, porque así esta violencia tendría un respaldo legal y el Ministerio Público no 
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1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
No solo sucede en el caso de la violencia económica, sucede en todos los casos de 




Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia. 
 
 
2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
No es eficaz, porque no se puede hacer una calificación objetiva de esta conducta 
lesiva porque no tiene un respaldo en el Código Penal. 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 
La violencia económica no cuenta con un tipo penal, y eso acarrea que las 






4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
La igualdad de género se rompe cuando el hombre limita el ejercicio de los 
derechos que le corresponden a la mujer en el hogar. 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
De ninguna manera, porque no se puede calificar la violencia por la falta de tipo 
penal, por lo que la falta de lesiones físicas o psicológicas no influyen en la 
calificación. 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  
Si son necesarios, porque las previstas para los casos de violencia familiar no 




Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 
mujer, trasgrede el derecho de igualdad de género. 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 
de la mujer. 
 
 
7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿ En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
La mujer se ve discriminada cuando ve menguado sus recursos económicos por 
asumir sola la obligación que debe ser compartida con el hombre. 
8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
No se han establecido criterios para el tipo de violencia económica, en la 
modalidad de inasistencia familiar. 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
Respecto a las denuncias de violencia económica en la modalidad de inasistencia 
familiar, no se puede aplicar el enfoque de género, porque no hay un tipo penal 
donde respaldarse. 
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal? 
Claro que sí, serviría de mucho para el trabajo que realiza el Ministerio Público en 
los casos de violencia económica.  
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1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
La regulación de la violencia económica al derecho a una vida libre de violencia; 
establecida principalmente en la Ley 30364 y diversas normas internacionales, que 
han proclamado y legislado dicho derecho, de ninguna manera garantiza que ello 
se cumpla, y el mejor ejemplo lo tenemos en los incesantes casos de violencia 
contra la mujer existentes en toda la República y en especial en el distrito fiscal de 
Lima Norte.  
2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
El modelo de intervención previsto por la Ley 30364 solo es eficaz en cuanto a las 
medidas cautelares y de protección, pero penalmente no hay sanción porque tal 
como ya se ha dicho, la violencia económica o patrimonial como tal no está 
normada como tipo penal en el Código Penal. 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 
Al recibirse la denuncia por violencia económica no es posible calificarla como tal 
dentro del contexto normativo del Código Penal por lo menos en las Fiscalías 
Provinciales Especializada en Violencia contra la Mujer y los Integrantes del Grupo 
Familiar, porque dichas conductas o supuestos típicos no son elementos objetivos 
de algún tipo penal, terminando muchas veces en el archivo definitivo, o también 
derivándose a la Fiscalía Penal correspondiente, cuando por las circunstancias de 
los hechos pudieran estar incursos en los delitos de omisión de asistencia familiar, 




Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia. 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 
mujer, trasgrede el derecho de igualdad de género. 
 
 
4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
El principio de igualdad de la mujer nace de la igualdad de género que es un 
principio jurídico universal, es decir igualdad de derechos, responsabilidades y 
oportunidades de las mujeres y los hombres, donde el sexo con el que hemos 
nacido nunca va a determinar dichos derechos, oportunidades y responsabilidades 
a lo largo de nuestra vida, por lo tanto, esa marginación a la mujer a la limitación y 
control de los ingresos económicos vulnera el principio de igualdad de la mujer. 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
Ya se ha explicado que existe de por sí, una dificultad en el operador de justicia o 
titular de la acción penal, en este caso el Fiscal, en la calificación de las denuncias 
penales por violencia económica para encuadrarlas dentro de un tipo penal, por lo 
que la falta o presencia de lesiones físicas y psicológicas en la víctima no influye en 
forma determinante en la referida calificación. 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  
Un cuadro de desnutrición económica va a ser advertido por las declaraciones 
obviamente, pero fundamentalmente por una pericia médico legal que se 
pronuncie sobre tal situación de desnutrición y vulnerabilidad, pero la pericia 
psicológica no va a servir micho para acreditar dicha condición. 
7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿ En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
El principio de la no discriminación a la mujer es un derecho fundamental obrante 
en la Declaración Universal de Derechos Humanos, el cual reconoce que toda 
persona nace libre y con iguales derechos y que no habrá distinción en derechos y 
libertades por cuestiones de sexo, por lo que está dirigido según la ley 30364 e 
evitar cualquier tipo de exclusión, distinción o restricción basada en el sexo; es por 
ello el supuesto típico de evasión de cumplimiento de sus obligaciones 
alimentarias, colisiona y atenta contra dicho principio, pues menoscaba el goce y 





8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 
de la mujer. 
 
 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
Los criterios serían:  
a) La obligación de cumplir con las obligaciones alimentarias, nacida de un 
mandato legal o de un supuesto de hecho. 
b) Las necesidades acreditadas por la víctima. 
c) La omisión por comisión, es decir omitir cumplir intencionalmente las 
obligaciones alimentarias.  
d) La resistencia del obligado a cumplir las obligaciones alimentarias, a pesar de los 
múltiples requerimientos de la beneficiaria. 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
La perspectiva de género se refiere a la metodología y los mecanismos que 
permiten identificar, cuestionar y valorar la discriminación, desigualdad y exclusión 
de las mujeres, la cual se pretende justificar con base en las diferencias biológicas 
entre mujeres y hombres; Justamente la ley 30364 como enfoque de género 
reconoce la existencia de circunstancias asimétricas en la relación entre hombres 
y mujeres, construidas sobre la base de las diferencias de género, las cuales son las 
causas  principales de la violencia hacia las mujeres, incluyendo la económica, por 
lo que al evadirse el cumplimiento de las obligaciones alimentarias se está 
discriminando a la mujer por su sexo. 
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal? 
Definitivamente sí, porque la violencia económica tiene un respaldo legal en la ley 
30364 pero solamente de naturaleza tutelar, es decir para expeditar y lograr las 
medidas de protección, a diferencia de los demás tipos de violencia; en tal sentido 
se hace necesario incorporar al Código penal el tipo penal específico de violencia 
económica, que difiera dentro de los elementos objetivos de los delitos de omisión 
a la asistencia familiar (en caso de obligaciones alimenticias), del delito de 
discriminación (en caso de limitaciones o restricciones en todo sentido, en la 
actividad laboral) y del delito contra el patrimonio (en caso de obligaciones reales 
y/o patrimoniales). 
Dicho tipo penal debe contemplar todas las modalidades que ha normado la ley 
30464 y su Reglamento, sin mayores requisitos que los expuestos en dichas 
normas. 






ANEXO 4.- INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
GUIA DE ENTREVISTA 
(Magistrados y especialistas en derecho) 
Título: La regulación de la violencia económica contra la mujer frente al derecho           
a una vida libre de violencia, Lima 2019. 
Entrevistado/a: DR. ROBER HERNÁNDEZ PAREDES  





1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
La violencia contra la mujer tiene diferentes tipos o formas de manifestarse, todas 
ellas si bien se refuerzan entre sí, generan un daño distinto en la mujer. En ese 
aspecto, cuando nos referimos a la violencia económica contra la mujer que se 
encuentra regulada en el artículo 8° de la Ley 30364, su regulación respecto del 
modelo de intervención propuesto en dicha ley, resulta ineficiente, ya que, si bien 
es efectivo respecto a la obtención de medidas de protección, cuando llega al plano 
penal presenta deficiencias como consecuencia de los vacíos legales en su 
regulación, puesto que como vemos este tipo de violencia carece de un tipo penal 
en el Código Penal, que no permite la formulación de las denuncias penales, como 
conclusión se tiene que las denuncias por violencia económica tienen una garantía 
virtual y no real, en ese sentido, no garantiza a las mujeres su derecho a una vida 
libre de violencia. 
2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
El modelo de intervención es eficaz respecto a los demás tipos de violencia 
contemplados en la Ley 30364, sin embargo respecto a la violencia económica o 
patrimonial resulta ineficiente ya que no establece la forma de la intervención por 
parte de los operadores de justicia al respecto del ámbito penal, constituyendo así 
como ya se mencionó una garantía virtual y no real, ya que por más que las 
denuncias se presenten con fundamentos firmes, la sola inexistencia de un tipo 
penal no les permite el acceso a la justicia, o si lo hace, se realiza en función de la 
adecuación de la denuncia penal, apoyándose en tipos delictivos como los delitos 
de discriminación o daños, perdiéndose toda perspectiva de género. 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 




falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 
Es evidente que las denuncias por violencia económica o patrimonial que se 
presentan en las fiscalías de violencia, tienen como problema fundamental la falta 
de un tipo penal en el Código Penal, esto repercute en la calificación de la denuncia 
ya que, al no contener un tipo penal no se pueden formalizar las denuncias, ya que, 
por el principio de legalidad es necesario que exista previo a una conducta un tipo 
penal “nullum crimen nulla poena sine previa lege” (No hay delito ni pena sin ley 
previa). Asimismo, otro problema que se presenta es acerca de la acreditación de 
la conducta, por lo que, el artículo 334° del Código Procesal Penal, concordante 
con el artículo 336° del mismo cuerpo normativo, inciso 4. Si no aparecen indicios 
reveladores de la existencia de un delito, no se pueden considerar delito, por 
cuanto no basta una imputación vaga, impersonalizada, genérica o imprecisa, 
siendo que, en la violencia económica a diferencia de la violencia psicológica o 
física, que se pueden acreditar con un certificado médico, la violencia económica 
resulta difícil de acreditar, esto conlleva a que las víctimas no puedan presentar 






4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
Para empezar todo acto de violencia de violencia genera una vulneración en el 
derecho a la igualdad de la mujer, ahora bien la limitación o control de los ingresos 
económicos de la mujer, entendida como aquella acción que busca obstruir o 
controlar la participación en el manejo de los ingresos o percepciones económicas 
destinados a la canasta familiar, esta conducta del agresor genera un daño a la 
autoestima de la mujer, porque no le permite tomar decisiones o manejar la 
economía del hogar, reforzando la dependencia económica que el agresor le ha 
establecido a la mujer. 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
Cuando hablamos de violencia contra la mujer esta tiene diferentes 
manifestaciones y/o formas que si bien se refuerzan entre sí, tienen diferentes 
formas de causar daño en la mujer, en ese sentido la violencia económica que 
tiende a causar un menoscabo en los recursos económicos de la mujer es diferente 
a la violencia psicológica que genera daños en la psiquis de la mujer, por lo que no 
puede considerarse a la violencia económica como un derivado de la violencia 
psicológica sino por el contrario la violencia psicológica debe ser tratada de un 
agravante de la violencia económica. No obstante, existe la mala práctica de 
vincular a la violencia económica como un tipo dependiente de la violencia 
psicológica, lo que genera una dificultad ya que de no presentarse esta, resulta 
difícil formular las denuncias, que se adecuarían a una por violencia psicológica 
regulada en el artículo 122-B del Código Penal. 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 
mujer, trasgrede el derecho de igualdad de género. 
 
 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  
La acreditación de la violencia económica de por si resulta difícil, por lo que, el 
artículo 334° del Código Procesal Penal, concordante con el artículo 336° del 
mismo cuerpo normativo, inciso 4. Establece que, si no aparecen indicios 
reveladores de la existencia de un delito, no se pueden considerar delito, por 
cuanto no basta una imputación vaga, impersonalizada, genérica o imprecisa, en 
el caso de la violencia económica a diferencia de la violencia psicológica o física, no 
se pueden acreditar con un certificado médico, esto conlleva a que las víctimas no 
puedan presentar una adecuada denuncia y que los fiscales no puedan realizar la 
adecuación. Por lo que si es necesario que se establezcan otro tipo de diligencias 







7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
Cuando hablamos de evasión de las obligaciones alimentarias, la relacionamos con 
el delito de omisión a la asistencia familiar, pero este delito que cuenta con una 
tipificación en el artículo 149° del Código Penal, solo contempla una protección de 
los hijos, dejando de lado una protección para la mujer, es quizás esta la 
manifestación de discriminación más notoria que existe respecto a este supuesto, 
el otro lado , nos ubica en el contexto, en el que el hombre al perder la 
dependencia económica que tenía sujeta a la mujer a su subordinación, continua 
con esta conducta ahora cuando habiendo hijos de por medio, le restringe a la 
mujer los recursos económicos para el hijo en común, obligándola en muchas 
situaciones a actos de discriminación. 
8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
Normalmente, los criterios que se usan, son los establecidos en el artículo 149° del 
Código Penal, conferidos en el delito de omisión a la asistencia familiar, el cual 
contiene sus elementos. Esta situación se da justamente por los vacíos que se 
presentan en la regulación de la violencia económica o patrimonial, que ha 
generado perjuicios en la mujer, quien se ve desprotegida ante esta violencia. 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 




cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
Como ya se mencionó en la pregunta anterior, la violencia económica o 
patrimonial en el supuesto de evasión de la obligaciones alimentarias, al ser 
tomada en cuenta bajo la visión del delito de omisión a la asistencia familiar, pierde 
toda perspectiva de género, lo mismo ocurre con los demás supuestos que se 
apoyan y/o adecuan en tipos penales distintos que no aplican la perspectiva de 
género, en ese sentido, se evidencia que no se aplica la perspectiva de género en 
la calificación de las denuncias de violencia económica o patrimonial. 
 
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal? 
Claro que sí, es urgente que el legislador considere esta problemática ya que no se 
está respetando los convenios suscritos por nuestro país, los mismos que obligan 
a los estados a adoptar medidas que busquen la erradicación, prevención y sanción 










ANEXO 4.- INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
GUIA DE ENTREVISTA 
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1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
La violencia económica que se ejerce contra la mujer, no tiene manera o forma de 
garantizar una vida libre de violencia, ya que, el soporte que debería haberle dado 
la Ley 30364 es incompleto por cuanto no tiene aplicación penal. 
 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 




2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
No es eficaz, porque la violencia económica no es posible de atención en el 
Ministerio Público porque no hay forma de darle persecución al delito ya que no 
cuenta con un respaldo, por ello solo se dictan medidas cautelares para la 
protección de las víctimas. 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 
Existe un solo problema que desencadena otros, siendo este que la violencia 
económica no cuenta con un respaldo legal en el Código Penal, que sirva de 






4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
Esta situación se da por la sumisión que tiene la mujer hacia el hombre, no 
obstante, esto no justifica que se trasgredan sus derechos, por cuanto el derecho 
a la igualdad que debe tener la mujer es violado cuando el hombre no le permite 
tener control de ellos, o controla los que ella ingresa al hogar. 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
Son violencias muy distintas por cuanto su comparación esta demás, lo que hace 
el fiscal no es tomar a esta como una sola, sino que, no existiendo manera de 
acreditar la violencia económica si esta se presenta con otros, que pueden ser 
acreditados en virtud de proteger a la mujer es que estas denuncias se formulan. 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 
mujer, trasgrede el derecho de igualdad de género. 
 
 
Yo creo que sí, porque como mencione antes es muy difícil que esta conducta se 
acredite, la única forma de advertir es a través de la declaración de la víctima, pero 






7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿ En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
Pienso que sí, porque si bien desampara al hijo, también genera un perjuicio en la 
mujer porque la obliga a asumir sola la subsistencia del menor, lo que implica que 
tenga que privarse de muchas cosas, como por ejemplo su desarrollo personal. 
8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
No existen aplicables para este tema, lo que si existe es la aplicación de criterios 
respecto al delito de omisión a la asistencia familiar, y aunque es un tema 
diferente, se adecua con el fin de no dejar desamparado al menor. 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
El hecho de no contar con un respaldo penal, no permite la aplicación de un 
enfoque de género, por cuanto es lamentable la situación, porque la Ley 30364 la 
demanda, pero por la limitación que tiene la violencia económica no es posible de 
atender en ese aspecto.  
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal? 
Evidentemente que sí, y además, debe contener todos las modalidades 








Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 
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1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
Personalmente considero que la Ley de Violencia contra la Mujer e integrantes del 
grupo familiar, ha venido generando una expectativa de la mujer para seguir 
siendo protegida sin EMPODERAR su condición, solo se sanciona al agresor y se le 
exige cumplimiento de algunas reglas de conducta, sin embargo, desde hace 
mucho tiempo el tema no es como se está abordando, la ley de violencia no 
debería sólo generar debilidad en la parte afectada, y además como ésta no tiene 
formas de sentir que puede avanzar y salir de esa relación por sí sola, reforma, 
regresa y soporta. La víctima debe entender que puede y debe salir de un entorno 
de violencia si ello no es lo que quiere, la violencia es como una droga mientras no 
aceptes que te está haciendo daño, seguirán en el mismo circulo, cualquier 
persona que vive en un hogar con violencia aprende a soportar y a vivir con ello y 
repite el circulo. Falta una cultura de desarrollo y control de emociones para las 
partes de un entorno familiar, sería muy costoso para el Estado, por eso no se hace, 
las personas no concurren a las terapias no se sienten obligadas y luego vuelven a 
lo mismo; el estudio de estos temas debería ir más allá de buscar penalizar todo 
problema que surge en el entorno familiar.  
2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
No tengo mucha experiencia específicamente con esto, pero considerando la 
experiencia vivida hace años con los temas de Violencia Familiar donde el 
problema se trataba con terapias y otras formas pues el núcleo de una sociedad es 
una familia y una denuncia penal solo se realizaba cuando el hecho realmente lo 
ameritaba, no ante el primer problema o desavenencia que pudiera ocurrir, pues 
el modelo actual genera demasiadas denuncias por hechos que posteriormente 
son abandonados por la misma denunciante, quien no aporta, no concurre a los 
exámenes y peor aún niega los hechos, creando un problemas de trabajo -horas 
hombre- por algo que no tiene futuro en un proceso penal. 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia. 
 
 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 
De los pocos casos que he podido conocer, se archivan, porque para calificar un 
delito es necesario que se ajuste a los elementos de convicción que exige el tipo 







4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
…El machismo y la falta de valoración que cada mujer tiene de sí misma es lo que 
genera esto, las mujeres viven creyendo que deben servir a los varones y cuando 
alguna se rebela a ello se encuentra con un “machista” que considera que la mujer 
no tiene voz ni voto, pero sí logra imponerse ante ese varón, surgen los problemas 
de Violencia intrafamiliar, considero que no se está educando como se debe 
respecto a las responsabilidades que se tienen luego que se forma una familia, 
incluso creo que la biblia tiene mucho que enseñar a los padres, hijos, y todos los 
miembros de la familia y sus responsabilidades, aportes y otros; es algo que las 
personas no aceptan y menos asumen. 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
…En el ámbito penal no sólo es lo que se dice, sino lo que se puede probar en juicio; 
no es posible calificar el supuesto de violencia económica, considerando que existe 
otro medio para reclamar un derecho económico.… 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  






Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 
mujer, trasgrede el derecho de igualdad de género. 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 






7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿ En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
…El problema surge desde el punto de vista en que se considera que la mujer es 
una dependiente económica de un varón o un proveedor. La discriminación no 
podría considerarla dentro de la evasión al cumplimiento de las obligaciones 
alimentarias. 
8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
…Existe como ya lo he dicho un tipo penal especifico en el Código Penal Peruano, 
y tiene sus elementos establecidos, que sí se ha incumplido una obligación se debe 
proceder conforme a ello…… 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
…Creo que esto no podría ser tal, porque esa evasión entiendo se da contra aquel 
que estaría en la obligación de generar la provisión.… 
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal? 












































ANEXO 4.- INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
GUIA DE ENTREVISTA 
(Magistrados y especialistas en derecho) 
Título: La regulación de la violencia económica contra la mujer frente al derecho           
a una vida libre de violencia, Lima 2019. 
Entrevistado/a: DAVID HERMÓGENES ALEGRÍA RIQUELME 





1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
A pesar de que la Ley 30364 es amplia, no puede garantizar en su totalidad los 
derechos de las mujeres, peor aún en el derecho a una vida libre de violencia, ya 
que según índices las mujeres son más propensas a sufrir de violencia. 
  
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia. 
 
 
2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
Es eficaz con las medidas de protección en cierto modo, ya que no se dan 
seguimiento en los casos, pero respecto a las sanciones, en el caso de la violencia 
económica solo se es posible sancionar de forma benigna con una medida cautelar 
o de protección. 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 








4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
La vulnera al impedir a la mujer tener autonomía y poder de decisión respecto a la 
economía en el hogar, poniendo al hombre como el único proveedor. 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
La violencia económica suele ir acompañada de otros tipos de violencia, por lo que, 
la dificultad se evidencia cuando se presenta sola, y como ya se mencionó el daño 
que sufre la mujer no es fácil de probar. 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  
Claro que sí, porque las diligencias que se usan hasta la fecha no sirven para probar 
un daño provocado por la violencia económica. 
 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 








7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
Los alimentos deben ser asumidos por ambos padres, pero cuando el hombre deja 
de aportar y obliga a la mujer de manera indirecta a asumir sola esta obligación, le 
genera un perjuicio económico que debe ser entendido como discriminación. 
8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
Se puede apreciar que en las denuncias que se presentan, no se aplican criterios 
respecto a esta conducta por cuanto se puede concluir que no se han previsto. 
 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
Es obligación de los entes rectores de justicia la aplicación de una perspectiva de 
género, pero esta situación no suele darse, debido a que en el caso de la 
inasistencia de los alimentos no se aplica esta perspectiva, ya que, no se pueden 
calificar de manera objetiva por la falta de un tipo penal. 
 
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal? 
Si, en definitiva, porque, esto permitiría que las denuncias puedan calificarse de 
manera objetiva, que se puedan establecer formas de acreditar la agresión y 









Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
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1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
No la garantiza porque solo establece penas benignas que no son suficientes para 
proteger a la mujer. 
2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
Solo en las medidas de protección y en las medidas cautelares que se otorguen, 
pero solo al principio, porque no se les da seguimiento a los casos, y las agresiones 
contra la mujer vuelven a darse, por lo que una sanción penal sería más efectiva. 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 
El principal tropiezo que se da en estos casos es porque esta violencia no tiene un 






4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia. 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 




satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
Tanto el hombre como la mujer tienen el derecho y obligación de aportar con la 
economía del hogar, no es concebible que la mujer tenga que privarse de esa 
responsabilidad por causa del hombre, porque ello implica una desproporción que 
pone al hombre en grado de ventaja al ser el único proveedor, configurándose de 
esa manera la desigualdad de género. 
 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
Considero que no representa dificultad ya que como ya mencioné en una pregunta 
anterior jamás podrá ser calificada como tal porque no tiene respaldo legal, lo que 
implica que la presencia o no de lesiones físicas o psicológicas no influye en la 
calificación de estas denuncias. 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  
Considero que sí, las diligencias y peritajes que se usan para los casos de violencia 
psicológica o física, son exclusivas para ese tipo de delitos, la violencia económica 






7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿ En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
La asistencia de los alimentos alcanza a ambos padres, pero cuando uno de ellos 
evade esa responsabilidad y deja el peso de ella a la mujer, evidentemente lo hace 
con la finalidad de causarle un perjuicio que no solo debe ser considerado para el 
hijo, sino para la mujer, porque asume sola la subsistencia de este, por tanto, si es 
discriminación a la mujer. 
8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 





se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
De los casos que he llevado, no se ha evidenciado el uso de criterios especiales 
para este tipo de violencia, pero considero que podrían asumirse los del artículo 
149° del Código Penal. 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
Considero que el enfoque de género para estos casos es importante, pero debido 
a la falta de un respaldo legal, es imposible su aplicación. 
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal? 
Considero que sí, porque es necesario ya que por la experiencia los casos de 
violencia de este tipo no pueden ser calificados de manera objetiva, y su 
tipificación ayudaría a que se formulen y en casos donde se acredite la violencia 
hasta acusar. 
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1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
Ninguna ley es total y por tanto es imposible que garantice un derecho que aún no 
es entendido por la sociedad. 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia. 
 
 
2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
En el sentido que las ampara con medidas cautelares o de protección, pero el 
detalle está en que no se les da seguimiento a los casos lo que conlleva a que la 
víctima vuelva a ser violentada por su agresor. 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 







4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
La igualdad es un derecho universal y como tal debe ser ejercido en el plano público 
como privado, sin embargo, en este es donde se presentan más irregularidades, 
cuando por la relación asimétrica entre el hombre y la mujer, el primero se 
posiciona como jefe y proveedor del hogar, mientras la mujer solo se encargada 
de los quehaceres del hogar. 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
La presencia o no de lesiones físicas o psicológicas no contribuyen en la calificación, 
por cuanto la violencia económica es atípica, y de presentarse en compañía de 
otras violencias, prosperan las otras y no la violencia económica. 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  
Sería factible la aplicación de diligencias distintas a las usuales en los casos de 
violencia familiar, como por ejemplo un protocolo de pericia psicológica, exclusivo 
para los casos de violencia económica. 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 









7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿ En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
La responsabilidad de los alimentos es de ambos padres, cuando uno incumple y 
deja la responsabilidad al otro, además de perjudicarlo económicamente atenta 
con su derecho a la subsistencia porque dejará de preverse cosas para sí, porque 
tendrá que preverlas íntegramente a su hijo. 
8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
No existen criterios, sería factible usar los que se aplican en los casos de omisión, 
pero sería solo abordar un daño al menor de edad, cuando la mujer también, es 
una de las perjudicadas con la agresión. 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
Mientras no exista un respaldo legal, resulta para cualquier operador imposible 
aplicar el enfoque de género. 
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal? 
Definitivamente, porque sería un gran avance en cuanto a la lucha de la violencia 
de género. 
 
      
 
 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 
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Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (1995) “Convención Belém do Para” 





prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia 
contra la mujer (1995) 
“Convención Belém do 
Para” 





DEBERES DE LOS ESTADOS 
Artículo 7° Los Estados Partes condenan todas las formas 
de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por 
todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas 
orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha 
violencia y en llevar a cabo lo siguiente: a. abstenerse de 
cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y 
velar por que las autoridades, sus funcionarios, personal 
y agentes e instituciones se comporten de conformidad 
con esta obligación; b. actuar con la debida diligencia 
El citado Convenio sometido a análisis, 
fue elaborado las Naciones Unidas, 
publicado en agosto de 1995, 
específicamente en los incisos b), c), d), 
e) y f) del artículo 7 de la Convención, 
refiere que el modelo de intervención 
contra la violencia de género prevista en 
la Ley 30364 no responde a los 
propósitos internacionales, por lo que 
esta situación requiere de una reforma 
que tenga como propósito armonizar y 
En conclusión, podemos 
apreciar, que la citada 
Convención establece que es 
obligación de los Estados la 
aplicación del artículo 7° de la 
Convención Belém do Pará, 
por cuanto deben establecer 
políticas y normas que tengan 
como propósito la prevención, 
sanción y erradicación de la 
violencia contra la mujer, 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las mujeres a una vida 




para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la 
mujer; c. incluir en su legislación interna normas penales, 
civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza 
que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra la mujer y adoptar las medidas 
administrativas apropiadas que sean del caso; d. adoptar 
medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse 
de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en 
peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente 
contra su integridad o perjudique su propiedad; e. tomar 
todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de 
tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y 
reglamentos vigentes, o para modificar prácticas 
jurídicas o consuetudinarias que respalden la 
persistencia o la tolerancia de la violencia contra la 
mujer; f. establecer procedimientos legales justos y 
eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, 
que incluyan, entre otros, medidas de protección, un 
juicio oportuno y el acceso efectivo a tales 
procedimientos; […]. 
compatibilizar el modelo de intervención 
contra la violencia de género de la Ley 
30364 y se consiga efectivamente 
prevenir, erradicar y sancionar la 
violencia contra las mujeres. En el caso 
de la violencia económica, el modelo de 
intervención previsto por la Ley no 
responde de manera oportuna y eficaz, 
ya que, en el ámbito penal, se ha dejado 
en el aire a este tipo de violencia que no 
cuenta con un apartado normativo que 
permita la identificación con un tipo 
penal, siendo que las víctimas que 
recurren presentan denuncias por esta 
violencia, no consiguen que se formule la 
denuncia, por ende la investigación y la 
posterior sanción para el agresor,  esta 
omisión de los legisladores podría 
acarrear una sanción al Perú por 
inobservar una obligación internacional 
que asumió al ratificar este Tratado de 
Derechos Humanos. 
 
siendo que en el caso de la 
violencia económica el modelo 
de intervención debe 
modificarse y evitar la 
 referencia supletoria de la 
legislación procesal penal ya 
que esta desnaturaliza el 
propósito que es la 
prevención, sanción y 
erradicación de la violencia 
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Fundamento de la Fiscal Provincial Luz Angelica Pineda Sánchez en la Disposición N° 02-2020-MP-FN-3FPCEVCMIGF-LN-1D – Carpeta Fiscal. 606078901-2020-194-0 - Distrito Fiscal de Lima 
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3FPCEVCMIGF-LN-1D – Carpeta 
Fiscal. 606078901-2020-194-0 
Distrito Fiscal de Lima Norte 
Tercera Fiscalía Provincial 
Corporativa Especializada  
en Violencia Contra la Mujer o 
Integrantes del  
Grupo Familiar de Lima Norte - 
Segundo Despacho 
 
CONSIDERANDO 6.5. - Por lo antes señalado, nos 
permite confirmar, pues si bien la presunta agraviada 
denuncia actos de Violencia Económica o Patrimonial, 
no obstante, no se ha obtenido hasta la fecha, mayores 
indicios o evidencias, que coadyuven a la incriminación 
hecha por la denunciante, entonces, en el sentido 
objetivo de la función del Ministerio Público de 
conformidad al articulado IV del Título Preliminar del 
D.L. Nro. 957, podríamos concluir que los hechos 
denunciados, puedan no haberse realizado, entonces 
los fines de la investigación no podrán surtir su efecto; 
por lo que, no podría persistirse una investigación con 
tan solo una imputación vaga, impersonalizada, 
En la citada disposición sometida a 
análisis, fue elaborado por el Fiscal 
Adjunto Provincial Willy Fernando 
Marco Chagra, publicado en junio del 
2016, específicamente en su parte 
considerando 6.5, señala que el fiscal 
al realizar el análisis del caso, en 
primer lugar, en el considerando 6.5 
pone de manifiesto que la Ley 30364 
no ha establecido un tipo penal para 
la violencia económica o patrimonial, 
por cuanto esta conducta resulta 
atípica y no puede calificarse, por lo 
En conclusión, podemos 
apreciar que la violencia 
económica o patrimonial no 
cuenta con un tipo penal en el 
Código Penal, por lo que esta 
carencia no permite que las 
denuncias se puedan calificar 
cuando llegan a la fiscalía, en 
ese sentido que esta conducta 
sea atípica no permite que se 
le garantice el derecho a una 
vida libre de violencia.  
 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las mujeres a una vida 





genérica o imprecisa, por parte de la denunciante. En 
consecuencia, este despacho Fiscal, no puede limitarse 
a un actuar sesgado y poco objetivo, más aún que el 
Ministerio Público, bajo la vigencia de este nuevo 
modelo Procesal, rige su actuar, bajo el Principio de 
Legalidad “nullum crimen nulla poena sine previa lege” 
(no hay delito ni pena sin ley previa) y el debido 
proceso. 
que basándose en el principio de 
legalidad no se puede sancionar 
sobre una conducta que no cuente 
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Ministerio de la mujer y poblaciones vulnerables (2020) “Decreto Supremo Nº 002-2020-MIMP que aprueba el plan estratégico multisectorial de igualdad de género de la 




CONTENIDO DE LA FUENTE DOCUMENTAL 
 
ANALISIS DE LA FUENTE DOCUMENTAL 
 
PONDERAMIENTO Y/O HALLAZGO DEL 
INVESTIGADOR 
Ministerio de la mujer 
y poblaciones 
vulnerables (2020) 
“Decreto Supremo Nº 
002-2020-MIMP que 
aprueba el plan 
estratégico 
multisectorial de 
igualdad de género de 
la política nacional de 
igualdad de género” 
Objetivo Prioritario 4: Garantizar el 
ejercicio de los derechos económicos y 
sociales de las mujeres - Desigualdad 
económica (laboral y productiva) de las 
mujeres. - De acuerdo al Observatorio de 
Igualdad de Género de la CEPAL (2016), la 
autonomía económica se explica como la 
capacidad de las mujeres de generar 
ingresos y recursos propios a partir del 
acceso al trabajo remunerado en igualdad de 
El citado Decreto Supremo sometido a 
análisis, fue elaborado por el Ministerio de la 
mujer y poblaciones vulnerables, publicado 
en marzo de 2020, específicamente en su 
Objetivo Prioritario 4, cita al Observatorio de 
Igualdad de Género de la CEPAL (2016), y 
manifiesta que para que las mujeres puedan 
ejercer su autonomía económica, deben 
acceder a trabajos remunerados en paridad 
con el hombre, para poder solventar, 
En conclusión, podemos apreciar que existe un 
panorama positivo, en cuanto a la participación 
del Estado, ya que, según refiere el citado Decreto 
Supremo, nuestro país aún es carente en cuanto a 
paridad económica entre hombres y mujeres, lo 
que equivale a que la mujer no tenga poder de 
decisión respecto a los recursos económicos, y se 
genere una dependencia hacia el hombre, tal 
situación no cumple con lo fundamentado por los 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 









condiciones que los hombres. Por ello, tener 
ingresos propios es una condición básica y 
necesaria para que cualquier persona pueda 
en nuestras sociedades ejercer su autonomía 
y no depender permanentemente de otros 
para satisfacer sus necesidades y las de su 
familia, así como para tomar decisiones 
sobre sus recursos (p. 40). Al respecto, la 
situación futura deseada proyectada en la 
Política Nacional de Igualdad de Género 
señala que, al 2030, la brecha en los ingresos 
entre mujeres y hombres se reducirá, 
acercándose a la paridad. De este modo, 
aumentará el índice de empoderamiento 
económico de las mujeres, lo cual se refleja, 
por ejemplo, en el aumento de la tasa de 
paridad de las mujeres que pasará de 
representar el 80% de los ingresos de los 
hombres, en el 2017, al 86,8% en el 2030. 
satisfacer y decidir sobre sus propios 
recursos y  necesidades y no depender del 
hombre.   
Asimismo, señala, el plan para garantizar la 
autonomía y ejercicio de los derechos 
económicos y sociales de las mujeres que se 
ha planteado el Estado, con la finalidad de 
reducir la desigualdad de género. 
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Sentencia T-012/16 de la Sala 
Novena de Revisión de la Corte 
Constitucional, Expediente de 






II. Consideraciones y fundamentos de la 
corte: Tipología de violencia en contra 
de las mujeres: 
Por otra parte, la violencia contra la 
mujer también es económica. Esta clase 
de agresiones son muy difíciles de 
percibir, pues se enmarcan dentro de 
escenarios sociales en donde, 
tradicionalmente, los hombres han 
tenido un mayor control sobre la mujer. 
A grandes rasgos, en la violencia 
patrimonial el hombre utiliza su poder 
Es menester considerar para el 
presente análisis, el fundamento del 
Magistrado de la Sala Novena de 
Revisión de la Corte Constitucional, 
Dr. Luis Ernesto Vargas Silva, 
expuesta en la Sentencia, la cual 
provenía del requerimiento de 
acción de tutela en contra de la Sala 
de Familia del Tribunal Superior de 
Bogotá y la Superintendencia de 
Sociedades. 
En conclusión, para la legislación 
colombiana el tipo de violencia económica, 
es una forma de abuso desconocido por la 
mujer pues se presentan bajo una 
apariencia de colaboración entre pareja, 
donde el hombre es el proveedor por 
excelencia, siendo esta conducta su 
estrategia de opresión. La mujer no puede 
participar en las decisiones económicas del 
hogar, así como está en la obligación de 
rendirle cuentas de todo tipo de gasto. 
Igualmente, el hombre le impide estudiar o 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos destinados 




económico para controlar las decisiones 
y proyecto de vida de su pareja. Es una 
forma de violencia donde el abusador 
controla todo lo que ingresa al 
patrimonio común, sin importarle quién 
lo haya ganado. Manipula el dinero, 
dirige y normalmente en él radica la 
titularidad de todos los bienes. Aunque 
esta violencia también se presenta en 
espacios públicos, es en el ámbito 
privado donde se hacen más evidentes 
sus efectos. (P. 33). 
Ante dicha controversia el citado 
magistrado, señaló que, la violencia 
de género también, puede darse de 
forma económica, en donde la 
mujer por la relación asimétrica con 
el hombre se ve sumisa a un control 
económico por parte de este quien 
no solo controla el dinero que 
aporta sino el que ingresa por parte 
de la mujer, siendo el ámbito 
privado donde se hace más 
evidente. 
 
trabajar para evitar que la mujer logre su 
independencia económica, haciéndole 
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sobre la eliminación 
de todas las formas de 
discriminación contra 






Artículo 16 1. Los Estados Partes 
adoptarán todas las medidas 
adecuadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en 
todos los asuntos relacionados con el 
matrimonio y las relaciones familiares 
y, en particular, asegurarán en 
condiciones de igualdad entre 
hombres y mujeres: d) Los mismos 
derechos y responsabilidades como 
progenitores, cualquiera que sea su 
La citada Convención sometida a análisis, fue 
elaborada por las Naciones Unidas, publicada en 
septiembre de 1981, específicamente en su artículo 
16° inciso d), hace referencia que es un acto de 
discriminación contra la mujer, el incumplimiento 
de las obligaciones alimentarias, ya sea dentro del 
matrimonio como fuera de él, siendo que el 
segundo se refiere a la discriminación que sufre la 
mujer  al ser forzada a asumir personalmente un 
incremento de gastos al tener que pagar los no 
cubiertos por el incumplimiento; así como en la 
En conclusión, podemos apreciar que, 
conforme al Convenio de las Naciones Unidas, 
en el supuesto del cumplimiento de las 
obligaciones alimentarias, si el obligado al 
pago es hombre y la víctima es mujer que ha 
asumido la custodia de los hijos, constituye un 
acto de discriminación contra la mujer por 
razones de género, cuando le genera daños o 
sufrimientos de naturaleza económica, dado 
que afecta a las mujeres de manera 
mayoritaria y desproporcionada. 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus obligaciones 




estado civil, en materias relacionadas 
con sus hijos; en todos los casos, los 
intereses de los hijos serán la 
consideración primordial; […]. 
mayoría de las ocasiones intentar buscar nuevos 
ingresos económicos y obligaciones laborales; con 
el consiguiente empeoramiento y obstrucción de su 
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Juzgado de 1ra Instancia en lo Penal 
Contravencional y de Faltas N° 10 
Secretaría Única, sobre 2 BIS - 
Incumplimiento de los Deberes de 
Asistencia Familiar (destrucción de 







La prueba enunciada previamente, valorada en 
su conjunto, teniendo fundamentalmente en 
cuenta la línea interpretativa que nos imponen 
los instrumentos internacionales, 
puntualmente la Convención de “Belem do 
Pará” y la Ley Nacional N° 26.485 de “Protección 
Integral de las Mujeres” a la que adhirió la 
Ciudad de Buenos Aires mediante la Ley N° 
4203, en cuanto a la perspectiva de género con 
la cual se deben analizar los casos de violencia 
contra las mujeres, me llevan a tener por 
acreditado el contexto de violencia, en su 
Es menester considerar para el 
presente análisis, el fundamento 
del Magistrado del Juzgado de 
Primera Instancia en lo Penal, 
Contravencional y de Faltas N° 10, 
Dr. Pablo C. Casas, expuesta en la 
Sentencia, la cual provenía del 
requerimiento de juicio 
presentado por la Fiscal a cargo de 
la Fiscalía N° 23 del fuero, Valeria 
Lancman. 
Ante dicha controversia el citado 
magistrado, señaló que, el 
En conclusión, para la legislación 
argentina la violencia económica 
provoca un grave impacto en 
la libertad y autonomía de las 
mujeres, por lo cual, tanto la 
doctrina y la jurisprudencia 
entienden que en el delito de 
incumplimiento de los deberes de 
asistencia familiar los sujetos 
pasivos o las personas víctimas del 
mismo, son las niñas, niños o 
jóvenes menores de edad. Por 
tanto, las niñas, niños y jóvenes 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus obligaciones 




modalidad de violencia económica, sobre el cual 
tuvo lugar el hecho de incumplimiento a los 
deberes de asistencia familiar denunciado por la 
Sra. XXX, y que fue materia de juicio, así como 
también, sobre la responsabilidad que le cabe al 
señor XXX, a título de autor material. Como ya 
adelanté en el punto anterior, la conducta de 
XXX de sustraerse de prestar los medios 
indispensables para la subsistencia de la niña no 
sólo generó un peligro real de carencia de 
dichos medios con relación a la niña, sino que, 
además, afectó directamente a la Sra. XXX, ya 
que la puso en una clara situación de desventaja 
con relación a XXX. Por ello entiendo que, al 
analizar el encuadre legal de la conducta 
imputada, debo necesariamente tener en 
cuenta las normas referidas de protección 
integral de las mujeres, además del tipo penal 
previsto en el art. 1 de la Ley 13944. 
comportamiento del acusado 
implicó violencia económica 
contra la agraviada, en tanto se 
convirtió en un efectivo daño 
económico y emocional sobre la 
misma, quien no sólo tuvo que 
cubrir sola las necesidades de la 
hija en común, sino que 
además, se privó como mujer 
autónoma de diseñar y decidir 
libremente su plan de vida sin las 
limitaciones económicas, esto 
porque tuvo que padecer durante 
años al tener que garantizar ella 
sola la subsistencia de la hija que 
tienen en común. 
menores de edad, si bien son 
víctimas directas de este delito, 
debe incluirse también a la mujer, 
ya que la configuración de este 
delito es una de las expresiones de 
violencia económica que 
repercute directamente en la 
restricción de su libertad y en la 
pérdida de su autonomía, 
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La violencia económica contra la mujer constituye una problemática social 
relevante, por ello el objetivo central fue analizar si la regulación de la violencia, 
garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, por ello se planteó 
como supuesto jurídico que no se garantiza el derecho a una vida libre de violencia, 
siendo que dicha afectación ocurriría debido a la falta de un respaldo legal en el 
Código Penal. 
Asimismo, presenta un enfoque cualitativo, de tipo básico, con diseño de teoría 
fundamentada, y nivel descriptivo. El escenario de estudios consto de fiscalías de 
Lima Norte y un despacho de abogados, siendo los participantes siete fiscales y 
tres abogados.  
En cuanto a las técnicas de recolección de datos, se usó la entrevista y el 
análisis de fuente documental, teniendo como instrumentos la guía de entrevista y 
de análisis de fuente documental; usando el método sistemático, hermenéutico, 
analítico, comparativo, inductivo y sintético. 
Se concluyo que la regulación de la violencia económica presente en la Ley 
30364, es limitada e insuficiente debido a la inexistencia de un respaldo legal en el 
Código Penal que no permite garantizar a las mujeres su derecho a una vida libre 
de violencia. 
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Economic violence against women is a relevant social problem, so the main 
objective was to analyze whether the regulation of violence, guarantees the right of 
women to a life free of violence, so it was raised as a legal assumption that does 
not guarantee the right to a life free of violence, and that this would occur due to the 
lack of legal support in the Criminal Code. 
It also presents a qualitative approach, of basic type, with design of founded 
theory, and descriptive level. The study scenario consists of the Northern Lima 
Prosecutor's Office and a law firm, with seven prosecutors and three lawyers 
participating.  
As regards data collection techniques, we used interview and documentary 
source analysis, using as instruments the interview and documentary source 
analysis guide; using the systematic, hermeneutic, analytical, comparative, 
inductive and synthetic method. 
It was concluded that the regulation of economic violence in Law 30364 is limited 
and insufficient due to the lack of legal support in the Criminal Code, which does not 
guarantee women their right to a life free from violence. 








I. INTRODUCCIÓN. –  La presente investigación abordo como aproximación 
temática la regulación de la violencia económica contra la mujer, prevista en la Ley 
30364, la cual, desde su entrada en vigencia en noviembre de 2015, regulo de 
forma explícita, la violencia económica en la búsqueda de garantizar el derecho a 
una vida libre de violencia de las mujeres.  
En esa línea, guardando un orden para la presente investigación es preciso 
teorizar y conceptualizar el contenido de cada uno de las categorías y la finalidad 
de cada uno de ellas, es por ello, que como primera categoría nos atañe el tema de 
la violencia económica presente en la Ley 30364, descrita como aquella conducta 
que por acción u omisión provoque un menoscabo en los recursos económicos de 
una persona, así por ejemplo constituyen supuestos típicos de este tipo la limitación 
o control de los recursos económicos, la evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, etc.  
No obstante, a pesar de haberse introducido en nuestra normativa legal la 
descripción novedosa de la violencia económica, vasta dar una escueta lectura de 
la Ley 30364 y sus modificatorias, para evidenciar que la ley no la ha previsto de 
un trámite completo y efectivo, por cuanto este vacío viene generando indefensión 
en las víctimas principalmente porque cuando presentan su denuncia en el 
Ministerio Público, el fiscal no puede formular la denuncia penal por la falta de un 
respaldo penal que permita su identificación y posterior calificación objetiva. 
Aunado a ello, se tiene que esta conducta no es fácil de acreditar a diferencia de la 
violencia psicológica o física, siendo que su acreditación es más complicada, pues 
no existe certificado alguno que permita advertir esta violencia. Consecuentemente, 
no es posible aplicar el enfoque de género previsto en la normativa legal nacional.  
Por otro lado, como segunda categoría tenemos al derecho a una vida libre de 
violencia, derecho con arraigo constitucional, presente en diferentes convenciones 
internacionales que impulsan la exclusión de la violencia hacia la mujer, y que 
contiene dentro de si la aplicación de derechos fundamentales tales como la 
igualdad, no discriminación, libertad, entre otros. Ambas categorías guardan 
relación con la mujer, debido a que, esta conducta lesiva si bien afecta a diferentes 
sujetos, son las mujeres las más propensas a sufrir esta agresión por parte de sus 













Finalmente, nos hicimos las siguientes interrogantes ¿De qué manera, la 
regulación de la violencia económica, garantiza el derecho de las mujeres a una 
vida libre de violencia?, ¿En qué medida, el supuesto típico de la limitación o control 
de los ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, 
transgrede el derecho de igualdad de género? y ¿En qué medida, el supuesto típico 
de evasión del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho 
de no discriminación de la mujer? 
De esa manera, la investigación respaldo su justificación teórica, en su 
contribución para investigaciones posteriores. En ese sentido, aportamos teorías 
relevantes para futuras investigaciones, debido al contenido doctrinario recabado, 
luego de logrado obtener los materiales necesarios para lograr nuestros objetivos 
planteados en el proyecto. Asimismo, la justificación práctica, se asentó en 
demostrar los efectos jurídicos que generaría la tipificación de la violencia 
económica y con ello, que el legislador considere establecer una solución a la 
problemática existente, para ello identificamos el problema para proponer una 
contribución, que tenga como fin la adopción de la violencia económica en la norma 
penal. Por último, la justificación metodológica, se basa en la problemática en la 
regulación de la violencia económica que aportará un resultado que podrá ser 
usado en investigaciones posteriores, una vez que sea demostrado la confiabilidad 
y validez de los instrumentos y técnicas de recojo de información, sirviendo de 




En ese sentido, la investigación tuvo como objetivo general Analizar si la 
regulación de la violencia económica, garantiza el derecho de las mujeres a una 
vida libre de violencia. Asimismo, los objetivos específicos, que esta investigación 
pretendió determinar esta primero si el supuesto típico de la limitación o control de 
los ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, 
trasgrede el derecho de igualdad de género; y segundo precisar si el supuesto típico 
de evasión del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho 
de no discriminación de la mujer. 
Es así, que en base a los objetivos trazados en el informe de investigación 
desarrollamos supuestos jurídicos, que serán las respuestas futuras a las que 
queremos llegar a través del desarrollo del estudio. En cuanto al supuesto general, 
es que la regulación de la violencia económica contra la mujer no garantiza el 
derecho a una vida libre de violencia, por tanto, el legislador debió, establecer un 
apartado normativo independiente, ya que esta violencia no ha sido considerada ni 
delito ni falta, lo que ha generado una dificultad en el Ministerio Público, al momento 
de la calificación de la denuncia penal, por lo que ha falta de un tipo penal que 
permita la identificación de la violencia, las denuncias no han venido prosperando, 
dejando a la mujer en un estado de indefensión. Prosiguiendo con nuestra 
investigación, el primer supuesto especifico versa en que el supuesto típico de 
limitación o control de los ingresos económicos destinados a satisfacer sus 
necesidades contra la mujer vulnera el principio de igualdad, por lo que el legislador 
debió establecer las diligencias necesarias que permitan la acreditación de esta 
violencia que es muy sutil e imperceptible a diferencia de los otros tipos de violencia, 
a fin de que no tengan que estar vinculadas a una afectación física o psicológica 
para proceder penalmente y la mujer no se vea en un estado de indefensión al 
momento de denunciar. Por último, de acuerdo al segundo supuesto especifico, 
versa en que el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus obligaciones 
alimentarias contra la mujer transgrede el derecho de no discriminación, de modo 
que el legislador debió establecer parámetros a fin de identificar este supuesto 
típico, tratándose de una conducta que, además, de generar un daño en el menor 
de edad al privarlo de los alimentos, genera un grave perjuicio económico en la 
mujer, dejándose de lado la aplicación de un enfoque de género que busque la 




II. MARCO TEÓRICO. -  Para dar firmeza y sustento a la presente investigación 
se usaron trabajos previos, es así que, respecto al ámbito internacional, estuvo la 
investigación elaborada por Maldonado, Erazo, Pozo y Narváez (2020), de la revista 
Arbitrada de Ciencias Jurídicas, en su artículo “Economic and patrimonial violence. 
Access to life free of violence to women” refieren que: “[…] existe una falta de 
protección a la violencia económica y patrimonial que sufren las mujeres, por lo cual 
se plantea una reforma al Código Orgánico Integral Penal que busque equipar los 
derechos humanos y de género en el Ecuador” (p. 511). Quezada (2017) en su tesis 
“Necesidad de incluir dentro de las clases de violencia intrafamiliar en el código 
orgánico integral penal, a la violencia patrimonial – violencia económica como tipo 
penal”, para conseguir el título de Abogada por la Universidad Nacional de Loja; 
llego a la conclusión que, las víctimas de la violencia económica se encuentran en 
indefensión porque no tienen un respaldo legal para denunciar esta violencia, 
siendo que esto viola sus derechos fundamentales. En esa misma línea, Alamada, 
Corral y Navarrete (2016) de la revista Arbitrada de Ciencias Jurídicas, en su 
artículo “La violencia económica como una forma de violencia intrafamiliar en el 
Estado de Sonora”, refieren que el incluir la violencia económica dentro de la 
legislación penal ayudaría a una protección adecuada de este tipo de violencia.  
Por otro lado, Dhungel, Dhungel, Ram y Stock (2017), de la revista BMC 
Women’s Health, en su artículo “Is economic dependence on the husband a risk 
factor for intimate partner violence against female factory workers in Nepal?”, 
concluye que “Thus, for the prevention of IPV against women, long term strategies 
aiming at livelihood and economic empowerment as well as independence of 
women would […]”. (p. 9). Finalmente, Panciola (2019), en su tesis “Violencia 
económica hacia la mujer: Genesis y representaciones de un “pacto social” 
invisibilizado”, para optar el Título de Abogado por la Universidad Nacional del 
Centro de la Provincia de Buenos Aires, concluye que la legislación ha dado pasos 
importantes que han servido para el progreso del derecho, no obstante, en el caso 
de la violencia económica y patrimonial resultan escasos. 
En el ámbito nacional, se ha utilizado el trabajo de investigación de Macedo 
(2018), titulado “Tratamiento jurídico de la violencia económica en la ley 30364 y su 




durante los años 2016 al 2017”, para alcanzar el título de Magister en la Universidad 
Católica De Santa María, concluyendo que: “El tratamiento jurídico [..] es 
insuficiente para las víctimas de violencia económica, puesto que […] las medidas 
de protección y cautelares […] pierden su continuidad y vigencia, una vez que el 
fiscal penal, dispone la remisión de los actuados […]” (p.155). Enríquez (2014), 
titulada “La regulación de la violencia económica como nueva modalidad de 
maltrato en los procesos de violencia familia”, para adquirir el título profesional de 
Abogado por la Universidad Cesar Vallejo, en el cual concluye que la violencia 
económica requiere de una protección especial por cuanto afecta los recursos 
económicos de las personas, además, de sus bienes.  
Así también, Asencios, McBride, Santi, Chafloque y Díaz (2018) de la 
universidad San Martín, en su artículo, “Factors associated with intimate partner 
economic violence against female micro-entrepreneurs in Perú”, concluyeron que 
“The authors recommend that efforts to reduce intimate partner violence be 
strengthened, taking into account the issue of gender inequality. It is not sufficient 
that social policy solely be designed to eliminate violence” (p. 1597). Mimbela (2019) 
de la revista Redacción LP, en su artículo “La violencia económica, una “nueva 
forma de violencia”, concluye que las instituciones que se encargan de atender las 
denuncias de este tipo de violencia deben emplear en su base de datos, lo que 
implica establecer registros. Por tanto, se evidencia que la regulación de esta 
violencia resulta insuficiente para garantizar los derechos de las víctimas.    
Por último, Jacinto (2019), en su trabajo de investigación denominada “Los 
delitos enmarcados en la violencia económica y patrimonial contra la mujer y los 
IGF”, para conseguir la Maestría en Derecho Penal por la Universidad Nacional 
Federico Villarreal, concluye que importa y urge erradicar la violencia familiar de 
tipo económico y patrimonial, la misma que se agrava por el desconocimiento de 
sus derechos de las víctimas, por lo cual deben darse medidas inmediatas de 
prevención y concientización.  
Respecto a las teorías y enfoques conceptuales, tenemos como primera 
categoría a la violencia económica contra la mujer, que en palabras del 
Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva en su fundamento de voto contenido en la 




limita y controla las decisiones y plan de vida de su cónyuge. Asimismo, controla 
todo lo que integra el capital común, aun cuando este sea aportado por su pareja 
(p. 2). Por su parte, Ponce (2016) comenta que:  
[…] el abuso económico no es inofensivo, porque transgrede el derecho fundamental a 
la subsistencia, del cual toda mujer debe gozar plenamente, el problema es 
que se trata de un tipo de violencia que inicia de manera sutil además que se 
apoya en la cultura que ha educado a las mujeres que, con la mejor buena fe, 
piensan que siempre fue así y que es obligación masculina proveer y deber 
femenino, depender. (p. 274). 
En esa línea, Hernández (2019) sostiene que es una dependencia económica 
que se da muchas veces por las carencias económicas que tiene la mujer, las 
mismas que no le permiten autovalerse y sostener a su familia. (p. 70). Por su lado, 
Medina (2013), refiere que esta violencia implica una serie de mecanismos que 
buscan vigilar y controlar el comportamiento de la mujer respecto a la distribución 
y uso del dinero. (p.107). Se desprende de las citas descritas, que la violencia 
económica no debe ser tomada como una conducta inocente que no llega a causar 
daño en la víctima, sino que su gravedad radica en que no permite a la mujer 
autovalerse por sí misma, al controlar el ejercicio de sus derechos económicos.  
En este aspecto hay que tener presente que, la normativa legal nacional ha 
descrito a la violencia económica y patrimonial dentro de un solo artículo, 
entendiéndose como una misma violencia. No obstante, estas violencias tienden a 
configurarse de manera diferente y tienen hechos y supuestos distintos, que, si bien 
pueden confundirse entre sí, existe diferencia entre ellas, pues bien, mientras la 
violencia económica está dirigida a menoscabar los recursos económicos, la 
violencia patrimonial menoscaba los bienes patrimoniales. (Córdova, 2017, p. 49). 
Por lo que se evidencia que, se tratan de dos conductas distintas que causan 
perjuicios distintos en la mujer y que no debieron ser consideradas como una sola 
por el legislador. 
Por otro lado, cabe precisar que, respecto a los casos de violencia en general, 
el Estado ha previsto un modelo de intervención en la Ley 30364, que se compone 





Figura 2 Modelo de Intervención Ley 30364 
 
 
Fuente: Elaboración propia 
Se desprende del modelo que contiene dos etapas, pero, además, que la 
vigencia de las medidas tutelares son dependientes de las disposiciones en la 
instancia penal por la naturaleza secuencial que tiene. Tal como refiere la Ley 
30364 en el primer párrafo del artículo 23° que prevé que: “La vigencia de las 
medidas dictadas por el juzgado de familia o su equivalente se extiende hasta la 
sentencia emitida por el juzgado penal o hasta el pronunciamiento fiscal […]”. En 
ese sentido, se evidencia que, si el Fiscal rechaza formalizar la denuncia, y dispone 
su archivamiento, las medidas protectoras dejaran de tener vigencia. 
No obstante, la mayor problemática al respecto de la violencia económica en la 
normativa legal nacional, es que presenta ciertos vacíos en relación al modelo de 
intervención, el primero de ellos se presenta respecto al tipo penal, que “[…] viene 
generando mayor indefensión en la medida que el Fiscal Penal deniega la 
formulación de denuncia penal por la falta de tipo penal o por la imprecisión en el 
tipo penal” (Placido, 2016, p. 192). El segundo de ellos se presenta respecto a la 
acreditación de un cuadro de violencia provocado por la violencia económica que 
“[…] a diferencia de la violencia física y psicológica en donde se acredita fácilmente 
con un certificado médico o dictamen pericial, es mucho más difícil, pues no existe 
un certificado médico o psicológico que lo acredite como tal” (Córdova, 2017, p. 40). 
Finalmente, respecto al empleo del enfoque de género, que en palabras de Medina 
(2016) “[…] es la única forma de lograr que las previsiones legislativas se concreten 
en respuestas judiciales justas, para las personas del género femenino que 
recurren a los tribunales a solucionar los problemas que la discriminación por el 
hecho de ser mujer […]” (p. 69). 
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De las citas mencionadas precedentemente, se evidencia que, la regulación de 
la violencia económica, presenta vacíos legales que vienen generando una 
indefensión en las victimas, las mismas que van desde la ausencia de un tipo penal 
que permita la formulación de la denuncia, instrumentos que permitan a la víctima 
acreditar la lesión por violencia económica, hasta la obstrucción del empleo de un 
enfoque de género en los casos de violencia económica. 
Finalmente, cabe manifestar que la Convención Internacional Belém do Pará a 
través de su artículo 7° inciso c), establece que los Estados suscritos deben de 
contener en su legislación civil, penal, etc., políticas y mecanismos necesarios para 
advertir, castigar y eliminar la violencia hacia la mujer. Por tanto, se coligue que es 
obligación de los Estados suscritos el implementar las medidas necesarias para la 
protección de la mujer en aras de una sociedad justa para todos. 
Respecto a la limitación de los recursos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, Mimbela (2019) refiere que esta conducta es 
imperceptible y sutil, y que se manifiesta con la negación del hombre a proporcionar 
el dinero suficiente para los gastos del hogar; obligando a la mujer a rendir cuentas. 
(párr. 6). Por otro lado, de acuerdo al Plan nacional de igualdad de género (2020), 
para que una persona pueda ejercer su autonomía y con ello satisfacer sus 
necesidades sin depender de otra persona, requiere tener ingresos propios como 
requisito indispensable. (p. 40).  Por tanto, se infiere que esta conducta se 
manifiesta con el control de las provisiones económicas, que restringen y controlan 
los ingresos económicos de la mujer, limitando el uso de su autonomía económica. 
No obstante, uno de los muchos problemas que presenta esta conducta es que 
muchas veces se detecta la existencia de esta agresión en la víctima cuando se 
presenta acompañada de violencia física o psicológica; por tanto, en palabras de 
Córdova (2017), la tarea del Estado, y de todos los entes rectores comprendidos 
en el modelo de intervención, debe alcanzar la identificación a tiempo de la violencia 
económica, para evitar que esta llegue a desarrollarse en la víctima en compañía 
de otros tipos de violencia, que perjudicarían aún más a la mujer (p.40). En ese 
aspecto, se debe considerar que la violencia económica, se puede desarrollar 
independientemente de los otros tipos de violencia en la víctima, por cuanto se debe 




En cuanto a la evasión del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, 
Radom (2016), considera que esta conducta afecta al menor, pero además de ello 
perjudica económicamente a la mujer, porque la obliga a proveer sola los alimentos. 
(p. 5). Sobre lo comentado, Pablo C. Casas (2019) en su fundamento, considera 
que 
[…] la conducta de sustraerse de prestar los medios indispensables para la 
subsistencia de la niña no sólo generó un peligro real de carencia de dichos 
medios con relación a la niña, sino que, además, afectó directamente a la 
madre, ya que la puso en una clara situación de desventaja con relación al 
padre. (p. 10). 
De las citas mencionadas precedentemente, ese desprende que, esta conducta 
se genera por el incumplimiento del hombre, que perjudica al menor, pero también, 
a la mujer, al tener que atender sola la subsistencia del hijo. 
Finalmente, cabe precisar que la normativa nacional legal, no ha establecido 
criterios para reconocer esta conducta lesiva, por lo que, se debe recurrir a la 
legislación comparada para adoptar los criterios para la configuración de los delitos 
de violencia económica en la modalidad de evasión de deberes alimenticios, se 
debe considerar: 
[…] el incumplimiento continuo, deliberado e intencional de las obligaciones 
alimentarias muchas veces configura situaciones de violencia económica […] 
la continuidad, me refiero a la persistencia en el tiempo, al abandono palmario 
de las obligaciones alimentarias […] lo deliberado se refiere a un acto voluntario 
y libre de incumplir con las obligaciones alimentarias. Por último, planteo la 
intencionalidad, que puede estar o no presente, como el ánimo de incumplir, a 
pesar de saber que se debe cumplir. (Ortiz, 2016, p.156).   
En síntesis, la legislación comparada aplica criterios especiales en relación a 
este supuesto de la violencia económica, con la finalidad de que pueda ser 
identificada y se pueda otorgar una protección oportuna y eficaz. 
Por otro lado, en relación a nuestra segunda categoría el derecho a una vida 
libre de violencia, institución “[…] reconocida en el conjunto de derechos humanos 
de las mujeres, como el primero. Como consecuencia, la Convención 
Interamericana Belém do Pará, asumió el compromiso de contribuir con políticas 




erradicación de la violencia de género” (Lagarde, 2010, p. 13). En palabras de 
Placido (2016) este derecho refiere que los Estados deben adoptar medidas 
integras en el marco jurídico de protección, además, de políticas y mecanismos que 
permitan actuar de forma eficaz frente a las denuncias. (p. 194).  
En esa línea, la Sentencia T-012/16, refiere que “[…] que el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencias y discriminación tiene un arraigo 
constitucional extenso […]” (p. 13). Aunado a ello, el Tribunal Constitucional a 
través de su Sentencia de Expediente N° 03378-2019-PA/TC, establece que este 
derecho tiene la posición de un derecho humano tras su reconocimiento en 
convenciones internacionales, por lo cual, el tratamiento de este derecho es de 
carácter constitucional, y los Estados a adoptar medidas a fin de su adecuada 
protección con la aplicación de políticas y prácticas eficaces y oportunas.     
Respecto al derecho de igualdad, este involucra que las mujeres gocen por 
igual sus derechos con el hombre, porque ello conlleva a que subsistan las 
desigualdades y discriminación lo que evidencia las situaciones en las que prexiste 
el trato preferencial al hombre, restringiendo a la mujer a tener pleno ejercicio de 
sus derechos. (Rannauro, 2011). En palabras de Hernández (2019) la igualdad de 
género debe ser entendida como una medida para reducir la violencia hacia la 
mujer, ya que, esta disputa trae consigo transgresiones a los derechos 
constitucionales de la mujer. (p. 113). Por tanto, el derecho de igualdad de género 
implica un trato igualitario entre hombre y mujer, con especial cuidado a la 
disminución de violencia hacia la mujer, por ser la más vulnerable a la violencia. 
En cuanto, al derecho de no discriminación, involucra el compromiso de 
edificar sociedades que promulguen y desarrollen la inclusión, igualdad, justicia y 
diversidad, siendo que no es un argumento que favorezca únicamente a las 
mujeres, sino íntegramente a la sociedad. (Bedriñana, 2018). La no discriminación 
implica un reajuste del principio de igualdad, por lo que ambos deben de estar 
contenidos en las legislaciones y en las acciones de todos los Estados, en aras de 
una sociedad moderna. (Zamudio, Ayala y Arana, 2013, p. 5). Por tanto, el principio 
de no discriminación, no debe ser entendido como una contraparte del derecho de 
igualdad, sino como un mecanismo de avance a nivel de sociedad, donde los 




III. METODOLOGÍA  
 3.1. Tipo y diseño de investigación 
La investigación uso el tipo de estudio básico, ya que el método aplicado no tomo 
en cuenta un empleo inmediato, sino que trabajo a partir de sus resultados, 
conclusiones y hallazgos, que tuvieron como prioridad la adopción de nuevos 
conocimientos que a su vez generaron progresos científicos (Vargas, 2009).  
Por ello, la investigación contribuyo para la formación de supuestos y resultados, 
que produjeron nuevas teorías o en todo caso modificaron las ya recogidas. En esa 
línea, Valderrama (2015), manifiesto que la búsqueda se basó en poner en 
evidencia una teoría con insuficiente empeño para emplear sus resultados a una 
problemática, es decir que, no estuvo proyectado para solucionar problemas 
prácticos. Asimismo, priorizo el progreso del conocimiento y no necesito 
manifestarse sobre las discrepancias que se suscitaron en la investigación, siendo 
que su prioridad fue recoger información, para brindar nuevos conocimientos 
teóricos y científicos, encaminado al hallazgo de principios y leyes. (p. 38).  
Del mismo modo, se caracterizó porque prevaleció en el recojo de antecedentes 
y teorías relacionadas al tema, por lo que tuvo como designio acrecentar los 
conocimientos, sin diferirlos con ninguna postura determinada. (Muntané, 2010). 
De lo desarrollado se infirió, que el propósito de la investigación básica fue 
contribuir con nuevos conocimientos para posteriores investigaciones, es decir que 
busco analizar un fenómeno social, y dar mayor información sobre este, sin 
promover la practicidad, y que el resultado no sea inmediato, siendo que mediante 
este estudio se procura evidenciar que la regulación de la violencia económica 
contra la mujer es ineficiente, por cuanto trasgrede derechos fundamentales. 
Asimismo, la investigación desarrollo un nivel descriptivo, debido a que puso 
en evidencia un fenómeno social, originado en sí mismo en el cual intercedieron un 
grupo de individuos, asimismo, cabe mencionar que la investigación recogió los 
datos más importantes, para luego desarrollarlos y analizarlos, pues no solo se trató 
de un crear o generar un acopio de datos, sino en la comprensión y estudio de 




En ese sentido, el nivel descriptivo de la investigación busco interpretar lo que 
se observó. De tal manera que procuro describir, interpretar y analizar, pero ¿Qué 
busco interpretar?, busco describir algún fenómeno, individuo o grupo; es decir, 
busco estudiar situaciones que ocurrieron en un determinado lugar, con la finalidad 
de conocer sus características, comportamiento, particularidades y propiedades.  
Por lo tanto, este tipo de investigación descriptiva se ejecutó a través de la 
comprobación de sus características, con la finalidad de investigar sobre una 
anomalía social y consecuentemente concluir respecto a esa problemática. 
En cuanto al diseño del estudio, cabe señalar que la investigación, utilizo un 
enfoque cualitativo, porque estudio e investigo un entorno puramente real 
respetando el contexto en que se desarrolló, logrando un resultado a través del 
análisis de hechos y de los individuos liados a la investigación.  
Asimismo, Baptista, Fernández y Hernández (2016) consideran que el tipo 
básico del diseño de investigación cualitativa permite abordar la problemática de la 
investigación, los cuales convienen ser flexibles y abiertos, con diseños de teoría 
fundamentada, etnográfica, fenomenología, investigación – acción y 
etnometodología que tendremos de manejar en la investigación. (p. 384). Por tanto, 
a través del análisis, estableció nuevos conocimientos fundados en la realidad 
presente de la violencia económica hacia las mujeres. 
En ese sentido, la investigación empleo el diseño de la Teoría Fundamentada, 
la cual se encuentra inmersa en el método interpretativo, debido a que, es una 
técnica como considera Strauss y Corbin (2002), que vincula la información y los 
exhibe y examina por medio de un proceso de análisis. De esta manera, recoge, 
procesa, organiza y analiza información y datos, para crear teorías en base a todos 
lo recogido y todo aquello que haya cooperado a la investigación. (p. 14). 
En síntesis, la investigación trabajo con el método básico, porque describió un 
problema en conflicto, recabando información para poner en evidencia la 
problemática en nuestro ordenamiento jurídico, en relación a la violencia 
económica, la cual no tiene un tipo penal lo que genera una vulneración en su 




  3.2. Categorías, subcategorías y matriz de categorización  
Esta herramienta ha permitido facilitar los antecedentes más notables de la 
investigación, mediante dispositivos de exploración; en esta parte se usaron 
técnicas usuales (teorías y conceptos) para ordenar los términos más selectos de 
esta investigación. Cabe mencionar que la investigación con enfoque cualitativo 
necesito de una categorización para proporcionar su análisis y poder reconocer a 
los objetivos que alcanzaron a ser variables en lo que se va logrando la 
investigación. (Cortez, 2018, p. 192). 
En la presente, se tomó en cuenta para la primera categoría la violencia 
económica contra la mujer, desarrollándose las subcategorías en base a dos 
supuestos típicos, que, de acuerdo al registro de los CEM, constituyen los casos 
más atendidos durante los años 2017-2018. (Zapata, 2019).  








Del mismo modo, para la segunda categoría, se tomó en cuenta dos de los 
principios rectores contenidos en el derecho a una vida libre de violencia, 
establecidos en el artículo 9° de la ley 30364. 
Figura 4 Principios contenidos en el derecho a una vida libre de violencia 
 
Fuente: Elaboración propia 
De esa manera, se formaron las siguientes categorías y subcategorías, que 
sirvieron de base para la investigación, tomando en cuenta las más relevantes de 
cada una de ellas, quedando de la siguiente manera:  
Tabla Nº  1: Categorías y subcategorías 
Categorías Subcategorías 
Violencia económica Limitación o control de los recursos 
económicos destinados a sus 
necesidades 
Evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias 
Vida libre de violencia Derecho a la igualdad 
Derecho a la no discriminación 





  3.3. Escenario de estudio 
En palabras de Skovsmose (2000), el escenario de estudio, es uno de los 
elementos que tiene como prioridad toda investigación científica, lo cual consiste 
en ubicar la investigación en un ambiente específico en que se desarrolló un 
fenómeno social. (p. 204).  Por tanto, el escenario hizo referencia al área física 
donde se recogieron los datos y donde se emplearon los instrumentos (entrevistas), 
dirigidas a un grupo específico de individuos elegidos. En esa línea, las entrevistas 
fueron dirigidas a personas competentes, expertas o entendidas de la problemática 
de investigación, siendo que el escenario fue su centro laboral, la Fiscalía de Lima 
Norte y el Estudio Jurídico Alegría & Asociados.  
  3.4. Participantes 
La presente investigación describió a los participantes como fuentes de donde se 
recolecto la información. Es así, que se tuvo como participantes a fiscales de la 
Fiscalía Provincial Penal de Lima Norte, así como a abogados especialistas en 
materia penal del Estudio Jurídico Alegría & Asociados, ubicados en Lima Norte, 
siendo que, los participantes, tal como refiere Balestrini (2006), son una parte 
específica de un escenario de estudio, cuyas particularidades deben producirse 
dentro de ella, de forma puntual. (p.141). En base a ello, los participantes de la 
presente investigación se establecieron con 7 fiscales de la Fiscalías de Lima Norte 
y 3 abogados especialistas en materia penal del Estudio Jurídico Alegría & 
Asociados, ubicados en Lima Norte. 
Por tanto, la presente investigación, respecto a los participantes, estuvo 
conformada por 7 fiscales de las Fiscalías de Lima Norte y 3 abogados especialistas 
en materia penal del Estudio Jurídico Alegría & Asociados, ubicados en Lima Norte.  
Los entrevistados del Ministerio Públicos de Lima Norte, fueron los siguientes: 
Tabla Nº  2: Escenario de entrevista a fiscales 
Nº Nombres y 
apellidos 
Institución Años de 
experiencia 
1 Luz Angelica 
Pineda Sánchez 
Fiscalía Provincial Corporativa 





mujer y los integrantes del grupo 
familiar 
2 Willy Fernando 
Marcos Changry 
Fiscalía Provincial Corporativa 
Especializada en Violencia contra la 
mujer y los integrantes del grupo 
familiar 
5 años 
3 Luis Ernesto Girón 
García 
Fiscalía Superior Especializada en 
Violencia Contra la Mujer y los 
Integrantes del Grupo Familiar de 
Lima Norte 
8 años 
4 Rober Hernández 
Paredes 
1er. Despacho de la Octava Fiscalía 
Provincial Penal Corporativa de Lima 
Norte 
5 años 
5 Giuliana Elaine 
Gutiérrez 
Meléndez 
1er. Despacho de la Octava Fiscalía 
Provincial Penal Corporativa de Lima 
Norte 
3 años 
6 María del Rosario 
Silva Gutiérrez 
 
1er. Despacho de la Octava Fiscalía 
Provincial Penal Corporativa de Lima 
Norte 
4 años 
7 Wilson Vargas 
Minan 
2da. Despacho de la Octava Fiscalía 
Provincial Penal Corporativa de Lima 
Norte 
7 años 
Fuente: Elaboración propia 
Por otro lado, los abogados especialistas en materia penal, fueron los 
siguientes: 
Tabla Nº  3: Escenario de entrevistas a abogados 
Nº Nombres y 
apellidos 
Institución Años de 
experiencia 
1 David Hermógenes 
Alegría Riquelme 






Estudio Jurídico Alegría & Asociados 5 años 
3 Dedgar Paolo 
Borda Bernabé 
Estudio Jurídico Corona & Asociados 3 años 
Fuente: Elaboración propia 
  3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos  
Para Troncoso y Amaya (2016) la entrevista, es uno de los métodos para la 
recolección de datos de mayor empleo en la investigación cualitativa, a través de 
este se accede a la información del sujeto de estudio mediante la comunicación 
oral con el investigador, asimismo, está establece la percepción de una persona de 
factores sociales o personales que determinan una realidad, es decir permite que 
el entrevistador comprenda lo vivido por el sujeto de estudio. (p. 330). En ese 
sentido, la entrevista se fundamentó en un dialogo entre dos personas, en donde 
uno hará una pregunta y el otro una respuesta, cuyo resultado respondió a los 
objetivos que se hayan planteado en la investigación. 
Asimismo, la guía de entrevista, la cual, según Diaz, Torruco, Martínez y Valero 
(2013) es un instrumento técnico, con preguntas asociadas por categorías o temas, 
con base en los objetivos. En ese sentido, las entrevistas estuvieron direccionadas 
a responder los objetivos de la investigación.  
En síntesis, las preguntas que fueron dirigidas a los entrevistados estuvieron 
claras, precisas, y fáciles de responder, para ello se realizaron 10 preguntas con 
las características ya mencionadas a los 10 entrevistados que fueron utilizadas para 
responder al objetivo general y específicos de la investigación.  
Por otro lado, el análisis documental, según Dulzaides y Molina (2004) es una 
técnica de investigación, que requiere de un conjunto de operaciones, que buscan 
representar y describir las documentaciones recogidas de forma organizadas para 
facilitar su recuperación. 
Asimismo, la guía de análisis documental, según Dulzaides y Molina (2004) 
refieren que es un método donde se describe y resume un documento en forma 




recuperación documental, rigiéndose por reglas para el desarrollo del contenido 
para su posterior uso.  
Para el presente, se realizó un análisis mediante una ficha de análisis 
documental, que ayudo a analizar documentos como Convenciones 
internacionales, jurisprudencia, disposiciones de archivamiento y decretos, acordes 
a la materia de estudio. 
  3.6. Procedimiento 
El procedimiento que se usó en la investigación, tuvo en cuenta al plan de análisis, 
de la metodología que se manejó para obtener la información de los participantes. 
En virtud a ello, se manejaron métodos e instrumentos de recojo de datos, teniendo 
en cuenta el procedimiento metodológico y las herramientas fundamentales para 
obtener la información relevante y concerniente a nuestros objetivos de la 
investigación. 
  3.7. Rigor científico 
La presente investigación, estableció su rigor científico a través de normas y 
medidas científicas instituidas por nuestra universidad, para lo cual usó los criterios 
de consistencia lógica, credibilidad, auditabilidad, confiabilidad y la 
transferibilidad, que se manifestaron en la validación de instrumentos e 
información, a cargo de los asesores temáticos y metodológicos. En ese sentido, 
en la investigación se adoptaron herramientas adecuadas pertinentes al enfoque 
cualitativo, en base a la guía de entrevista y guía de análisis documental, en relación 
a las categorías y subcategorías.  
  3.8. Método de análisis de investigación  
La presente investigación uso los siguientes métodos de investigación: 
Método hermenéutico; porque analizo y desentraño las opiniones de los 
entrevistados, con la finalidad de sustentar la investigación. 
Método sistemático; porque examino las entrevistas de los diferentes expertos, 
interpretando las opiniones a través de los instrumentos, generando la diferencia 




Método analítico; porque permitió realizar la separación de un todo 
descomponiendo los documentos a analizar en partes para observar sus causas, 
su contexto y las consecuencias.  
Método comparativo; porque permitió realizar la comparación entre dos o más 
fenómenos, estableciendo sus semejanzas y contrastaciones que para concluir con 
un resultado que defina el problema. 
Método sintético; porque permitió establecer un proceso de raciocinio que 
tiende a reformar un todo, a partir de elementos seleccionados para el análisis. 
Método inductivo, porque logro recopilar y reunir información necesaria de las 
conclusiones para formar una conclusión general. 
  3.9. Aspectos éticos 
La presente investigación, ha respetado el modelo metodológico, basándose en 
instrumentos y técnicas para los datos recolectados, asimismo, se citaron los 
autores de los documentos y textos, con la conclusión de no ser señalado como 
copia o plagio. Por ello, a través de la presente investigación se actuó con 
compromiso ética, jurídica, política y social, y se respetó la propiedad intelectual de 
cada autor, citándolos correctamente, según las normas APA, en las que se 
llegaron a plasmar fuentes veraces y certeras, como revistas indexadas, resúmenes 





IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
La presente muestra los resultados que se consiguieron aplicando las 
herramientas de recolección de datos de las guías de entrevista y fuente de análisis 
documental. Detallándose en el siguiente orden: 
De la descripción de la guía de entrevista en relación al objetivo general: 
“Analizar si la regulación de la violencia económica, garantiza el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia”. Se tuvo las siguientes preguntas: 
1. ¿De qué manera, la regulación de la violencia económica, garantiza el 
derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
2. ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley Nº 30364, 
es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia 
económica? 
3. ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las denuncias 
por la comisión de la conducta de violencia económica? 
Los expertos, Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, Vargas, Silva, 
Alegría, Saavedra y Borda (2020), respecto a la primera pregunta, manifestaron 
que la regulación de violencia económica hacia la mujer, no garantiza de ninguna 
manera el derecho a una vida libre de violencia, siendo las constantes denuncias 
penales que son archivadas de manera definitiva la prueba irrefutable que este 
derecho no se encuentra protegido. En esa línea la experta Pineda (2020) sostuvo 
que la normativa legal respecto a la violencia económica es incompleta y esto se 
debe por la limitación que le ha dado la Ley 30364, por lo cual, considera que el 
problema real no es la violencia económica propiamente sino la ley que la contiene, 
y que estas deficiencias terminan por no garantizar los derechos de la mujer, menos 
el de una vida libre de violencia. Asimismo, el experto Marcos (2020) fundamento 
que tal imprevisto no solo sucede en el caso de la violencia económica, sino en 
todos los casos de violencia familiar, por cuanto, no hay forma de garantizar el 
derecho a una vida libre de violencia, y que el problema se genera porque la Ley 
30364, no ha estimado considerarla ni como delito ni como falta, siendo que ante 
ese vacío las víctimas solo reciben como amparo, medidas cautelares o 
protectoras, que solo tienen una eficacia virtual y no real, porque el Estado no le da 




En palabras de Hernández (2020) La violencia contra la mujer tiene diferentes 
tipos o formas de manifestarse, todas ellas si bien se refuerzan entre sí, generan 
un daño distinto en la mujer. En ese aspecto, cuando nos referimos a la violencia 
económica contra la mujer que se encuentra regulada en el artículo 8° de la Ley 
30364, su regulación respecto del modelo de intervención propuesto en dicha ley, 
resulta ineficiente, ya que, si bien es efectivo respecto a la obtención de medidas 
de protección, cuando llega al plano penal presenta deficiencias como 
consecuencia de los vacíos legales en su regulación, puesto que como vemos este 
tipo de violencia carece de un tipo penal en el Código Penal, que no permite la 
formulación de las denuncias penales, como conclusión se tiene que las denuncias 
por violencia económica tienen una garantía virtual y no real, en ese sentido, no 
garantiza a las mujeres su derecho a una vida libre de violencia. 
Finalmente, Vargas (2020) considero que es positivo que se haya legislado esta 
violencia en la Ley 30364 porque de esta manera la mujer cuenta con más 
herramientas de protección para frenar la violencia, pero no hay garantía que esta 
norma se salvaguarde el derecho a una vida libre de violencia; sin embargo, su 
regulación es un avance. 
En base a los resultados de la primera pregunta, los 10 expertos afirmaron que, 
a pesar de la inclusión de la violencia económica en la normativa jurídica legal 
nacional esta no puede garantizar el derecho a una vida libre de violencia, por 
cuanto presenta vacíos en su normativa, sin embargo, es un gran avance su 
inclusión en la Ley 30364. 
Por otro lado, los expertos Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, 
Alegría, Saavedra y Borda (2020) respecto a la segunda pregunta, sostuvieron 
que el modelo de intervención es eficaz respecto a los demás tipos de violencia 
contemplados en la Ley 30364, sin embargo respecto a la violencia económica 
resulta ineficiente ya que no establece la forma de la intervención por parte de los 
operadores de justicia respecto del ámbito penal, constituyendo así como ya se 
mencionó una garantía virtual y no real, ya que por más que las denuncias se 
presenten con fundamentos firmes, la sola inexistencia de un tipo penal no les 




No obstante, Vargas y Silva (2020), manifestaron que el modelo de intervención 
si es eficaz por lo que no es necesario concurrir con una denuncia penal, ya que 
estos problemas deben ser tratados con terapias y otras formas pues el núcleo de 
una sociedad es una familia y una denuncia penal solo se realizaba cuando el hecho 
realmente lo ameritaba, no ante el primer problema o desavenencia que pudiera 
ocurrir, pues el modelo actual genera demasiadas denuncias por hechos que 
posteriormente son abandonados por la misma denunciante, quien no aporta, no 
concurre a los exámenes y peor aún niega los hechos, creando un problemas de 
trabajo -horas hombre- por algo que no tiene futuro en un proceso penal. 
De acuerdo con los resultados de la segunda pregunta, 8 de 10 expertos, 
consideraron que el modelo de intervención previsto por la Ley 30364 solo es eficaz 
respecto a las medidas protección y cautelares, pero penalmente no hay sanción 
porque tal como ya se ha dicho, la violencia económica o patrimonial como tal no 
está normada como tipo penal en el Código Penal. 
Por otra parte, los expertos, Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, 
Vargas, Silva, Alegría, Saavedra y Borda (2020), respecto a la tercera pregunta, 
coincidieron de forma grupal, al sostener que las denuncias por violencia 
económica no son posibles de  calificar como tales dentro del contexto normativo, 
ya que, para ello se requiere una previa tipificación en el Código Penal, esto en 
virtud del principio de legalidad, por lo menos en las Fiscalías Provinciales 
Especializada en Violencia contra la Mujer y los Integrantes del Grupo Familiar. 
Asimismo, Girón (2020) manifiesta que las denuncias penales por violencia 
económica, por sus supuestos típicos no son elementos objetivos de algún tipo 
penal, terminando muchas veces en el archivo definitivo, o también derivándose a 
la Fiscalía Penal correspondiente, cuando por las circunstancias de los hechos 
pudieran estar incursos en los delitos de omisión de asistencia familiar, 
discriminación, perturbación de la posesión, daños, apropiación ilícita, etc. 
De acuerdo a los resultados de la tercera pregunta, los 10 expertos afirmaron 
que el problema esencial es que no tiene un respaldo legal y siendo que la 
normativa penal es taxativa y exige que las conductas para ser sancionadas deben 





Con relación al objetivo específico 1: “Determinar si el supuesto típico de la 
limitación o control de los ingresos económicos destinados a satisfacer las 
necesidades de la mujer, trasgrede el derecho de igualdad de género”. 
4. ¿En qué medida, el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 
mujer, transgrede el derecho de igualdad de género?  
5. ¿En qué medida representa una dificultad en la calificación de las 
denuncias penales por violencia económica, la falta de lesiones fisicas 
o psicológicas?  
6. ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para 
advertir un cuadro de desnutrición provocado por violencia 
económica?  
Los expertos, Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, Vargas, Silva, 
Alegría, Saavedra y Borda (2020), respecto a la cuarta pregunta, sostuvieron que 
la paridad de género implica el ejercicio obligaciones y derechos de ambos géneros 
en equivalencia de condiciones, donde el sexo no debe condicionar dicho ejercicio, 
por lo tanto, la conducta lesiva que realiza el agresor a la mujer con la restricción y 
vigilancia de los ingresos y egresos económicos si vulnera el principio de igualdad 
de la mujer atentando con sus derechos económicos. En esa Línea, Hernández 
(2020) sostiene que todo acto de violencia de violencia genera una vulneración en 
el derecho a la igualdad de la mujer, ahora bien la limitación o control de los 
ingresos económicos de la mujer, entendida como aquella acción que busca 
obstruir o controlar la participación en el manejo de los ingresos o percepciones 
económicas destinados a la canasta familiar, esta conducta del agresor genera un 
daño a la autoestima de la mujer, porque no le permite tomar decisiones o manejar 
la economía del hogar, reforzando la dependencia económica que el agresor le ha 
establecido a la mujer. 
A propósito de los resultados de la cuarta pregunta, 9 de 10 expertos expresaron 
que, todo acto de violencia de violencia genera una vulneración en el derecho a la 
igualdad de la mujer, por cuanto la limitación o control debe entenderse como 




ingresos o percepciones económicas destinados a la canasta familiar, esta 
conducta del agresor genera un daño a la autoestima de la mujer, porque no le 
permite tomar decisiones o manejar la economía del hogar, reforzando la 
dependencia económica que el agresor le ha establecido a la mujer. 
Por otro lado, Los expertos, Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, 
Vargas, Alegría, Saavedra y Borda (2020), respecto a la quinta pregunta, 
fundamentaron que existe de por sí, una dificultad en el operador de justicia o titular 
de la acción penal, en este caso el Fiscal, en la calificación de las denuncias 
penales por violencia económica para encuadrarlas dentro de un tipo penal, por lo 
que la falta o presencia de lesiones físicas y psicológicas en la víctima no influye 
en forma determinante en la referida calificación. En esa línea, Hernández (2020) 
sustenta que cuando hablamos de violencia contra la mujer esta tiene diferentes 
manifestaciones y/o formas que si bien se refuerzan entre sí, tienen diferentes 
formas de causar daño en la mujer, en ese sentido la violencia económica que 
tiende a causar un menoscabo en los recursos económicos de la mujer es diferente 
a la violencia psicológica que genera daños en la psiquis de la mujer, por lo que no 
puede considerarse a la violencia económica como un derivado de la violencia 
psicológica sino por el contrario la violencia psicológica debe ser tratada de un 
agravante de la violencia económica. No obstante, existe la mala práctica de 
vincular a la violencia económica como un tipo dependiente de la violencia 
psicológica, lo que genera una dificultad ya que de no presentarse esta, resulta 
difícil formular las denuncias, que se adecuarían a una por violencia psicológica 
regulada en el artículo 122-B del Código Penal. 
No obstante, Silva (2020) por otro lado manifestó que en el ámbito penal no sólo 
es lo que se dice, sino lo que se puede probar en juicio; no es posible calificar el 
supuesto de violencia económica, considerando que existe otro medio para 
reclamar un derecho económico. 
De acuerdo a los resultados de la quinta pregunta, 8 de los 10 entrevistados 
afirmaron que la dificultad está en que el Fiscal, no puede calificar de las denuncias 
penales por violencia económica, ya que, no puede enmarcarlas dentro de un tipo 
penal, por lo que, la falta o presencia de lesiones físicas y psicológicas en la víctima 




Por otra parte, los expertos, Marcos, Pineda, Girón, Hernández, Gutiérrez, 
Vargas, Silva, Alegría, Saavedra y Borda (2020), respecto a la sexta pregunta, 
sostienen que un cuadro de desnutrición siempre va a ser advertido por las 
declaraciones, pero esencialmente por una pericia médico legal, por tanto las 
diligencias que hoy se tienen para los tema de violencia, no van a servir de mucho 
en los casos de violencia económica, por lo cual si son necesarios otras diligencias 
que permitan advertir un cuadro de desnutrición y vulneración provocado por esta 
violencia. Asimismo, Hernández (2020) considera que la acreditación de la violencia 
económica de por si resulta difícil, por lo que, el artículo 334° del Código Procesal 
Penal, concordante con el artículo 336° del mismo cuerpo normativo, inciso 4. 
Establece que, si no aparecen indicios reveladores de la existencia de un delito, no 
se pueden considerar delito, por cuanto no basta una imputación vaga, 
impersonalizada, genérica o imprecisa, en el caso de la violencia económica a 
diferencia de la violencia psicológica o física, no se pueden acreditar con un 
certificado médico, esto conlleva a que las víctimas no puedan presentar una 
adecuada denuncia y que los fiscales no puedan realizar la adecuación. Por lo que 
si es necesario que se establezcan otro tipo de diligencias que permitan la 
acreditación de un cuadro de desnutrición provocado por violencia económica. 
Conforme a los resultados de la sexta pregunta, todos los expertos afirmaron 
que las diligencias existentes para los casos de violencia familiar no son las 
adecuadas para advertir un menoscabo provocado por violencia económica, por lo 
que sería pertinente la adopción de otros acorde a la naturaleza de esta violencia. 
Con relación al objetivo específico 2: “Precisar si el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer”. 
7. ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 
de la mujer? 
8. ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que se pueda 
configurar la violencia económica en este supuesto de evasión del 




9. ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género al momento 
de la calificación de la denuncia penal? 
Los expertos, Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, Vargas, Silva, 
Alegría, Saavedra y Borda (2020), respecto a la séptima pregunta, manifestaron 
que la Ley 30364 busca eliminar la discriminación de todo ámbito social; no 
obstante, en los casos de violencia económica, el incumplimiento alimentario, es 
una clara manifestación de discriminación, puesto que perjudica económicamente 
a la mujer, vulnerando su derecho a la subsistencia, obligándola a asumir sola los 
alimentos, mientras que el hombre evade sus responsabilidades sin obstruir sus 
planes de vida. En esa línea, Borda (2020) considera que la responsabilidad de los 
alimentos es de ambos padres, cuando uno incumple y deja la responsabilidad al 
otro, además de perjudicarlo económicamente atenta con su derecho a la 
subsistencia porque dejará de preverse cosas para sí, porque tendrá que preverlas 
íntegramente a su hijo. 
Por otro lado, Vargas y Silva (2020) por otro lado sostuvieron que el problema 
surge desde el punto de vista en que se considera que la mujer es una dependiente 
económica de un varón o un proveedor y que la discriminación no podría 
considerarla dentro de la evasión al cumplimiento de las obligaciones alimentarias, 
pues tiene remedios como los previstos en el artículo 2° la Constitución, para su 
protección.  
Acorde a los resultados de séptima pregunta, 8 de 10 expertos afirmaron que, 
la ley 30364 busca evitar cualquier tipo de exclusión, distinción o restricción basada 
en el sexo; es por ello el supuesto típico de evasión de cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, colisiona y atenta contra dicho principio, pues 
menoscaba el goce y derecho que tiene la mujer a las referidas obligaciones 
alimentarias. 
Por otra parte, los expertos, Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, 
Vargas, Silva, Alegría, Saavedra y Borda (2020), respecto a la octava pregunta, 
establecieron que las denuncias por este supuesto son remitidas a las fiscalías 




Código Penal, conferidos en el delito de omisión a la asistencia familiar, el cual 
contiene sus elementos. a) La obligación de cumplir con las obligaciones 
alimentarias, nacida de un mandato legal o de un supuesto de hecho, b) Las 
necesidades acreditadas por la víctima, c) La omisión por comisión, es decir omitir 
cumplir intencionalmente las obligaciones alimentarias y d) La resistencia del 
obligado a cumplir las obligaciones alimentarias, a pesar de los múltiples 
requerimientos de la beneficiaria. En esa línea Hernández (2020) refiere que 
normalmente, los criterios que se usan, son los previstos en el artículo 149° de la 
norma penal, conferidos en el delito de omisión a la asistencia familiar, el cual 
contiene sus elementos. Esta situación se da justamente por los vacíos que se 
presentan en la regulación de la violencia económica o patrimonial, que ha 
generado perjuicios en la mujer, quien se ve desprotegida ante esta violencia. 
Sin embargo, Vargas y Silva (2020) por otro lado sostienen que no podría 
considerarse como una discriminación hacia la mujer, porque esa evasión se 
entiende va en contra aquel que estaría en la obligación de generar la provisión. 
En referencia a los resultados de la octava pregunta, 8 de 10 expertos indicaron 
que, la ley 30364 no ha previsto criterios afines a esta modalidad de violencia 
económica, siendo que para los casos que se registran en el Ministerio Público se 
usan aquellos contemplados en el artículo 149° del código Penal, que describe la 
conducta del delito de omisión a la asistencia familiar, siendo que es requisito 
indispensable que las obligaciones requeridas nazcan de un mandato legal. 
Los expertos, Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, Alegría, Saavedra 
y Borda (2020), respecto a la novena pregunta, fundamentaron que la ley 30364 
establece el enfoque de género reconociéndolo como la existencia de contextos 
asimétricos en la relación entre hombres y mujeres, edificadas sobre el asiento de 
las discrepancias de género, pero que en los casos de violencia económica contra 
la mujer, específicamente en la modalidad del incumplimiento alimentario, se pierde 
este enfoque toda vez que son adecuadas al tipo penal de omisión a la asistencia 
familiar. En esa línea Alegría (2020) manifiesta que es obligación de los entes 
rectores de justicia la aplicación de una perspectiva de género, pero esta situación 




aplica esta perspectiva, ya que, no se pueden calificar de manera objetiva por la 
falta de un tipo penal. 
Contrario a ello, Silva y Vargas (2020), refirió que no debería usarse tal enfoque 
en este tipo de delito, puesto que la evasión o incumplimiento esta dirigido a causar 
daños en el menor, y no en la mujer, por cuanto no es necesario el enfoque de 
género en estos casos. 
podría ser considerado como una manifestación de discriminación hacia la 
mujer, porque esa evasión se entiende que se da contra aquel que estaría en la 
obligación de generar la provisión. 
Conforme a los resultados de la novena pregunta, 8 de los 10 entrevistados 
afirmaron que, este supuesto al ser considerado bajo la visión del delito de omisión 
a la asistencia familiar, pierde toda perspectiva de género, lo mismo ocurre con los 
demás supuestos que se apoyan y/o adecuan en tipos penales distintos que no 
aplican la perspectiva de género, en ese sentido, se evidencia que no se aplica la 
perspectiva de género en la calificación de las denuncias de violencia económica 
Finalmente, respecto a la pregunta adicional: ¿Considera usted, que la 
violencia económica requiere de una tipificación en el Código Penal? 
Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, Alegría, Saavedra y Borda 
(2020), respecto a la décima pregunta, consideraron que, si es necesario la 
tipificación de la violencia económica en el Código Penal, ya que, esta no cuenta 
con un tipo penal, y porque de esta manera se lograra armonizar lo establecido en 
las convenciones internacionales que buscan proteger los derechos de las mujeres. 
En esa línea, Girón (2020) refiere que la violencia económica tiene un respaldo 
legal en la ley 30364 pero solamente de naturaleza tutelar, es decir para expeditar 
y lograr las medidas de protección, a diferencia de los demás tipos de violencia; en 
tal sentido se hace necesario incorporar al Código penal el tipo penal específico de 
violencia económica, que difiera dentro de los elementos objetivos de los delitos de 
omisión a la asistencia familiar (en caso de obligaciones alimenticias), del delito de 
discriminación (en caso de limitaciones o restricciones en todo sentido, en la 
actividad laboral) y del delito contra el patrimonio (en caso de obligaciones reales 




modalidades que ha normado la ley 30464 y su Reglamento, sin mayores requisitos 
que los expuestos en dichas normas. 
De forma contraria, Vargas y Silva (2020) sostienen que no es necesario por 
cuanto existe una inflación de conductas lesivas en han sido tipificadas en el Código 
Penal, y porque ya existen otros tipos penales donde se puedan respaldar este tipo 
de conducta. 
Conforme a los resultados de la pregunta adicional, 8 de los 10 expertos 
afirmaron que el legislador considere esta problemática ya que no se está 
respetando los convenios suscritos por nuestro país, los mismos que obligan a los 
estados a adoptar medidas que busquen la erradicación, prevención y sanción de 
todos los tipos de violencia contra la mujer. 
Para la obtención de datos de fuente documental se usaron los siguientes 
documentos, los mismos que responderán de manera objetiva a nuestros objetivos, 
por lo que pasaremos a desarrollarlos: 
De la descripción de la guía de análisis de fuente documental respecto al 
objetivo general, el cual se funda en la tarea de Analizar si la regulación de la 
violencia económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencia”. 
“ANÁLISIS DE CONVENCIÓN INTERNACIONAL” 
Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer “Convención Belém do Para” - 1995 
El citado Convenio sometido a análisis, fue elaborado las Naciones Unidas, 
publicado en agosto de 1995, específicamente en los incisos b), c), d), e) y f) del 
artículo 7° de la Convención, refirió que el modelo de intervención previsto en la 
Ley 30364 para los casos de violencia intrafamiliar, no responde a los propósitos 
internacionales, por lo que esta situación requiere de una reforma que tenga como 
propósito armonizar y compatibilizar el modelo de intervención establecido en la 
normativa jurídica legal y se consiga de forma efectiva y oportuna prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia hacia las mujeres. En esa línea, la violencia 




manera oportuna y eficaz en el ámbito penal, puesto que se ha dejado en el aire a 
este tipo de violencia que no cuenta con un apartado normativo que permita la 
identificación con un tipo penal, siendo que las víctimas que presentan sus 
denuncias, no consiguen un acceso a la justicia. 
“ANÁLISIS DE DISPOSICIÓN DE ARCHIVAMIENTO” 
Fundamento del Fiscal Adjunto Provincial Luz Angelica Pineda Sánchez en la 
Disposición N° 02-2020-MP-FN-3FPCEVCMIGF-LN-1D – Carpeta Fiscal. 
606078901-2020-194-0 - Distrito Fiscal de Lima Norte - Tercera Fiscalía 
Provincial Corporativa Especializada en Violencia Contra la Mujer o 
Integrantes del Grupo Familiar de Lima Norte - Segundo Despacho - 2020 
Es necesario considerar para el presente análisis, los fundamentos de la fiscal 
Responsable Luz Angelica Pineda Sánchez, expuesto en la Disposición N° 02-
2019-MP-FN-3FPCEVCMIGF-LN-1D – Carpeta Fiscal N° 606078901-2020-194-0, 
la cual provenía de la denuncia penal interpuesta por Lisbet Stefany Prado Flores 
contra Andy Yaset Guillergua Amaya, por presuntos Actos de Violencia Económica 
o Patrimonial.  
Ante dicha controversia la citada fiscal, señalo que el fiscal al realizar el análisis 
del caso, en primer lugar, en el considerando 6.5 pone de manifiesto que la Ley 
30364 no ha establecido un tipo penal para la violencia económica o patrimonial, 
por cuanto esta conducta resulta atípica y no puede calificarse, por lo que 
basándose en el principio de legalidad no se puede sancionar sobre una conducta 
que no cuente con un tipo penal. 
De los documentos expuestos en los párrafos que anteceden, se evidencio que 
en primer lugar que los legisladores no han procurado regular adecuadamente a la 
violencia económica, por cuanto han considerado una protección de tipo tutelar a 
la mujer, en su modelo de intervención, que no es acorde con el modelo propuesto 
en las convenciones internacionales, lo que dificulta a los operadores de justicia 
que no pueden satisfacer las necesidades en las denuncias de las víctimas de 
violencia económica o patrimonial de forma oportuna y eficiente, de esta manera si 
bien existe un avance al haber regulado esta conducta violenta, como lo expone la 




objetiva y menos aplicar la perspectiva de género en las denuncias por este tipo de 
violencia, porque las mismas resultan atípicas y no permiten sancionar al agresor, 
vulnerándose su derecho a una vida libre de violencia. 
Continuando con la descripción de los resultados, cabe precisar que respecto 
de nuestro objetivo específico 1: “Determinar si el supuesto típico de la limitación 
o control de los ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 
mujer, trasgrede el derecho de igualdad de género”. Se ha analizado lo siguiente: 
“ANÁLISIS DE DECRETO SUPREMO” 
Decreto Supremo Nº 002-2020-MIMP, que aprueba el plan estratégico 
multisectorial de igualdad de género de la política nacional de igualdad de 
género – 2020 
El citado Decreto Supremo sometido a análisis, fue elaborado por el Ministerio de 
la mujer y poblaciones vulnerables, publicado en marzo de 2020, específicamente 
en su Objetivo Prioritario 4, cita al Observatorio de Igualdad de Género de la CEPAL 
(2016), y manifiesto que para que las mujeres consigan profesar su autonomía 
económica, deben acceder a trabajos remunerados en paridad con el hombre, para 
poder solventar, satisfacer y decidir sobre sus propios recursos y necesidades y no 
depender del hombre.   
Asimismo, señalo, el plan para garantizar la autonomía y desarrollo de los 
derechos económicos y sociales de las mujeres que se ha planteado el Estado, con 
la finalidad de reducir la desigualdad de género. 
“ANÁLISIS DE SENTENCIA INTERNACIONAL” 
“Sentencia T-012/16 de la Sala Novena de Revisión de la Corte Constitucional, 
Expediente de referencia T- 4.970.917” – 2011 
Es menester considerar para el presente análisis, el fundamento del Magistrado de 
la Sala Novena de Revisión de la Corte Constitucional, Dr. Luis Ernesto Vargas 
Silva, expuesta en la Sentencia, la cual provenía del requerimiento de acción de 
tutela en contra de la Sala de Familia del Tribunal Superior de Bogotá y la 




Ante dicha controversia el citado magistrado, señaló que, la violencia de género 
también, puede darse de forma económica, en donde la mujer por la relación 
asimétrica con el hombre se ve sumisa a un control económico por parte de este 
quien no solo controla el dinero que aporta sino el que ingresa por parte de la mujer, 
siendo el ámbito privado donde se hace más evidente. 
De los documentos analizados en los párrafos que preceden, se manifiesto que 
una forma de violencia se da también económicamente cuando la mujer no puede 
ejercer su autonomía económica en el sentido de que no puede generarse sus 
propios ingresos para satisfacer sus necesidades, y que esta es una situación que 
se da más que todo por la relación asimétrica que tiene el hombre con la mujer, por 
cuanto esta privación de paridad, debe ser abordada por el Estado, cuya finalidad 
debe encaminarse a la reducción de la desigualdad de género, para proteger el 
derecho de igualdad que deben gozar todas las mujeres. 
Finalmente, se empleó el análisis de informe para diferir lo señalado en el 
objetivo específico 2: “Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento 
de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación de la 
mujer”. 
“ANÁLISIS DE CONVENCIÓN” 
Naciones Unidas (1981) “convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer CEDAW” – 1981 
El citado Convenio sometida a análisis, fue elaborada por las Naciones Unidas, 
publicada en septiembre de 1981, específicamente en su artículo 16° inciso d), hizo 
referencia que es un acto de discriminación hacia la mujer, el incumplimiento de las 
responsabilidades alimentarias, ya sea dentro del matrimonio como fuera de él, 
siendo que el segundo se refiere a la discriminación que sufre la mujer  al ser 
forzada a arrogarse personalmente un acrecentamiento de gastos al tener que 
pagar los no cubiertos por el incumplimiento; con la consiguiente decadencia y 






“ANÁLISIS DE SENTENCIA” 
Fundamento del Magistrado Pablo C. Casas, sobre sentencia emitida por el 
Juzgado de 1ra Instancia en lo Penal Contravencional y de Faltas N° 10 
Secretaría Única - 2020 
Es necesario considerar para el presente análisis, el fundamento del Magistrado 
del Juzgado de Primera Instancia en lo Penal, Contravencional y de Faltas N° 10, 
Dr. Pablo C. Casas, expuesta en la Sentencia, la cual provenía del requerimiento 
de juicio presentado por la Fiscal a cargo de la Fiscalía N° 23 del fuero, Valeria 
Lancman. 
Ante dicha controversia el citado magistrado, señaló que, el comportamiento del 
acusado implicó violencia económica contra la agraviada, en tanto se convirtió en 
un efectivo daño económico y emocional sobre la misma, quien no sólo tuvo que 
cubrir sola las necesidades de la hija en común, sino que además, se privó como 
mujer autónoma de diseñar y decidir libremente su plan de vida sin las limitaciones 
económicas, esto porque tuvo que padecer durante años al tener que garantizar 
ella sola la subsistencia de la hija que tienen en común. 
De los documentos analizados en los párrafos que preceden, se evidencia que 
un acto de discriminación también se entiende cuando el hombre que no tiene la 
custodia de los hijos se desatiende de sus obligaciones como progenitor, obligando 
a la mujer a cubrir sola las necesidades de los hijos en común, lo que conlleva a 
que se prive de su proyecto de vida, y vea menguado su derecho a la no 
discriminación.  
Para la discusión se dispuso considerar los ponderamientos derivados de las 
entrevistas, análisis de fuente documental, doctrina y trabajos previos, analizados 
en ese orden en el trabajo de investigación, de la forma siguiente: 
Con relación al objetivo general: “Analizar si la regulación de la violencia, 
garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia”. 
Respecto a la regulación de la violencia económica como garantía de una vida 
libre de violencia, y en base a las entrevistas, se advierte que los entrevistados, los 




Alegría, Saavedra y Borda, manifiestan conjuntamente que la Ley 30364 y sus 
modificatorias no regulan de manera eficiente el tema de la violencia económica, 
ya que, los vacíos que presenta no se ajusta a lo dispuesto en las normas 
internacionales, consecuentemente esta problemática de ninguna manera 
garantiza el cumplimiento de dicho derecho, esta realidad se refleja en los 
incesantes casos de violencia contra la mujer existentes en toda la República y en 
especial en el distrito fiscal de Lima Norte. En esa línea, Pineda y Marco, sostienen 
que la normativa legal respecto a la violencia económica es incompleta y esto se 
debe por la limitación que le ha dado la Ley 30364, por tanto, considera que el 
problema real no es la violencia económica propiamente sino la ley que la contiene, 
y que la Ley 30364, no ha estimado considerarla ni como delito ni como falta, por 
cuanto para un amparo de las víctimas lo único que se permite son dictar medidas 
cautelares o protectoras que solo tienen una eficacia virtual y no real, porque el 
Estado no le da seguimiento a los casos, siendo que estos factores terminan por 
no garantizar los derechos de la mujer, menos el de una vida libre de violencia.  
Aunado a ello, Vargas, considera que, la incorporación de la violencia 
económica en la Ley 30364, provee más herramientas de protección a la mujer, por 
cuanto su incorporación resulta ser un gran avance en el tema de violencia familiar 
y de género. 
En cuanto a la eficacia del modelo de intervención al respecto de las denuncias 
por violencia económica, según los referidos entrevistados, el modelo previsto por 
la Ley 30364, no es eficaz por cuanto tiene naturaleza tutelar y no sancionadora, 
es decir, es eficiente en cuanto a medidas de protección y cautelares, mas no en 
sanciones punitivas, ya que es atípica, y no permite sancionar al agresor.  
Por otro lado, sobre los problemas que se suscitan en la calificación de las 
denuncias por violencia económica, señalan que, las denuncias que se atienden en 
las Fiscalías, en su mayoría son archivadas definitivamente o derivadas a las 
fiscalías pertinentes adecuadas en delitos de daños, discriminación, omisión a la 
asistencia familiar, perturbación de la posesión, daños, apropiación ilícita, etc., esto 
porque la violencia económica no cuenta con un respaldo penal, por lo que, en 




“nullum crimen, nulla poena, sine lege”. En ese sentido los entrevistados concluyen 
que las denuncias por violencia económica no pueden ni deben formalizarse. 
Concuerdo con lo referido por la mayoría de los entrevistados, que consideran 
que, a pesar de la inclusión de la violencia económica en la normativa jurídica legal 
nacional esta no puede garantizar el derecho a una vida libre de violencia, por 
cuanto presenta vacíos en su normativa que no le permiten ajustarse a lo 
establecido en los modelos internacionales. Concuerdo también, con que estos 
vacíos son más evidentes en relación al modelo de intervención previsto por la Ley 
30364, que en palabras de los propios entrevistados dicho modelo en su aplicación 
en los casos de violencia económica es escaso, ya que, su naturaleza tutelar, solo 
puede brindar a las víctimas medidas cautelares y de protección, las cuales no son 
suficientes para proteger a las víctimas. Finalmente coincido con los mismos, que 
esta situación, se da justamente por la falta de un tipo penal, que respalde la 
formulación de las denuncias penales por violencia económica, que, para los 
entrevistados por la naturaleza taxativa de la norma penal, el actual de los fiscales, 
se ve obstaculizado respecto a la calificación objetiva de las denuncias, por lo que 
esta situación deja en indefensión a las víctimas que no ven tutelados sus derechos.  
Lo manifestado por los entrevistados mencionados, se sostiene en el análisis 
documental, el cual concibe que la Convención Interamericana para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer - Convención Belém do Para, 
elaborado por las Naciones Unidas, la cual respalda las respuestas de la pregunta 
1 y 2, por cuanto, señala que en los incisos b), c), d), e) y f) del artículo 7°, que los 
Estados suscritos deben adoptar dispositivos de protección que sean oportunos y 
efectivos a fin de proteger a las mujeres de  todas las formas de violencia, 
estableciendo alcances sobre el modelo de intervención a seguir en el caso de 
violencia hacia las mujeres, sin embargo, a nivel nacional se observa un panorama 
diferente, ya que, el modelo de intervención propuesto no armoniza con el modelo 
descrito en la Convención y no garantiza el derecho a una vida libre de violencia. 
Por su parte la Fiscal Responsable Luz Angelica Pineda Sánchez, expuesto en 
la Disposición N° 02-2019-MP-FN-3FPCEVCMIGF-LN-1D – Carpeta Fiscal N° 
606078901-2020-194-0, en el caso de la denuncia penal interpuesta por Lisbet 




Violencia Económica o Patrimonial, respalda las respuestas de la pregunta 3, 
fundamentando que la Ley 30364 no ha establecido un tipo penal para esta 
violencia, por cuanto le da una calidad de atípica y no permite que la calificación se 
realice de manera objetiva, esto porque la ley penal es taxativa por el principio de 
legalidad, por lo cual los fiscales no formulan acusación y disponen el archivamiento 
definitivo, siendo que ello, representa la mayor dificultad en cuanto a la calificación 
de las denuncias por violencia económica en el ámbito penal.  
Concuerdo con lo referido en los documentos analizados, ya que, el propósito 
que deben de tener todos los Estados suscritos es la eliminación de todo tipo de 
violencia hacia la mujer, para ello deben establecer políticas y mecanismos de 
protección efectivos y oportunos para las víctimas, aunque ello implique una 
sanción al agresor, algo que no sucede en nuestra legislación ya que como se ha 
evidenciado las denuncias penales en su mayoría son archivadas por la falta de un 
tipo penal que respalde el actuar de los fiscales respecto a la calificación objetiva 
de las denuncias, siendo esta una clara manifestación de que el modelo de 
intervención propuesto previsto en la Ley 30364 no armoniza con el modelo 
internacional, por cuanto, aunque busque una adecuada protección de la mujer, los 
mecanismos que ha implementado no surtirán los efectos esperados mientras no 
sean resueltas los vacíos secuenciales. 
En ese sentido, se infiere que los resultados obtenidos, antes descritos, resultan 
ser iguales a los trabajos previos, siendo que la revista indexada titulada “La 
violencia económica y patrimonial”, elaborada por Ponce, respalda las respuestas 
de la pregunta 1, al manifestar que la violencia económica no es una violencia que 
debería ser tomada como una conducta inofensiva, por cuanto la gravedad de esta 
se encuentra en la forma que el agresor la desarrolla en la víctima, afectando 
directamente su derecho a la subsistencia. En esa línea, la tesis titulada 
“Tratamiento jurídico de la violencia económica en la ley 30364 y su reglamento, en 
el juzgado de paz letrado civil de cerro colorado de Arequipa, durante los años 2016 
al 2017”, elaborada por Macedo, que respalda con su conclusión las respuestas de 
la pregunta 2, al considerar que la regulación es insuficiente para las víctimas de 
violencia económica, ya que, las medidas tutelares están supeditadas a las 




Asimismo, Placido a través de la revista indexada titulada “El control de 
convencionalidad del modelo de intervención contra la violencia de género de la ley 
30364”, respalda la respuesta de la pregunta 3, al manifestar, que el modelo de 
intervención viene ocasionando indefensión, en la medida que el fiscal penal no 
puede formalizar la denuncia penal por la falta del tipo penal por lo cual, la 
protección de las personas más vulnerables se ve menguado; en efecto, el autor 
indica que es sustancial que el modelo de intervención armonice con los estándares 
internacionales.  
Hay que tener en cuenta que, por mandato internacional, es obligación por parte 
de Estado crear o implementar, medidas, acciones, normas y políticas públicas que 
tengan por finalidad la protección efectiva de la mujer y demás sujetos pasivos de 
sufrir violencia, siendo que en razón de ello, es que nace el derecho a una vida libre 
de violencia, que aunque no se encuentra de forma explícita en nuestra Carta 
Magna, tiene un arraigo constitucional por su composición de derechos 
fundamentales, por cuanto debe estar contenida en todas las normas de las 
sociedades, como una principio solido de una sociedad moderna, siendo que en 
virtud de este se deben implementar medidas y políticas necesarias para lograr el 
objetivo, no siendo recomendable para ningún Estado alejarse u omitir este derecho 
a través de las normas que haya adoptado, un claro ejemplo de ello es el trabajado 
en esta investigación, que evidencia que el modelo no engrana en su totalidad con 
la violencia económica, por cuanto lo que debe buscar es armonizar con el modelo 
internacional para que con ello se logre garantizar el derecho a una vida libre de 
violencia hacia las mujeres.  
Por lo tanto, inferimos que el Estado si bien, se ha ocupado de implementar la 
violencia económica en la Ley 30364 para todos los casos de violencia familiar, no 
obstante, evidenciado que tal regulación resulta limitada e insuficiente por los 
vacíos que presenta en nuestra normativa jurídica nacional, siendo que el modelo 
existente no es suficiente o no es preciso para los casos de violencia económica, 
por cuanto, en la etapa sancionadora, no se puede aplicar una sanción para el 
agresor, debido a que, en la remisión que se hace a la instancia fiscal, propiamente 
el Ministerio Público, donde el fiscal debería de formular la denuncia, este se ve 




el Código Penal de esta conducta lesiva, que le permita identificar esta conducta y 
consecuentemente hacer la calificación objetiva en virtud de todos los medios 
probatorios presentados, ya que, la violencia económica es atípica, es decir, que 
no cuenta con un tipo penal en el Código Penal, y que en virtud del principio de 
legalidad, que advierte que nadie puede ser juzgado o sentenciado por una 
conducta que no se encuentra prevista en la ley, este vacío, afecta directamente a 
la víctima dejándola en un estado de indefensión, evidenciándose de esta forma 
que, el modelo de intervención previsto en la Ley 30364 no armoniza con el modelo 
internacional, esta problemática  desampara a la mujer, y no garantizando su 
derecho a una vida libre de violencia, derecho que cuenta con arraigo 
constitucional, por el contenido de derechos fundamentales que reúne en sí, siendo 
que de esa manera se vulnera su derecho fundamental a la subsistencia.  
Después de haber justificado nuestro supuesto general y conseguido nuestro 
objetivo general, es momento de emprender con la discusión correspondiente al 
objetivo específico 1: “Determinar si el supuesto típico de la limitación o control 
de los ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, 
trasgrede el derecho de igualdad de género”, de la siguiente forma: 
En cuanto a la normativa legal de la violencia económica relacionada a la 
garantía del derecho a la igualdad de género, se desprende de los entrevistados 
Pineda, Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, Alegría, Saavedra y Borda, 
consideran que el derecho a la igualdad es un derecho fundamental del cual debe 
de gozar toda persona, y que no debe ejercerse en función del sexo, ya que, esta 
condición natural como lo es el sexo de la persona, no puede determinar los 
derechos, oportunidades y responsabilidades que deben de tener en su vida, por lo 
cual, la conducta que reprime la autonomía y poder de decisión respecto a los 
recursos económicos, es una manifestación clara de opresión contra la mujer, que 
vulnera su derecho a la igualdad de género, ya que, pone a la mujer en una 
desventaja de desarrollo en la sociedad. 
Asimismo, respecto a la dificultad en la calificación de las denuncias penales 
por falta de lesiones físicas o psicológicas, Pineda, Marcos, Girón, Hernández, 
Gutiérrez, Alegría, Saavedra y Borda, agregan que, cuando esta conducta lesiva es 




víctima no influyen en la calificación de las denuncias, por cuanto las diligencias 
establecidas en el modelo de intervención, para los casos de violencia intrafamiliar 
son eficientes para acreditar la violencia física o psicológica, pero no en los casos 
de violencia económica, debido a que estas diligencias no pueden advertir un 
cuadro de desnutrición y vulnerabilidad provocado por esta conducta lesiva, por 
cuanto su naturaleza y forma de dañar o causar un menoscabo en la mujer es 
totalmente diferente a un daño psicológico y menos a un daño físico. Marcos y 
Pineda, refieren que de advertirse un cuadro de violencia física o psicológica que 
acompañen a la violencia económica, no deberían de relacionarse entre sí, sino por 
el contrario, deberían de ser considerados como agravantes, por cuanto producen 
otro tipo de daño o menoscabo en la mujer. 
Por otro lado, respecto a la necesidad de implementar diligencias exclusivas 
para la violencia económica, los entrevistados Pineda, Marcos, Girón, Hernández, 
Gutiérrez, Alegría, Saavedra y Borda, consideran que si es necesario que se 
implementen diligencias para la acreditación de la violencia económica, que 
fundamentalmente se deben de advertir en las declaraciones de la víctima pero que 
en virtud de los artículos 334° y 336° del Código Procesal Penal, no solo se requiere 
una imputación hacia el agresor, sino que este debe ser acompañado de los medios 
probatorios necesarios para que aquel indicio se transforme en prueba indubitable 
de una agresión económica, pero en el caso de la violencia económica es difícil 
poder alcanzar esos medios probatorios requeridos, porque las diligencias 
establecidas para los casos de violencia familiar, no se ajustan a este tipo. 
Concuerdo con los entrevistados en que el supuesto típico de la violencia 
económica es una clara manifestación de vulneración al derecho de igualdad de 
género, por cuanto la conducta lesiva que desarrolla el agresor en la mujer no le 
permite adquirir su autonomía económica y decisión sobre los recursos economicos 
dirigidos a satisfacer sus necesidades, aun cuando estos recursos hayan sido 
adquiridos por ella. Asimismo, coincido con los mismos, en que, cuando estas 
conductas son denunciadas, no son fáciles de acreditar por la víctima que solo 
puede denunciar en base a su declaración, pero que por la taxatividad de la norma 
penal, obliga a que esta imputación se acompañe con documentos probatorios que 




presencia o no de lesiones físicas o psicológicas no van a afectar mucho la 
calificación objetiva en primera porque la violencia económica es atípica, y en 
segundo lugar porque las diligencias establecidas no ayudan a la acreditación de 
tal afectación, siendo necesario la incorporación de otras diligencias que permitan 
advertir un cuadro de desnutrición o vulneración provocado por la violencia 
económica, que consecuentemente separe a estas conductas y no las relacione 
como consecuencia de una a otra, sino que de advertirse violencia física o 
psicológica sean consideradas como agravantes. 
Lo manifestado por los entrevistados, se sostiene en nuestro análisis 
documental, ya que, las respuestas de la pregunta 4 se ven respaldadas por el 
fundamento del Magistrado de la Sala Novena de Revisión de la Corte 
Constitucional, Dr. Luis Ernesto Vargas Silva, expuesta en la Sentencia T-012/16, 
pues, considera que la violencia de género también puede darse de forma 
económica y que esta situación se da cuando por la relación asimétrica que existe 
entre el hombre y la mujer, con el que se crea una dependencia económica hacia 
este, que mengua y daña el autoestima de la mujer, al considerarse un ser inferior 
al hombre.   
Asimismo, el Decreto Supremo Nº 002-2020-MIMP, que aprueba el plan 
estratégico multisectorial de igualdad de género de la política nacional de igualdad 
de género, elaborado por el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, 
respalda las respuestas de la misma pregunta, al concluir que ante la problemática 
social de discrepancia del ejercicio de derechos entre el hombre y la mujer, el 
Estado debe proporcionar los mecanismos necesarios en busca de la paridad del 
ejercicio de derechos entre el hombre y la mujer, considerando que la desigualdad 
desaparecería proporcionalmente cuando la mujer empiece a ejercer su autonomía 
económica, decidiendo y satisfaciendo con y por sus propios recursos sus 
necesidades sin depender del hombre.   
Concuerdo con los resultados del análisis documental ya que refieren que una 
de las formas de violencia hacia la mujer también puede darse bajo la modalidad 
económica, de igual forma con la referencia a la relación asimétrica entre el hombre 
y la mujer que hace la jurisprudencia colombiana, pues es aunque no la hace de 




mujer suele sea considerada como dependiente del hombre y  el como único 
proveedor de todos los recursos del hogar, tal fenómeno conlleva a que el hombre  
investido con su poder económico controle las decisiones y proyecto de vida de su 
pareja. Es por ello, que el Estado, tiene la obligación de planear estrategias sociales 
y legales a fin de lograr la paridad entre el hombre y la mujer, que es lo se evidencia 
a través del decreto supremo sujeto a análisis, con el cual concordamos, al 
manifestar que la única forma que tiene la mujer para lograr su independencia y 
autonomía económica, debe proveerse por sí misma sus recursos para sus 
necesidades y desarrollo, sin depender de otros. 
esto se justifica por la cultura machista y patriarcal que sobrevive en la sociedad, 
que reparte roles en el ámbito familiar, donde la mujer se ocupa de los quehaceres 
del hogar y los hijos y el hombre se desempeña como el único proveedor. Por ello 
es obligación del Estado la implementación de mecanismo y políticas que busquen 
la igualdad de género, ya que, este tipo de violencia vulnera el derecho a la igualdad 
de género.  
En ese sentido, acorde a los resultados derivados y alcanzados en la presente 
investigación, se desprende que resultan ser similares a lo establecido en los 
trabajos previos, por cuanto Córdova en su artículo científico denominado “La 
violencia económica y/o patrimonial contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar”, respalda las respuestas de la pregunta 5 y 6, pues considera que la 
violencia económica a diferencia de la violencia física y psicológica resulta más 
complicada de acreditar por no decir imposible, ya que, no existe certificado médico, 
ni pericia que indique tal afectación, sin tener que relacionarla con la violencia 
psicológica, aun cuando estas son totalmente distintas. Del mismo modo, Jacinto 
en su tesis titulada “Los delitos enmarcados en la violencia económica y patrimonial 
contra la mujer y los IGF”, respalda las respuestas de la pregunta 6 al concluir que 
importa y urge erradicar la violencia familiar de tipo económico y patrimonial, ya 
que, esta se viene agravando por el desconocimiento de las víctimas y operadores 
de justicia, por lo cual deben darse medidas inmediatas de prevención y 
concientización. Finalmente, Enríquez en su tesis titulada “La regulación de la 
violencia económica como nueva modalidad de maltrato en los procesos de 




económica requiere de una protección especial por cuanto se infiere que deben 
tenerse en cuenta la aplicación de mecanismos idóneos que permitan la 
acreditación de esta violencia. 
Coincidimos con los autores citados en que la violencia económica es mucho 
más difícil de acreditar que los otros tipos de violencia, por cuanto su dificultad se 
advierte porque no existen a la fecha certificado o pericia que permita o facilite una 
afectación provocada por esta violencia. En esa línea, es factible advertir que las 
pericias y diligencias para los casos de violencia familiar han sido previstas, para 
los casos de violencia psicológica y física que cuentan con un respaldo penal, 
dejando en desamparo a la violencia económica, que por su naturaleza no se puede 
evidenciar una afectación con tales herramientas. Asimismo, concordamos en que 
la violencia económica requiere de una protección especial pro cuanto se deben 
tener en cuenta las herramientas idóneas para estos casos, cuya naturaleza y 
forma de desarrollo es diferente a los otros tipos de violencia. 
En consecuencia, la normativa jurídica legal de la violencia económica, a través 
de sus normas vigentes, no garantiza de forma íntegra el principio de igualdad de 
género sobre todo en el ámbito privado, puesto que dichas figuran no tratan ni 
plasman los mecanismos necesarios para la erradicación de la violencia económica 
en la modalidad de limitación y control de los ingresos y egresos económicos, ya 
que, no ha proporcionado las diligencias adecuadas y necesarias para advertir un 
cuadro de desnutrición o vulneración provocado por esta, aun cuando esta 
problemática vulnera un derecho fundamental como es la igualdad, entendido 
desde una perspectiva de género, donde el hombre controla no solo los recursos 
económicos provistos por el sino también el de la mujer, porque indirectamente 
controla su autonomía económica y su proyecto de vida. En ese sentido, cuando 
las víctimas se dan cuenta de la situación en la que se encuentran y deciden hacer 
la denuncia correspondiente, sucede dos cosas, la primera de ellas como se viene 
explicando la calificación no va a prosperar a falta de un respaldo penal y las 
denuncias por consiguiente se archivaran; lo segundo es que sin perjuicio del 
primero, a la fecha no existen mecanismos integrales que permitan acreditar esta 
conducta, ya que, solo se han previsto protocolos, pericias y diligencias que sirven 




víctimas que denuncias estas conductas lesivas, que no podrán de forma alguna 
más que con su declaración advertir una afectación provocada por esta, siendo que 
por la taxatividad de la normal penal, la sindicación no es suficiente, por lo que, la 
víctima además, de la simple declaración deberá reunir los medios probatorios 
necesarios para demostrar una afectación por violencia económica, cosa que es 
imposible de acreditar por que el legislador ha obviado esta problemática. 
Posteriormente de haber justificado nuestro objetivo específico 1 y conseguido 
alcanzar nuestro supuesto conveniente, es momento de comenzar con la discusión 
correspondiente al objetivo específico 2: “Precisar si el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer”. 
Sobre el incumplimiento de las obligaciones alimentarias y su relación con el 
derecho a la no discriminación, cabe mencionar que los entrevistados Pineda, 
Marcos, Girón, Hernández, Gutiérrez, Alegría, Saavedra y Borda, refieren que se 
podría considerar que el incumplimiento de la pensión de alimentos sí vulnera el 
derecho a la no discriminación, pues menoscaba el derecho económico de la mujer 
obstruyéndolo y perjudicándolo. En ese sentido, refieren, además, que la no 
discriminación tiene un arraigo de derecho constitucional por tanto como derecho 
fundamental que es y según la Ley 30364, no deberían de presentarse exclusiones, 
distinciones o restricciones basadas en el sexo de la persona, por ello las mujeres 
que están obligadas a asumir sola la manutención del menor de edad, sufren una 
exclusión y restricción de su proyecto de vida. 
Asimismo, sobre los criterios nacionales aplicados para los casos de 
incumplimiento de las obligaciones alimentarias, Alegría, Saavedra y Borda, 
agregan que las denuncias que se presentan por estos casos, son adecuadas al 
delito de omisión a la asistencia familiar ya que, este si cuenta con un tipo penal a 
diferencia de la violencia económica y derivadas a las fiscalías correspondientes, 
en la que se emplean los criterios señalados en el artículo 149° del Código Penal, 
por cuanto esta adecuación, genera la pérdida del enfoque de género previsto en 
la Ley 30364, el cual se debería de utilizar en todos los casos de violencia hacia la 




Por otro lado, respecto a que si en este supuesto de inasistencia de alimentos, 
se aplica el enfoque de género, Alegría, Saavedra y Borda, manifiestan que esta 
realidad sucede en todas las modalidades de la violencia económica, no solo en el 
tema del incumplimiento de las obligaciones alimentarias, ya que, muchas de las 
denuncias que se presentan por violencia económica o patrimonial se adecuan a 
delitos que cuentan con un tipo penal, como por ejemplo los delitos de daños, 
discriminación, etc., delitos en los cuales no es posible aplicar el enfoque de género 
por su propia naturaleza. 
Concuerdo con los entrevistados, ya que, el tema del incumplimiento de los 
alimentos no afecta solamente al menor sino también a la madre, pues se ve 
obligada a asumir sola la carga económica, por cuanto considero que es una clara 
manifestación de discriminación hacia la mujer, porque el hombre sin dificultad 
alguna podrá realizar sus proyectos, mientras que la mujer tendrá obstruido estos 
planes. Asimismo, coincido con los mismos, en que, cuando estas conductas son 
denunciadas, al no existir un respaldo legal, son adecuadas al tipo penal o delito de 
omisión a la asistencia familiar, en donde se aplicaran los criterios propios del delito 
de omisión, y estos solo versaran sobre las necesidades del menor, dejando en 
desamparo las injusticias de todo el tiempo que duraron las desatenciones del 
padre, y que ella tuvo que asumir sola, viendo vulnerado su derecho económico y 
su proyecto de vida. Aunado a ello, la falta de aplicación de un enfoque de género 
en este tipo de violencia, refuerza la condición de vulnerabilidad en la que se 
encuentra la mujer en estos casos de violencia económica, pues a pesar de su 
arraigo de derecho fundamental, los legisladores y operadores de justicia no vienen 
aplicando tal enfoque, en ninguna de las modalidades de violencia económica, lo 
cual resulta perjudicial para la mujer y su derecho a la no discriminación. 
Lo expuesto por los entrevistados se sustenta en el análisis documental de la 
“Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer CEDAW”, artículo 16° respalda las respuestas de la pregunta 7, al inferir que 
es un acto de discriminación contra la mujer el incumplimiento de los alimentos, ya 
sea dentro o fuera del matrimonio, haciendo alusión que el termino fuera del 




donde la discriminación se desarrolla con la evasión del varón de prestar alimentos, 
dejando a la mujer toda la carga económica para la subsistencia del hijo. 
Asimismo, el “fundamento del Magistrado Pablo C. Casas, sobre sentencia 
emitida por el Juzgado de 1ra Instancia en lo Penal Contravencional y de Faltas N° 
10 Secretaría Única”, respalda las respuestas de la misma pregunta, al hacer 
referencia que en los casos de incumplimiento de los alimentos además, de verse 
perjudicado el menor, la mujer también se ve lesionada, ya que esta se priva como 
mujer autónoma de diseñar y decidir libremente su plan de vida sin las limitaciones 
económicas, esto porque tendrá que padecer económicamente para garantizar la 
subsistencia del menor. 
Coincido con los documentos analizados, ya que como se evidencia la 
discriminación no es una vulneración que se desarrolle únicamente en el ámbito 
público, sino que también puede desarrollarse en el ámbito privado, cuando existen 
formas de exclusión, distinción y obstrucción de los derechos, en este caso bajo un 
enfoque de género, donde la mujer padece de estas vulneraciones, ahora bien, de 
acuerdo a las normas internacionales, el incumplimiento de los alimentos es 
discriminación ya sea que este se realice dentro o fuera del matrimonio, y así lo 
entiende también la jurisprudencia argentina cuando refiere que la mujer también 
se ve afectada con la conducta omisora del hombre, por cuanto ve obstruido sus 
derechos económicos, autonomía económica y proyecto de vida. 
En ese sentido, según los resultados conseguidos y recogidos en los trabajos 
previos, se desglosa que guardan relación con lo manifestado en el artículo 
científico titulado “La violencia económica y patrimonial”, elaborado por Ponce, el 
cual respalda las respuestas de la pregunta 7, al considerar que, en la evasión de 
los alimentos, la mujer se ve obligada a recurrir a la ex pareja para que este le 
prevea los alimentos, siendo agredida por este. Asimismo el artículo científico 
titulado “Reflexiones sobre los alimentos provisorios en el procedimiento de 
violencia familiar”, elaborado por Ortiz, respalda las respuestas de la pregunta 8, 
concluyendo que cuando se aborda el tema del incumplimiento de alimentos en 
relación a la violencia económica se debe tomar en cuenta la continuidad, el acto 
deliberado y la intencionalidad, los mismos que enmarcan en el universo de criterios 




los derechos de la mujer, ello porque el Estado no genera políticas y mecanismos 
jurídicos integrales y efectivos para que las mujeres no sean discriminadas. 
Finalmente, Medina en su artículo titulado “Juzgar con perspectiva de género”, 
respalda las respuestas de la pregunta 9, manifestando que la única forma de 
alcanzar que las disposiciones normativas se sinteticen en resultados justos, para 
las mujeres que recurren a la justicia a solucionar los problemas de violencia por 
discriminación por el hecho de ser mujer, es la aplicación del enfoque de género de 
manera íntegra, ya que, la realidad muestra un aspecto negativo, respecto a esta 
figura, cuya omisión deja en estado de indefensión a la mujer. 
Concuerdo con los autores citados, ya que, en esta modalidad de violencia 
económica, de forma indirecta el hombre continúa ejerciendo una dependencia 
económica sobre la mujer, por cuanto esta omisión obliga a la víctima a recurrir a 
su agresor para solicitarle los alimentos, aun cuando es de carácter obligatorio que 
este los provea. En ese sentido, cuando esta conducta es denunciada, la 
inexistencia de un respaldo legal obliga a los fiscales a encuadrarla al delito de 
omisión a la asistencia familiar, donde se aplican criterios correspondientes a este 
tipo de delito que excluye por su naturaleza misma todo enfoque de género que 
busque una protección adecuada de la mujer, por cuanto la única forma de alcanzar 
los ideales de una sociedad moderna y justa para las mujeres que recurren a la 
justicia es la aplicación del enfoque de género, panorama que no se advierte en 
nuestra legislación y jurisprudencia al respecto de la violencia económica. 
Por lo tanto, el Estado no ha adoptado políticas ni mecanismos jurídicos que 
valgan como herramientas para garantizar la exclusión de toda clase de 
discriminación hacia las mujeres aun cuando el derecho a la no discriminación 
posea un arraigo de derecho fundamental, lo cierto es que en los temas de 
incumplimiento de los alimentos, a la fecha no se ha procurado establecer criterios 
para los mismos, a pesar este es una de las conductas más recurrentes y 
denunciadas por las víctimas, en ese sentido cabe advertir que lo que se aplica en 
su lugar, por el encuadre mismo que le da el fiscal por la urgencia o importancia de 
proteger al menor y en virtud del principio superior del niño es la adecuación al tipo 
penal de omisión a la asistencia familiar, aplicándose los criterios propios de este 




operadores de justicia no poseen el conocimiento necesario para la aplicación de 
tal enfoque. En ese sentido, tal omisión muestra un panorama desolador para las 
víctimas que recurren a la justicia a fin de verse protegidas conjuntamente con los 
menores, ya que, como se ha evidenciado, tal conducta vulnera, su integridad como 
persona, sus derechos económicos, su autonomía económica, su proyecto de vida 
y sobre todo su subsistencia, ya que dejara de lado su propio ser para atender las 
necesidades del menor, aun cuando esta obligación sea de ambos padres. 
Finalmente, después de haber justificado nuestro objetivo específico 2 y 
conseguido alcanzar nuestro supuesto conveniente, es prudente la discusión 
correspondiente a la pregunta adicional: ¿Considera usted, que la violencia 
económica requiere de una tipificación en el Código Penal? 
Sobre la pregunta adicional, cabe mencionar que los entrevistados Marcos, 
Pineda, Girón, Hernández, Gutiérrez, Alegría, Saavedra y Borda, coligen que si es 
necesario que la violencia económica sea tipificada en el Código Penal, porque la 
a pesar de tener un respaldo legal en la Ley 30364 esta solo es de naturaleza 
tutelar, con la cual las víctimas solo son amparadas con medidas cautelares y de 
protección, a diferencia de los demás tipos de violencia; en tal sentido se hace 
necesario incorporar al Código penal el tipo penal específico de violencia 
económica, que difiera con sus elementos objetivos de los delitos que 
recurrentemente son enmarcados. Asimismo, refieren que el tipo penal que la 
contenga debe contemplar todas las modalidades que ha normado la Ley 30364 y 
su Reglamento, sin mayores requisitos que los expuestos en dichas normas. 
Coincido con los entrevistados, ya que considero también que es necesario la 
tipificación de la violencia económica en el Código Penal, porque como se ha 
evidenciado a lo largo de la investigación los diferentes vacíos que presenta su 
regulación que dejan a la mujer en un estado de indefensión, tiene un origen, que 
es la falta de un tipo penal que respalde las denuncias por violencia económica que 
por la problemática existente suelen ser desestimadas en sede fiscal y archivadas 
sin que las víctimas puedan acceder a la justicia en busca de una garantía de su 




En ese sentido, según los resultados conseguidos y recogidos en los trabajos 
previos, se desglosa que guardan relación con lo manifestado, ya que, Maldonado, 
Erazo, Pozo y Narváez, en su artículo científico titulado “Violencia económica y 
patrimonial. Acceso a una vida libre de violencia a las mujeres”, respaldan las 
respuestas de la pregunta adicional o número 10, al plantear que existe una 
ausencia de amparo a la violencia económica que padecen las mujeres, por lo cual 
consideran que es necesario una reforma al Código Orgánico Integral Penal que 
tenga como propósito la protección de los derechos de la mujer, aunado a ello, 
Ponce en su artículo científico “La violencia económica y patrimonial”, respalda la 
misma al considerar que el abuso económico no es inofensivo, porque vulnera el 
derecho esencial a la subsistencia de la mujer y por ende su derecho a una vida 
libre de violencia. Del mismo modo que, Quezada en su tesis “Necesidad de incluir 
dentro de las clases de violencia intrafamiliar en el código orgánico integral penal, 
a la violencia patrimonial – violencia económica como tipo penal”, concluyendo que, 
las víctimas de violencia económica y patrimonial se encuentran en indefensión 
porque no tienen un respaldo legal para denunciar este tipo de violencia, siendo 
que esto viola sus derechos fundamentales. Y, por último, Alamada, Corral y 
Navarrete, en su artículo “La violencia económica como una forma de violencia 
intrafamiliar en el Estado de Sonora”, refieren que el incluir la violencia económica 
dentro de la legislación penal ayudaría a una protección adecuada de este tipo de 
violencia para con las víctimas, siendo que es el Estado quien debería observar 
este tema.  
Finalmente, coincido con los autores citados, primero porque resultaría un error 
considerar que la violencia económica es inofensiva, ya que, como se ha 
evidenciado a lo largo de la investigación esta vulnera una serie de derechos siendo 
el más importante el derecho a la subsistencia de la mujer. Aunado a ello como 
refieren los autores la inclusión de la violencia en la norma penal, ayudaría a que 
se protejan de una forma oportuna y eficaz a la mujer, permitiendo en primer lugar 
la formulación de la denuncia penal, la inclusión de nuevas diligencias, protocolos 
y pericias que sirvan como herramientas para la acreditación de esta conducta y 






PRIMERO: Que, la regulación de la violencia económica no garantiza el derecho a 
una vida libre de violencia de las mujeres, debido a que, la Ley 30364 es limitada e 
insuficiente en relación a la violencia económica, ya que su regulación ha omitido 
darle un respaldo legal en el Código Penal, generando una dificultad en la 
calificación de la denuncia penal, lo que conlleva a que el modelo de intervención 
presente en esta ley, solo establezca una protección de naturaleza tutelar y no 
sancionatoria, por cuanto su eficacia se remite a medidas cautelares y de 
protección, porque esta violencia no ha sido considerada ni como delito ni como 
falta, dejando en indefensión el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, 
por cuanto no les permite cerrar el círculo de violencia. 
SEGUNDO: Que, la regulación de la violencia económica en la modalidad típica de 
la limitación o control de los ingresos económicos destinados a satisfacer sus 
necesidades si transgrede el derecho a la igualdad de la mujer porque no permite 
a la mujer ejercer la autonomía económica que necesita para gozar de sus 
derechos económicos en el ámbito privado, apreciándose además, que esta 
conducta lesiva que causa un menoscabo económico en las víctimas, es difícil de 
acreditar a diferencia de las demás violencias previstas, situación que se evidencia 
en las diligencias establecidas en el modelo de intervención las cuales son 
eficientes para advertir un cuadro de violencia física o psicológica pero no para 
advertir un cuadro de desnutrición o vulnerabilidad provocada por violencia 
económica, en cualquiera de sus modalidades. 
TERCERO: Que, la regulación de la violencia económica en el supuesto de la 
evasión de las obligaciones alimentarias si trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer, porque no permite a la mujer plantearse un proyecto de 
vida y desarrollo personal, al menoscabar sus derechos económicos obligándola a  
asumir sola la subsistencia del hijo en común, apreciándose además, que en esta 
modalidad, no es posible la aplicación del enfoque de género en la calificación de 
las denuncias que se presentan en el Ministerio Público, debido a que este enfoque 
se pierde al adecuar esta modalidad al tipo penal de omisión a la asistencia familiar, 
que posee otra naturaleza y aplica criterios que dejan en indefensión a las víctima 





PRIMERO: Al Poder Legislativo presente una iniciativa legislativa de reforma legal 
y su consiguiente debate y aprobación, sobre la inserción de la violencia económica 
en el Código Penal, cuyo apartado normativo contenga lo establecido en el artículo 
8° inciso d) de la Ley 30364 y sus modificatorias respecto a la violencia económica, 
especificando además los elementos objetivos del tipo penal, el sujeto activo debe 
ser quien se halle o hubiere estado ligado por relación de consanguinidad, afinidad, 
cónyuges, ex cónyuges, convivientes en unión de hecho estable, ex conviviente en 
unión de hecho estable, novios, ex novios, relación de afectividad; sujeto pasivo la 
mujer por su condición de tal, los integrantes del grupo familiar y personas 
vulnerables; el verbo recto, el descrito en la Ley 30364 y modificatorias, y el bien 
jurídico protegido, debe ser la subsistencia de la mujer, los integrantes del grupo 
familiar y personas vulnerables. 
SEGUNDO: Al Poder Legislativo presente una iniciativa legislativa de reforma legal 
y su consiguiente debate y aprobación, sobre las diligencias a seguir en los casos 
de violencia económica, estableciendo un protocolo de pericia psicológica y 
examen de reconocimiento médico legal especiales, declaraciones de testigos, 
inspección domiciliaria, un acta de declaración preliminar in situ, entre otros que 
hagan advertir un cuadro de desnutrición y vulneración a razón o consecuencia de 
la violencia económica, para que el Ministerio Público pueda tener las herramientas 
necesarias para generarse indicios razonables y aperturar una investigación o más 
aún proseguir una investigación formalizándola o acusando, consiguiendo con ello 
que exista una normativa legal que garantice de forma íntegra el derecho a la 
igualdad de género. 
TERCERO: Al Poder Legislativo, presente una iniciativa legislativa de reforma legal 
y su consiguiente debate y aprobación, que instituya los lineamientos para una 
política pública y jurídica en el marco integral para la aplicación de un enfoque de 
género en todas las políticas públicas del Estado y operadores de justicia, que 
sirvan como instrumento para garantizar la exclusión de toda clase de 
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NOMBRE DEL ESTUDIANTE: Adauto Aguirre, Luis Daniel  
Escuela Profesional de Derecho  
AMBITO TEMATICO: Ley 30364 y delitos contra la vida, el cuerpo y la salud 
TÍTULO 
La regulación de la violencia económica contra la mujer frente al derecho a 
una vida libre de violencia, Lima 2019 
 PROBLEMAS  
Problema General ¿De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a 
una vida libre de violencia? 
Problema Específico 1 ¿En qué medida, el supuesto típico de la limitación 
o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede 
el derecho de igualdad de género? 
Problema Específico 2 ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, 
trasgrede el derecho de no discriminación de la 
mujer? 
OBJETIVOS 
Objetivo General Analizar si la regulación de la violencia, garantiza 
el derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencia. 
FACULTAD DE DERECHO 







Determinar si el supuesto típico de la limitación o 
control de los ingresos económicos destinados a 
sus necesidades, trasgrede el principio de 
igualdad de la mujer. 
Objetivo 
Específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, 
trasgrede el principio de no discriminación de la 
mujer. 
SUPUESTOS 
Supuesto General La regulación de la violencia económica contra la 
mujer no ha garantizado el derecho a una vida libre 
de violencia, por lo que el legislador debió, 
establecer un apartado normativo independiente, 
ya que esta violencia no ha sido considerada ni 
delito ni falta, lo que ha generado una dificultad en 
el Ministerio Público, al momento de la calificación 
de la denuncia penal, por lo que ha falta de un tipo 
penal que permita la identificación de la violencia, 
las denuncias no han venido prosperando y las 
medidas de protección otorgadas a las víctimas 
han perdido vigencia, dejando a la mujer en un 
estado de indefensión.  
 
Supuesto Específico 1 
El supuesto típico de limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a sus 
necesidades contra la mujer ha vulnerado el 
principio de igualdad, por lo que el legislador debió 
establecer las diligencias necesarias que permitan 
la acreditación de esta violencia que es muy sutil 
e imperceptible a diferencia de los otros tipos de 
violencia, a fin de que no tengan que estar 
vinculadas a una afectación física o psicológica 
para proceder penalmente y la mujer no se vea en 
 
 
un estado de indefensión al momento de 





Supuesto Específico 2 
El supuesto típico de evasión del cumplimiento de 
sus obligaciones alimentarias contra la mujer ha 
vulnerado el principio de no discriminación, de 
modo que el legislador debió establecer 
parámetros a fin de identificar este supuesto típico, 
tratándose de una conducta que, además, de 
generar un daño en el menor de edad al privarlo 
de los alimentos, genera un grave perjuicio 
económico en la mujer, dejándose de lado la 
aplicación de un enfoque de género que busque la 






Categoría 1: Violencia económica contra la        
mujer 
Subcategorías 1: Limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a sus 
necesidades.  
Subcategorías 2: Evasión del cumplimiento de las 
obligaciones alimentarias. 
Categoría 2: Derecho a una vida libre de 
violencia 
Subcategorías 1: Derecho de igualdad de 
género. 
Subcategorías 2: Derecho a la no discriminación. 
MÉTODOLOGIA 
 
Diseño de investigación 
Enfoque: Cualitativo 
Tipo de investigación: Básica 
 
 
Nivel de la investigación: Descriptivo 
Diseño: Teoría Fundamentada 
 
Método de muestreo 
Escenario de Estudios: El Ministerio Público de 
Lima Norte (Fiscalías Especializadas y 
Provinciales) y un Estudio Jurídico de Los Olivos. 
Participantes: 07 Fiscales de Lima Norte y 03 
abogados especialistas en Derecho Penal. 
Muestra: No probabilísticas 
Tipo: De expertos 
Orientados por conveniencia 
Plan de análisis y 
trayectoria metodológica 
Técnica e instrumento de recolección de 
datos 
Técnica: Entrevista y análisis de documentos 
Instrumento: Guía de entrevista y guía de 
análisis documental (Convenciones 
internacionales, Decretos Supremos, 
Disposiciones fiscales y Sentencias). 
Análisis cualitativo de 
datos 
Análisis sistemático, hermenéutico, analítico, 





ANEXO 4.- INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
GUIA DE ENTREVISTA 
(Magistrados y especialistas en derecho) 
Título: La regulación de la violencia económica contra la mujer frente al derecho           
a una vida libre de violencia, Lima 2019. 
Entrevistado/a:  







1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la 








2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia. 
 
 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la 








3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 













4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra 
la mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, 
trasgrede el derecho de igualdad de género. 
 
 
económicos destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, 







5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una 
dificultad en la calificación de las denuncias penales por violencia 







6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de 
lo expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y 
las declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para 

















7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿ En qué medida, el supuesto típico de 
evasión del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el 







8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para 
que se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de 






Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 







9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de 








10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere 





















ANEXO 5.- VALIDACIÓN DE INSTRUMENTO 
I DATOS GENERALES  
1.1 Apellidos y Nombres: Dr. Santisteban Llontop Pedro   
1.2 Cargo e institución donde labora: Docente UCV. 
1.3 Nombre del instrumento motivo de evaluación: Guía de Entrevista 
   1.4 Autor de Instrumento: Adauto Aguirre Luis Daniel 
 
II. ASPECTOS DE VALIDACIÓN 
CRITERIOS INDICADORES 
No cumple con su 
aplicación  
Cumple en 
parte con su 
aplicación  
Si cumple con su 
aplicación  
40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 
1. CLARIDAD  
Esta formulado con lenguaje 
apropiado.  
           ✔  
2. OBJETIVIDAD  
Se expresar la realidad como es, indica 
cualidad de objetivo y la adecuación al 
objeto investigado 
           ✔  
3. ACTUALIDAD 
Esta de acorde a los aportes recientes 
al derecho.  
           ✔  
4. ORGANIZACIÓN  
Existe una organización lógica.             ✔  
5. SUFICIENCIA  
Cumple con los aspectos 
metodológicos esenciales 
           ✔  
6. INTENCIONALIDAD  
Esta adecuado para valorar las 
Categorías.  
           ✔  
7. CONSISTENCIA  
Se respalda en fundamentos técnicos 
y/o científicos. 
           ✔  
8. COHERENCIA 
Existe coherencia entre los problemas, 
objetivos y supuestos, basado en los 
aspectos teóricos y científicos 
           ✔  
9. METODOLOGÍA  
El instrumento responde al objetivo de 
la Investigación: Tipo, diseño, 
categorías, escenario de estudios y 
participantes.  
           ✔  
10. PERTINENCIA  
El instrumento tiene sentido, enfrenta 
un problema crucial, está situado en 
una población en territorio, es 
interdisciplinaria, tiene relevancia 
global, y asume responsablemente las 
consecuencias de sus hallazgos. 
           ✔  
 
 
II. OPINIÓN DE APLICABILIDAD  
El Instrumento cumple con los Requisitos para su 
aplicación 
El Instrumento cumple en parte con los Requisitos 
para su aplicación  
 SI 








Lima, 14 de diciembre de 2020 
 
    
                                                                                                        
FIRMA DEL EXPERTO INFORMANTE 
Dr. Santisteban Llontop Pedro          
DNI No   09803311   Telf.: 983278657  





ANEXO 5.- VALIDACIÓN DE INSTRUMENTO 
I DATOS GENERALES  
1.2 Apellidos y Nombres: Dr. Elíseo Segundo Wenzel Miranda     
1.2 Cargo e institución donde labora: Docente UCV. 
1.3 Nombre del instrumento motivo de evaluación: Guía de Entrevista 
   1.4 Autor de Instrumento: Adauto Aguirre Luis Daniel 
 
II. ASPECTOS DE VALIDACIÓN 
CRITERIOS INDICADORES 
No cumple con su 
aplicación  
Cumple en 
parte con su 
aplicación  
Si cumple con su 
aplicación  
40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 
1. CLARIDAD  
Esta formulado con lenguaje 
apropiado.  
           ✔  
2. OBJETIVIDAD  
Se expresar la realidad como es, indica 
cualidad de objetivo y la adecuación al 
objeto investigado 
           ✔  
3. ACTUALIDAD 
Esta de acorde a los aportes recientes 
al derecho.  
           ✔  
4. ORGANIZACIÓN  
Existe una organización lógica.             ✔  
5. SUFICIENCIA  
Cumple con los aspectos 
metodológicos esenciales 
           ✔  
6. INTENCIONALIDAD  
Esta adecuado para valorar las 
Categorías.  
           ✔  
7. CONSISTENCIA  
Se respalda en fundamentos técnicos 
y/o científicos. 
           ✔  
8. COHERENCIA 
Existe coherencia entre los problemas, 
objetivos y supuestos, basado en los 
aspectos teóricos y científicos 
           ✔  
9. METODOLOGÍA  
El instrumento responde al objetivo de 
la Investigación: Tipo, diseño, 
categorías, escenario de estudios y 
participantes.  
           ✔  
10. PERTINENCIA  
El instrumento tiene sentido, enfrenta 
un problema crucial, está situado en 
una población en territorio, es 
interdisciplinaria, tiene relevancia 
global, y asume responsablemente las 
consecuencias de sus hallazgos. 
           ✔  
 
II. OPINIÓN DE APLICABILIDAD  
El Instrumento cumple con los Requisitos para su 
aplicación 
El Instrumento cumple en parte con los Requisitos 
para su aplicación  
 SI 




III. PROMEDIO DE VALORACIÓN: 
 
Lima, 14 de diciembre de 2020 
 
    
 
                                                                                                        
                                                                                              Mg. Elíseo Segundo Wenzel Miranda   
      DNI 09940210 CEL. 992303480    
 




ANEXO 4.- INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
GUIA DE ENTREVISTA 
(Magistrados y especialistas en derecho) 
Título: La regulación de la violencia económica contra la mujer frente al derecho           
a una vida libre de violencia, Lima 2019. 
Entrevistado/a: LUZ ANGELICA PINEDA SÁNCHEZ 





1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
La normativa legal respecto a la violencia económica es incompleta y esto se debe 
por la limitación que le ha dado la Ley 30364, por lo que, debido a esta limitación, 
no se garantizan los derechos de la mujer, menos el de una vida libre de violencia. 
2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
No es eficaz, ya que en el Ministerio Público las denuncias no pueden progresar 
debido a que no existe un respaldo legal que permita la formulación. 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 
El problema esencial es que no tiene un respaldo legal y siendo que la normativa 
penal es taxativa y exige que las conductas para ser sancionadas deben contar con 





4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de 
las mujeres a una vida libre de violencia. 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 
mujer, trasgrede el derecho de igualdad de género. 
 
 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
La acción de privar la autonomía económica de por si es una vulneración de los 
derechos de cualquier persona, en especial atención a la mujer cuando se 
desarrolla en el ámbito familiar. 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
Ya se ha explicado que existe de por sí, una dificultad en el operador de justicia o 
titular de la acción penal, en este caso el Fiscal, en la calificación de las denuncias 
penales por violencia económica para encuadrarlas dentro de un tipo penal, por lo 
que la falta o presencia de lesiones físicas y psicológicas en la víctima no influye en 
forma determinante en la referida calificación. 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  
Las diligencias existentes para los casos de violencia familiar no son las adecuadas 
para advertir un menoscabo provocado por violencia económica, por lo que sería 







7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿ En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
En este caso la mujer asume la obligación que debe ser compartida con el hombre, 
por lo que esta conducta lesiva definitivamente es un acto de discriminación contra 
la mujer. 
8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
La ley 30364 e evitar cualquier tipo de exclusión, distinción o restricción basada en 
el sexo; es por ello el supuesto típico de evasión de cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, colisiona y atenta contra dicho principio, pues 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 




menoscaba el goce y derecho que tiene la mujer a las referidas obligaciones 
alimentarias. 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
A nivel nacional respecto a la violencia económica, no aplica el enfoque de género 
por cuanto las denuncias o son adecuadas o son archivadas. 
 
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal?   
Si, porque así esta violencia tendría un respaldo legal y el Ministerio Público no 










ANEXO 4.- INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
GUIA DE ENTREVISTA 
(Magistrados y especialistas en derecho) 
Título: La regulación de la violencia económica contra la mujer frente al derecho           
a una vida libre de violencia, Lima 2019. 
Entrevistado/a: WILLY FERNANDO MARCOS CHANGRY 





1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
No solo sucede en el caso de la violencia económica, sucede en todos los casos de 




Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia. 
 
 
2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
No es eficaz, porque no se puede hacer una calificación objetiva de esta conducta 
lesiva porque no tiene un respaldo en el Código Penal. 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 
La violencia económica no cuenta con un tipo penal, y eso acarrea que las 






4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
La igualdad de género se rompe cuando el hombre limita el ejercicio de los 
derechos que le corresponden a la mujer en el hogar. 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
De ninguna manera, porque no se puede calificar la violencia por la falta de tipo 
penal, por lo que la falta de lesiones físicas o psicológicas no influyen en la 
calificación. 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  
Si son necesarios, porque las previstas para los casos de violencia familiar no 




Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 
mujer, trasgrede el derecho de igualdad de género. 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 
de la mujer. 
 
 
7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿ En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
La mujer se ve discriminada cuando ve menguado sus recursos económicos por 
asumir sola la obligación que debe ser compartida con el hombre. 
8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
No se han establecido criterios para el tipo de violencia económica, en la 
modalidad de inasistencia familiar. 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
Respecto a las denuncias de violencia económica en la modalidad de inasistencia 
familiar, no se puede aplicar el enfoque de género, porque no hay un tipo penal 
donde respaldarse. 
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal? 
Claro que sí, serviría de mucho para el trabajo que realiza el Ministerio Público en 
los casos de violencia económica.  
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1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
La regulación de la violencia económica al derecho a una vida libre de violencia; 
establecida principalmente en la Ley 30364 y diversas normas internacionales, que 
han proclamado y legislado dicho derecho, de ninguna manera garantiza que ello 
se cumpla, y el mejor ejemplo lo tenemos en los incesantes casos de violencia 
contra la mujer existentes en toda la República y en especial en el distrito fiscal de 
Lima Norte.  
2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
El modelo de intervención previsto por la Ley 30364 solo es eficaz en cuanto a las 
medidas cautelares y de protección, pero penalmente no hay sanción porque tal 
como ya se ha dicho, la violencia económica o patrimonial como tal no está 
normada como tipo penal en el Código Penal. 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 
Al recibirse la denuncia por violencia económica no es posible calificarla como tal 
dentro del contexto normativo del Código Penal por lo menos en las Fiscalías 
Provinciales Especializada en Violencia contra la Mujer y los Integrantes del Grupo 
Familiar, porque dichas conductas o supuestos típicos no son elementos objetivos 
de algún tipo penal, terminando muchas veces en el archivo definitivo, o también 
derivándose a la Fiscalía Penal correspondiente, cuando por las circunstancias de 
los hechos pudieran estar incursos en los delitos de omisión de asistencia familiar, 




Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia. 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 
mujer, trasgrede el derecho de igualdad de género. 
 
 
4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
El principio de igualdad de la mujer nace de la igualdad de género que es un 
principio jurídico universal, es decir igualdad de derechos, responsabilidades y 
oportunidades de las mujeres y los hombres, donde el sexo con el que hemos 
nacido nunca va a determinar dichos derechos, oportunidades y responsabilidades 
a lo largo de nuestra vida, por lo tanto, esa marginación a la mujer a la limitación y 
control de los ingresos económicos vulnera el principio de igualdad de la mujer. 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
Ya se ha explicado que existe de por sí, una dificultad en el operador de justicia o 
titular de la acción penal, en este caso el Fiscal, en la calificación de las denuncias 
penales por violencia económica para encuadrarlas dentro de un tipo penal, por lo 
que la falta o presencia de lesiones físicas y psicológicas en la víctima no influye en 
forma determinante en la referida calificación. 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  
Un cuadro de desnutrición económica va a ser advertido por las declaraciones 
obviamente, pero fundamentalmente por una pericia médico legal que se 
pronuncie sobre tal situación de desnutrición y vulnerabilidad, pero la pericia 
psicológica no va a servir micho para acreditar dicha condición. 
7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿ En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
El principio de la no discriminación a la mujer es un derecho fundamental obrante 
en la Declaración Universal de Derechos Humanos, el cual reconoce que toda 
persona nace libre y con iguales derechos y que no habrá distinción en derechos y 
libertades por cuestiones de sexo, por lo que está dirigido según la ley 30364 e 
evitar cualquier tipo de exclusión, distinción o restricción basada en el sexo; es por 
ello el supuesto típico de evasión de cumplimiento de sus obligaciones 
alimentarias, colisiona y atenta contra dicho principio, pues menoscaba el goce y 





8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 
de la mujer. 
 
 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
Los criterios serían:  
a) La obligación de cumplir con las obligaciones alimentarias, nacida de un 
mandato legal o de un supuesto de hecho. 
b) Las necesidades acreditadas por la víctima. 
c) La omisión por comisión, es decir omitir cumplir intencionalmente las 
obligaciones alimentarias.  
d) La resistencia del obligado a cumplir las obligaciones alimentarias, a pesar de los 
múltiples requerimientos de la beneficiaria. 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
La perspectiva de género se refiere a la metodología y los mecanismos que 
permiten identificar, cuestionar y valorar la discriminación, desigualdad y exclusión 
de las mujeres, la cual se pretende justificar con base en las diferencias biológicas 
entre mujeres y hombres; Justamente la ley 30364 como enfoque de género 
reconoce la existencia de circunstancias asimétricas en la relación entre hombres 
y mujeres, construidas sobre la base de las diferencias de género, las cuales son las 
causas  principales de la violencia hacia las mujeres, incluyendo la económica, por 
lo que al evadirse el cumplimiento de las obligaciones alimentarias se está 
discriminando a la mujer por su sexo. 
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal? 
Definitivamente sí, porque la violencia económica tiene un respaldo legal en la ley 
30364 pero solamente de naturaleza tutelar, es decir para expeditar y lograr las 
medidas de protección, a diferencia de los demás tipos de violencia; en tal sentido 
se hace necesario incorporar al Código penal el tipo penal específico de violencia 
económica, que difiera dentro de los elementos objetivos de los delitos de omisión 
a la asistencia familiar (en caso de obligaciones alimenticias), del delito de 
discriminación (en caso de limitaciones o restricciones en todo sentido, en la 
actividad laboral) y del delito contra el patrimonio (en caso de obligaciones reales 
y/o patrimoniales). 
Dicho tipo penal debe contemplar todas las modalidades que ha normado la ley 
30464 y su Reglamento, sin mayores requisitos que los expuestos en dichas 
normas. 
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1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
La violencia contra la mujer tiene diferentes tipos o formas de manifestarse, todas 
ellas si bien se refuerzan entre sí, generan un daño distinto en la mujer. En ese 
aspecto, cuando nos referimos a la violencia económica contra la mujer que se 
encuentra regulada en el artículo 8° de la Ley 30364, su regulación respecto del 
modelo de intervención propuesto en dicha ley, resulta ineficiente, ya que, si bien 
es efectivo respecto a la obtención de medidas de protección, cuando llega al plano 
penal presenta deficiencias como consecuencia de los vacíos legales en su 
regulación, puesto que como vemos este tipo de violencia carece de un tipo penal 
en el Código Penal, que no permite la formulación de las denuncias penales, como 
conclusión se tiene que las denuncias por violencia económica tienen una garantía 
virtual y no real, en ese sentido, no garantiza a las mujeres su derecho a una vida 
libre de violencia. 
2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
El modelo de intervención es eficaz respecto a los demás tipos de violencia 
contemplados en la Ley 30364, sin embargo respecto a la violencia económica o 
patrimonial resulta ineficiente ya que no establece la forma de la intervención por 
parte de los operadores de justicia al respecto del ámbito penal, constituyendo así 
como ya se mencionó una garantía virtual y no real, ya que por más que las 
denuncias se presenten con fundamentos firmes, la sola inexistencia de un tipo 
penal no les permite el acceso a la justicia, o si lo hace, se realiza en función de la 
adecuación de la denuncia penal, apoyándose en tipos delictivos como los delitos 
de discriminación o daños, perdiéndose toda perspectiva de género. 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 




falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 
Es evidente que las denuncias por violencia económica o patrimonial que se 
presentan en las fiscalías de violencia, tienen como problema fundamental la falta 
de un tipo penal en el Código Penal, esto repercute en la calificación de la denuncia 
ya que, al no contener un tipo penal no se pueden formalizar las denuncias, ya que, 
por el principio de legalidad es necesario que exista previo a una conducta un tipo 
penal “nullum crimen nulla poena sine previa lege” (No hay delito ni pena sin ley 
previa). Asimismo, otro problema que se presenta es acerca de la acreditación de 
la conducta, por lo que, el artículo 334° del Código Procesal Penal, concordante 
con el artículo 336° del mismo cuerpo normativo, inciso 4. Si no aparecen indicios 
reveladores de la existencia de un delito, no se pueden considerar delito, por 
cuanto no basta una imputación vaga, impersonalizada, genérica o imprecisa, 
siendo que, en la violencia económica a diferencia de la violencia psicológica o 
física, que se pueden acreditar con un certificado médico, la violencia económica 
resulta difícil de acreditar, esto conlleva a que las víctimas no puedan presentar 






4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
Para empezar todo acto de violencia de violencia genera una vulneración en el 
derecho a la igualdad de la mujer, ahora bien la limitación o control de los ingresos 
económicos de la mujer, entendida como aquella acción que busca obstruir o 
controlar la participación en el manejo de los ingresos o percepciones económicas 
destinados a la canasta familiar, esta conducta del agresor genera un daño a la 
autoestima de la mujer, porque no le permite tomar decisiones o manejar la 
economía del hogar, reforzando la dependencia económica que el agresor le ha 
establecido a la mujer. 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
Cuando hablamos de violencia contra la mujer esta tiene diferentes 
manifestaciones y/o formas que si bien se refuerzan entre sí, tienen diferentes 
formas de causar daño en la mujer, en ese sentido la violencia económica que 
tiende a causar un menoscabo en los recursos económicos de la mujer es diferente 
a la violencia psicológica que genera daños en la psiquis de la mujer, por lo que no 
puede considerarse a la violencia económica como un derivado de la violencia 
psicológica sino por el contrario la violencia psicológica debe ser tratada de un 
agravante de la violencia económica. No obstante, existe la mala práctica de 
vincular a la violencia económica como un tipo dependiente de la violencia 
psicológica, lo que genera una dificultad ya que de no presentarse esta, resulta 
difícil formular las denuncias, que se adecuarían a una por violencia psicológica 
regulada en el artículo 122-B del Código Penal. 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 
mujer, trasgrede el derecho de igualdad de género. 
 
 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  
La acreditación de la violencia económica de por si resulta difícil, por lo que, el 
artículo 334° del Código Procesal Penal, concordante con el artículo 336° del 
mismo cuerpo normativo, inciso 4. Establece que, si no aparecen indicios 
reveladores de la existencia de un delito, no se pueden considerar delito, por 
cuanto no basta una imputación vaga, impersonalizada, genérica o imprecisa, en 
el caso de la violencia económica a diferencia de la violencia psicológica o física, no 
se pueden acreditar con un certificado médico, esto conlleva a que las víctimas no 
puedan presentar una adecuada denuncia y que los fiscales no puedan realizar la 
adecuación. Por lo que si es necesario que se establezcan otro tipo de diligencias 







7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
Cuando hablamos de evasión de las obligaciones alimentarias, la relacionamos con 
el delito de omisión a la asistencia familiar, pero este delito que cuenta con una 
tipificación en el artículo 149° del Código Penal, solo contempla una protección de 
los hijos, dejando de lado una protección para la mujer, es quizás esta la 
manifestación de discriminación más notoria que existe respecto a este supuesto, 
el otro lado , nos ubica en el contexto, en el que el hombre al perder la 
dependencia económica que tenía sujeta a la mujer a su subordinación, continua 
con esta conducta ahora cuando habiendo hijos de por medio, le restringe a la 
mujer los recursos económicos para el hijo en común, obligándola en muchas 
situaciones a actos de discriminación. 
8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
Normalmente, los criterios que se usan, son los establecidos en el artículo 149° del 
Código Penal, conferidos en el delito de omisión a la asistencia familiar, el cual 
contiene sus elementos. Esta situación se da justamente por los vacíos que se 
presentan en la regulación de la violencia económica o patrimonial, que ha 
generado perjuicios en la mujer, quien se ve desprotegida ante esta violencia. 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 




cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
Como ya se mencionó en la pregunta anterior, la violencia económica o 
patrimonial en el supuesto de evasión de la obligaciones alimentarias, al ser 
tomada en cuenta bajo la visión del delito de omisión a la asistencia familiar, pierde 
toda perspectiva de género, lo mismo ocurre con los demás supuestos que se 
apoyan y/o adecuan en tipos penales distintos que no aplican la perspectiva de 
género, en ese sentido, se evidencia que no se aplica la perspectiva de género en 
la calificación de las denuncias de violencia económica o patrimonial. 
 
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal? 
Claro que sí, es urgente que el legislador considere esta problemática ya que no se 
está respetando los convenios suscritos por nuestro país, los mismos que obligan 
a los estados a adoptar medidas que busquen la erradicación, prevención y sanción 










ANEXO 4.- INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
GUIA DE ENTREVISTA 
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1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
La violencia económica que se ejerce contra la mujer, no tiene manera o forma de 
garantizar una vida libre de violencia, ya que, el soporte que debería haberle dado 
la Ley 30364 es incompleto por cuanto no tiene aplicación penal. 
 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 




2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
No es eficaz, porque la violencia económica no es posible de atención en el 
Ministerio Público porque no hay forma de darle persecución al delito ya que no 
cuenta con un respaldo, por ello solo se dictan medidas cautelares para la 
protección de las víctimas. 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 
Existe un solo problema que desencadena otros, siendo este que la violencia 
económica no cuenta con un respaldo legal en el Código Penal, que sirva de 






4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
Esta situación se da por la sumisión que tiene la mujer hacia el hombre, no 
obstante, esto no justifica que se trasgredan sus derechos, por cuanto el derecho 
a la igualdad que debe tener la mujer es violado cuando el hombre no le permite 
tener control de ellos, o controla los que ella ingresa al hogar. 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
Son violencias muy distintas por cuanto su comparación esta demás, lo que hace 
el fiscal no es tomar a esta como una sola, sino que, no existiendo manera de 
acreditar la violencia económica si esta se presenta con otros, que pueden ser 
acreditados en virtud de proteger a la mujer es que estas denuncias se formulan. 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 
mujer, trasgrede el derecho de igualdad de género. 
 
 
Yo creo que sí, porque como mencione antes es muy difícil que esta conducta se 
acredite, la única forma de advertir es a través de la declaración de la víctima, pero 






7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿ En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
Pienso que sí, porque si bien desampara al hijo, también genera un perjuicio en la 
mujer porque la obliga a asumir sola la subsistencia del menor, lo que implica que 
tenga que privarse de muchas cosas, como por ejemplo su desarrollo personal. 
8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
No existen aplicables para este tema, lo que si existe es la aplicación de criterios 
respecto al delito de omisión a la asistencia familiar, y aunque es un tema 
diferente, se adecua con el fin de no dejar desamparado al menor. 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
El hecho de no contar con un respaldo penal, no permite la aplicación de un 
enfoque de género, por cuanto es lamentable la situación, porque la Ley 30364 la 
demanda, pero por la limitación que tiene la violencia económica no es posible de 
atender en ese aspecto.  
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal? 
Evidentemente que sí, y además, debe contener todos las modalidades 








Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 
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1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
Personalmente considero que la Ley de Violencia contra la Mujer e integrantes del 
grupo familiar, ha venido generando una expectativa de la mujer para seguir 
siendo protegida sin EMPODERAR su condición, solo se sanciona al agresor y se le 
exige cumplimiento de algunas reglas de conducta, sin embargo, desde hace 
mucho tiempo el tema no es como se está abordando, la ley de violencia no 
debería sólo generar debilidad en la parte afectada, y además como ésta no tiene 
formas de sentir que puede avanzar y salir de esa relación por sí sola, reforma, 
regresa y soporta. La víctima debe entender que puede y debe salir de un entorno 
de violencia si ello no es lo que quiere, la violencia es como una droga mientras no 
aceptes que te está haciendo daño, seguirán en el mismo circulo, cualquier 
persona que vive en un hogar con violencia aprende a soportar y a vivir con ello y 
repite el circulo. Falta una cultura de desarrollo y control de emociones para las 
partes de un entorno familiar, sería muy costoso para el Estado, por eso no se hace, 
las personas no concurren a las terapias no se sienten obligadas y luego vuelven a 
lo mismo; el estudio de estos temas debería ir más allá de buscar penalizar todo 
problema que surge en el entorno familiar.  
2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
No tengo mucha experiencia específicamente con esto, pero considerando la 
experiencia vivida hace años con los temas de Violencia Familiar donde el 
problema se trataba con terapias y otras formas pues el núcleo de una sociedad es 
una familia y una denuncia penal solo se realizaba cuando el hecho realmente lo 
ameritaba, no ante el primer problema o desavenencia que pudiera ocurrir, pues 
el modelo actual genera demasiadas denuncias por hechos que posteriormente 
son abandonados por la misma denunciante, quien no aporta, no concurre a los 
exámenes y peor aún niega los hechos, creando un problemas de trabajo -horas 
hombre- por algo que no tiene futuro en un proceso penal. 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia. 
 
 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 
De los pocos casos que he podido conocer, se archivan, porque para calificar un 
delito es necesario que se ajuste a los elementos de convicción que exige el tipo 







4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
…El machismo y la falta de valoración que cada mujer tiene de sí misma es lo que 
genera esto, las mujeres viven creyendo que deben servir a los varones y cuando 
alguna se rebela a ello se encuentra con un “machista” que considera que la mujer 
no tiene voz ni voto, pero sí logra imponerse ante ese varón, surgen los problemas 
de Violencia intrafamiliar, considero que no se está educando como se debe 
respecto a las responsabilidades que se tienen luego que se forma una familia, 
incluso creo que la biblia tiene mucho que enseñar a los padres, hijos, y todos los 
miembros de la familia y sus responsabilidades, aportes y otros; es algo que las 
personas no aceptan y menos asumen. 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
…En el ámbito penal no sólo es lo que se dice, sino lo que se puede probar en juicio; 
no es posible calificar el supuesto de violencia económica, considerando que existe 
otro medio para reclamar un derecho económico.… 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  






Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 
mujer, trasgrede el derecho de igualdad de género. 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 






7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿ En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
…El problema surge desde el punto de vista en que se considera que la mujer es 
una dependiente económica de un varón o un proveedor. La discriminación no 
podría considerarla dentro de la evasión al cumplimiento de las obligaciones 
alimentarias. 
8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
…Existe como ya lo he dicho un tipo penal especifico en el Código Penal Peruano, 
y tiene sus elementos establecidos, que sí se ha incumplido una obligación se debe 
proceder conforme a ello…… 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
…Creo que esto no podría ser tal, porque esa evasión entiendo se da contra aquel 
que estaría en la obligación de generar la provisión.… 
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal? 
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1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
A pesar de que la Ley 30364 es amplia, no puede garantizar en su totalidad los 
derechos de las mujeres, peor aún en el derecho a una vida libre de violencia, ya 
que según índices las mujeres son más propensas a sufrir de violencia. 
  
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia. 
 
 
2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
Es eficaz con las medidas de protección en cierto modo, ya que no se dan 
seguimiento en los casos, pero respecto a las sanciones, en el caso de la violencia 
económica solo se es posible sancionar de forma benigna con una medida cautelar 
o de protección. 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 








4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
La vulnera al impedir a la mujer tener autonomía y poder de decisión respecto a la 
economía en el hogar, poniendo al hombre como el único proveedor. 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
La violencia económica suele ir acompañada de otros tipos de violencia, por lo que, 
la dificultad se evidencia cuando se presenta sola, y como ya se mencionó el daño 
que sufre la mujer no es fácil de probar. 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  
Claro que sí, porque las diligencias que se usan hasta la fecha no sirven para probar 
un daño provocado por la violencia económica. 
 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 








7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
Los alimentos deben ser asumidos por ambos padres, pero cuando el hombre deja 
de aportar y obliga a la mujer de manera indirecta a asumir sola esta obligación, le 
genera un perjuicio económico que debe ser entendido como discriminación. 
8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
Se puede apreciar que en las denuncias que se presentan, no se aplican criterios 
respecto a esta conducta por cuanto se puede concluir que no se han previsto. 
 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
Es obligación de los entes rectores de justicia la aplicación de una perspectiva de 
género, pero esta situación no suele darse, debido a que en el caso de la 
inasistencia de los alimentos no se aplica esta perspectiva, ya que, no se pueden 
calificar de manera objetiva por la falta de un tipo penal. 
 
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal? 
Si, en definitiva, porque, esto permitiría que las denuncias puedan calificarse de 
manera objetiva, que se puedan establecer formas de acreditar la agresión y 









Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
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1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
No la garantiza porque solo establece penas benignas que no son suficientes para 
proteger a la mujer. 
2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
Solo en las medidas de protección y en las medidas cautelares que se otorguen, 
pero solo al principio, porque no se les da seguimiento a los casos, y las agresiones 
contra la mujer vuelven a darse, por lo que una sanción penal sería más efectiva. 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 
El principal tropiezo que se da en estos casos es porque esta violencia no tiene un 






4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia. 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 




satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
Tanto el hombre como la mujer tienen el derecho y obligación de aportar con la 
economía del hogar, no es concebible que la mujer tenga que privarse de esa 
responsabilidad por causa del hombre, porque ello implica una desproporción que 
pone al hombre en grado de ventaja al ser el único proveedor, configurándose de 
esa manera la desigualdad de género. 
 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
Considero que no representa dificultad ya que como ya mencioné en una pregunta 
anterior jamás podrá ser calificada como tal porque no tiene respaldo legal, lo que 
implica que la presencia o no de lesiones físicas o psicológicas no influye en la 
calificación de estas denuncias. 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  
Considero que sí, las diligencias y peritajes que se usan para los casos de violencia 
psicológica o física, son exclusivas para ese tipo de delitos, la violencia económica 






7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿ En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
La asistencia de los alimentos alcanza a ambos padres, pero cuando uno de ellos 
evade esa responsabilidad y deja el peso de ella a la mujer, evidentemente lo hace 
con la finalidad de causarle un perjuicio que no solo debe ser considerado para el 
hijo, sino para la mujer, porque asume sola la subsistencia de este, por tanto, si es 
discriminación a la mujer. 
8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 





se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
De los casos que he llevado, no se ha evidenciado el uso de criterios especiales 
para este tipo de violencia, pero considero que podrían asumirse los del artículo 
149° del Código Penal. 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
Considero que el enfoque de género para estos casos es importante, pero debido 
a la falta de un respaldo legal, es imposible su aplicación. 
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal? 
Considero que sí, porque es necesario ya que por la experiencia los casos de 
violencia de este tipo no pueden ser calificados de manera objetiva, y su 
tipificación ayudaría a que se formulen y en casos donde se acredite la violencia 
hasta acusar. 
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1. El derecho a una vida libre de violencia, es un derecho reconocido 
internacionalmente, por cuanto los países suscritos a los tratados internaciones 
tienen la obligación de prever las herramientas necesarias para prevenir, 
erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, nuestra legislación 
ha incorporado a través de la Ley Nº 30364, la violencia económica y patrimonial, 
que es considerada como el primer peldaño de violencia contra la mujer, en esa 
línea, desde su vasta experiencia ¿ De qué manera, la regulación de la violencia 
económica, garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia? 
Ninguna ley es total y por tanto es imposible que garantice un derecho que aún no 
es entendido por la sociedad. 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia. 
 
 
2. Se sabe, que la Ley Nº 30364, ha previsto un modelo de intervención para los 
casos de violencia familiar, modelo que abarca dentro de sus funciones la 
atención de las denuncias por violencia económica y sus supuestos 
contemplados en la ley; este modelo referido busca la prevención, erradicación 
y sanción de todo tipo de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, en virtud de ello y por su experiencia en la atención de casos por 
violencia familiar, ¿En qué medida el modelo de intervención previsto en la Ley 
Nº 30364, es eficaz respecto a las denuncias exclusivas por violencia económica? 
En el sentido que las ampara con medidas cautelares o de protección, pero el 
detalle está en que no se les da seguimiento a los casos lo que conlleva a que la 
víctima vuelva a ser violentada por su agresor. 
3. De acuerdo a nuestra normativa nacional la violencia económica es un tipo de 
violencia que se encuentra previsto en el artículo 8º, inciso d) de la Ley Nº 30364, 
la cual solo describe la conducta y sus supuestos típicos, siendo que, hasta la 
fecha, esta regulación y las posteriores no la han considerado ni como delito ni 
falta, en esa línea ¿Qué problemas se suscitan al momento de calificarse las 
denuncias por la comisión de la conducta de violencia económica? 







4. Uno de los supuestos típicos más recurrentes de violencia económica contra la 
mujer es la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 
satisfacer sus necesidades, el cual, margina a la mujer en su participación en el 
control y decisión de los recursos económicos del hogar, en ese sentido ¿En qué 
medida, el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer, transgrede el derecho de 
igualdad de género? 
La igualdad es un derecho universal y como tal debe ser ejercido en el plano público 
como privado, sin embargo, en este es donde se presentan más irregularidades, 
cuando por la relación asimétrica entre el hombre y la mujer, el primero se 
posiciona como jefe y proveedor del hogar, mientras la mujer solo se encargada 
de los quehaceres del hogar. 
5. Se considera que el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos 
económicos destinados a satisfacer sus necesidades, configura una conducta 
sutil, por cuanto la víctima no logra notar esta agresión en la mayoría de los 
casos, en base a ello y observando que se trata de una agresión que no siempre 
presenta lesiones físicas o psicológicas ¿En qué medida representa una dificultad 
en la calificación de las denuncias penales por violencia económica, la falta de 
lesiones fiscas o psicológicas?  
La presencia o no de lesiones físicas o psicológicas no contribuyen en la calificación, 
por cuanto la violencia económica es atípica, y de presentarse en compañía de 
otras violencias, prosperan las otras y no la violencia económica. 
6. El supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades, como ya lo mencionamos es una 
conducta sutil, y muchas veces no presenta secuelas físicas o psicológicas, de lo 
expresado ¿Es necesario, además del protocolo de pericia psicológica, y las 
declaraciones que comúnmente se realizan, otras diligencias para advertir un 
cuadro de desnutrición provocado por violencia económica?  
Sería factible la aplicación de diligencias distintas a las usuales en los casos de 
violencia familiar, como por ejemplo un protocolo de pericia psicológica, exclusivo 
para los casos de violencia económica. 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los 
ingresos económicos destinados a satisfacer las necesidades de la 









7. Otro de los supuestos más recurrentes de violencia económica es la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, que sucede en el contexto de 
ex parejas con hijos en común, en el cual el agresor se niega a dar los alimentos, 
generando un perjuicio económico en la mujer, quien tendrá que asumir sola los 
gastos, en base a lo manifestado ¿ En qué medida, el supuesto típico de evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no 
discriminación de la mujer? 
La responsabilidad de los alimentos es de ambos padres, cuando uno incumple y 
deja la responsabilidad al otro, además de perjudicarlo económicamente atenta 
con su derecho a la subsistencia porque dejará de preverse cosas para sí, porque 
tendrá que preverlas íntegramente a su hijo. 
8. De acuerdo a la legislación argentina, para que se configure este supuesto 
típico es necesario la concurrencia de tres acciones que son la continuidad, 
entendida como la persistencia en el tiempo, la deliberación que alude a un acto 
voluntario y con libertad de incumplir con las obligaciones alimentarias y por 
último la intencionalidad, que es el ánimo de incumplir, a pesar de saber que se 
debe cumplir, en ese sentido ¿Cuáles serían los criterios que se aplican para que 
se pueda configurar la violencia económica en este supuesto de de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias?  
No existen criterios, sería factible usar los que se aplican en los casos de omisión, 
pero sería solo abordar un daño al menor de edad, cuando la mujer también, es 
una de las perjudicadas con la agresión. 
9. Para el caso del delito de omisión de la asistencia familiar, se toma en cuenta 
el principio superior del niño, como base para la calificación y posterior sanción, 
mientras que en el caso de la violencia familiar se toma en cuenta la perspectiva 
de género, en base a ello ¿En qué medida, el supuesto típico de evasión del 
cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, aplica la perspectiva de género 
al momento de la calificación de la denuncia penal? 
Mientras no exista un respaldo legal, resulta para cualquier operador imposible 
aplicar el enfoque de género. 
10. Finalmente, respecto a lo manifestado, y en virtud a su experiencia, en casos 
de violencia familiar ¿Considera usted, que la violencia económica requiere de 
una tipificación en el Código Penal? 
Definitivamente, porque sería un gran avance en cuanto a la lucha de la violencia 
de género. 
 
      
 
 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus 
obligaciones alimentarias, trasgrede el derecho de no discriminación 
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Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (1995) “Convención Belém do Para” 





prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia 
contra la mujer (1995) 
“Convención Belém do 
Para” 





DEBERES DE LOS ESTADOS 
Artículo 7° Los Estados Partes condenan todas las formas 
de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por 
todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas 
orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha 
violencia y en llevar a cabo lo siguiente: a. abstenerse de 
cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y 
velar por que las autoridades, sus funcionarios, personal 
y agentes e instituciones se comporten de conformidad 
con esta obligación; b. actuar con la debida diligencia 
El citado Convenio sometido a análisis, 
fue elaborado las Naciones Unidas, 
publicado en agosto de 1995, 
específicamente en los incisos b), c), d), 
e) y f) del artículo 7 de la Convención, 
refiere que el modelo de intervención 
contra la violencia de género prevista en 
la Ley 30364 no responde a los 
propósitos internacionales, por lo que 
esta situación requiere de una reforma 
que tenga como propósito armonizar y 
En conclusión, podemos 
apreciar, que la citada 
Convención establece que es 
obligación de los Estados la 
aplicación del artículo 7° de la 
Convención Belém do Pará, 
por cuanto deben establecer 
políticas y normas que tengan 
como propósito la prevención, 
sanción y erradicación de la 
violencia contra la mujer, 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las mujeres a una vida 




para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la 
mujer; c. incluir en su legislación interna normas penales, 
civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza 
que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra la mujer y adoptar las medidas 
administrativas apropiadas que sean del caso; d. adoptar 
medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse 
de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en 
peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente 
contra su integridad o perjudique su propiedad; e. tomar 
todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de 
tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y 
reglamentos vigentes, o para modificar prácticas 
jurídicas o consuetudinarias que respalden la 
persistencia o la tolerancia de la violencia contra la 
mujer; f. establecer procedimientos legales justos y 
eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, 
que incluyan, entre otros, medidas de protección, un 
juicio oportuno y el acceso efectivo a tales 
procedimientos; […]. 
compatibilizar el modelo de intervención 
contra la violencia de género de la Ley 
30364 y se consiga efectivamente 
prevenir, erradicar y sancionar la 
violencia contra las mujeres. En el caso 
de la violencia económica, el modelo de 
intervención previsto por la Ley no 
responde de manera oportuna y eficaz, 
ya que, en el ámbito penal, se ha dejado 
en el aire a este tipo de violencia que no 
cuenta con un apartado normativo que 
permita la identificación con un tipo 
penal, siendo que las víctimas que 
recurren presentan denuncias por esta 
violencia, no consiguen que se formule la 
denuncia, por ende la investigación y la 
posterior sanción para el agresor,  esta 
omisión de los legisladores podría 
acarrear una sanción al Perú por 
inobservar una obligación internacional 
que asumió al ratificar este Tratado de 
Derechos Humanos. 
 
siendo que en el caso de la 
violencia económica el modelo 
de intervención debe 
modificarse y evitar la 
 referencia supletoria de la 
legislación procesal penal ya 
que esta desnaturaliza el 
propósito que es la 
prevención, sanción y 
erradicación de la violencia 
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Fundamento de la Fiscal Provincial Luz Angelica Pineda Sánchez en la Disposición N° 02-2020-MP-FN-3FPCEVCMIGF-LN-1D – Carpeta Fiscal. 606078901-2020-194-0 - Distrito Fiscal de Lima 
Norte - Tercera Fiscalía Provincial Corporativa Especializada en Violencia Contra la Mujer o Integrantes del Grupo Familiar de Lima Norte - Segundo Despacho 





3FPCEVCMIGF-LN-1D – Carpeta 
Fiscal. 606078901-2020-194-0 
Distrito Fiscal de Lima Norte 
Tercera Fiscalía Provincial 
Corporativa Especializada  
en Violencia Contra la Mujer o 
Integrantes del  
Grupo Familiar de Lima Norte - 
Segundo Despacho 
 
CONSIDERANDO 6.5. - Por lo antes señalado, nos 
permite confirmar, pues si bien la presunta agraviada 
denuncia actos de Violencia Económica o Patrimonial, 
no obstante, no se ha obtenido hasta la fecha, mayores 
indicios o evidencias, que coadyuven a la incriminación 
hecha por la denunciante, entonces, en el sentido 
objetivo de la función del Ministerio Público de 
conformidad al articulado IV del Título Preliminar del 
D.L. Nro. 957, podríamos concluir que los hechos 
denunciados, puedan no haberse realizado, entonces 
los fines de la investigación no podrán surtir su efecto; 
por lo que, no podría persistirse una investigación con 
tan solo una imputación vaga, impersonalizada, 
En la citada disposición sometida a 
análisis, fue elaborado por el Fiscal 
Adjunto Provincial Willy Fernando 
Marco Chagra, publicado en junio del 
2016, específicamente en su parte 
considerando 6.5, señala que el fiscal 
al realizar el análisis del caso, en 
primer lugar, en el considerando 6.5 
pone de manifiesto que la Ley 30364 
no ha establecido un tipo penal para 
la violencia económica o patrimonial, 
por cuanto esta conducta resulta 
atípica y no puede calificarse, por lo 
En conclusión, podemos 
apreciar que la violencia 
económica o patrimonial no 
cuenta con un tipo penal en el 
Código Penal, por lo que esta 
carencia no permite que las 
denuncias se puedan calificar 
cuando llegan a la fiscalía, en 
ese sentido que esta conducta 
sea atípica no permite que se 
le garantice el derecho a una 
vida libre de violencia.  
 
Objetivo general 
Analizar si la regulación de la violencia, garantiza el derecho de las mujeres a una vida 





genérica o imprecisa, por parte de la denunciante. En 
consecuencia, este despacho Fiscal, no puede limitarse 
a un actuar sesgado y poco objetivo, más aún que el 
Ministerio Público, bajo la vigencia de este nuevo 
modelo Procesal, rige su actuar, bajo el Principio de 
Legalidad “nullum crimen nulla poena sine previa lege” 
(no hay delito ni pena sin ley previa) y el debido 
proceso. 
que basándose en el principio de 
legalidad no se puede sancionar 
sobre una conducta que no cuente 
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Ministerio de la mujer 
y poblaciones 
vulnerables (2020) 
“Decreto Supremo Nº 
002-2020-MIMP que 
aprueba el plan 
estratégico 
multisectorial de 
igualdad de género de 
la política nacional de 
igualdad de género” 
Objetivo Prioritario 4: Garantizar el 
ejercicio de los derechos económicos y 
sociales de las mujeres - Desigualdad 
económica (laboral y productiva) de las 
mujeres. - De acuerdo al Observatorio de 
Igualdad de Género de la CEPAL (2016), la 
autonomía económica se explica como la 
capacidad de las mujeres de generar 
ingresos y recursos propios a partir del 
acceso al trabajo remunerado en igualdad de 
El citado Decreto Supremo sometido a 
análisis, fue elaborado por el Ministerio de la 
mujer y poblaciones vulnerables, publicado 
en marzo de 2020, específicamente en su 
Objetivo Prioritario 4, cita al Observatorio de 
Igualdad de Género de la CEPAL (2016), y 
manifiesta que para que las mujeres puedan 
ejercer su autonomía económica, deben 
acceder a trabajos remunerados en paridad 
con el hombre, para poder solventar, 
En conclusión, podemos apreciar que existe un 
panorama positivo, en cuanto a la participación 
del Estado, ya que, según refiere el citado Decreto 
Supremo, nuestro país aún es carente en cuanto a 
paridad económica entre hombres y mujeres, lo 
que equivale a que la mujer no tenga poder de 
decisión respecto a los recursos económicos, y se 
genere una dependencia hacia el hombre, tal 
situación no cumple con lo fundamentado por los 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos destinados a 









condiciones que los hombres. Por ello, tener 
ingresos propios es una condición básica y 
necesaria para que cualquier persona pueda 
en nuestras sociedades ejercer su autonomía 
y no depender permanentemente de otros 
para satisfacer sus necesidades y las de su 
familia, así como para tomar decisiones 
sobre sus recursos (p. 40). Al respecto, la 
situación futura deseada proyectada en la 
Política Nacional de Igualdad de Género 
señala que, al 2030, la brecha en los ingresos 
entre mujeres y hombres se reducirá, 
acercándose a la paridad. De este modo, 
aumentará el índice de empoderamiento 
económico de las mujeres, lo cual se refleja, 
por ejemplo, en el aumento de la tasa de 
paridad de las mujeres que pasará de 
representar el 80% de los ingresos de los 
hombres, en el 2017, al 86,8% en el 2030. 
satisfacer y decidir sobre sus propios 
recursos y  necesidades y no depender del 
hombre.   
Asimismo, señala, el plan para garantizar la 
autonomía y ejercicio de los derechos 
económicos y sociales de las mujeres que se 
ha planteado el Estado, con la finalidad de 
reducir la desigualdad de género. 
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Sentencia T-012/16 de la Sala 
Novena de Revisión de la Corte 
Constitucional, Expediente de 






II. Consideraciones y fundamentos de la 
corte: Tipología de violencia en contra 
de las mujeres: 
Por otra parte, la violencia contra la 
mujer también es económica. Esta clase 
de agresiones son muy difíciles de 
percibir, pues se enmarcan dentro de 
escenarios sociales en donde, 
tradicionalmente, los hombres han 
tenido un mayor control sobre la mujer. 
A grandes rasgos, en la violencia 
patrimonial el hombre utiliza su poder 
Es menester considerar para el 
presente análisis, el fundamento del 
Magistrado de la Sala Novena de 
Revisión de la Corte Constitucional, 
Dr. Luis Ernesto Vargas Silva, 
expuesta en la Sentencia, la cual 
provenía del requerimiento de 
acción de tutela en contra de la Sala 
de Familia del Tribunal Superior de 
Bogotá y la Superintendencia de 
Sociedades. 
En conclusión, para la legislación 
colombiana el tipo de violencia económica, 
es una forma de abuso desconocido por la 
mujer pues se presentan bajo una 
apariencia de colaboración entre pareja, 
donde el hombre es el proveedor por 
excelencia, siendo esta conducta su 
estrategia de opresión. La mujer no puede 
participar en las decisiones económicas del 
hogar, así como está en la obligación de 
rendirle cuentas de todo tipo de gasto. 
Igualmente, el hombre le impide estudiar o 
Objetivo específico 1 
Determinar si el supuesto típico de la limitación o control de los ingresos económicos destinados 




económico para controlar las decisiones 
y proyecto de vida de su pareja. Es una 
forma de violencia donde el abusador 
controla todo lo que ingresa al 
patrimonio común, sin importarle quién 
lo haya ganado. Manipula el dinero, 
dirige y normalmente en él radica la 
titularidad de todos los bienes. Aunque 
esta violencia también se presenta en 
espacios públicos, es en el ámbito 
privado donde se hacen más evidentes 
sus efectos. (P. 33). 
Ante dicha controversia el citado 
magistrado, señaló que, la violencia 
de género también, puede darse de 
forma económica, en donde la 
mujer por la relación asimétrica con 
el hombre se ve sumisa a un control 
económico por parte de este quien 
no solo controla el dinero que 
aporta sino el que ingresa por parte 
de la mujer, siendo el ámbito 
privado donde se hace más 
evidente. 
 
trabajar para evitar que la mujer logre su 
independencia económica, haciéndole 
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sobre la eliminación 
de todas las formas de 
discriminación contra 






Artículo 16 1. Los Estados Partes 
adoptarán todas las medidas 
adecuadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en 
todos los asuntos relacionados con el 
matrimonio y las relaciones familiares 
y, en particular, asegurarán en 
condiciones de igualdad entre 
hombres y mujeres: d) Los mismos 
derechos y responsabilidades como 
progenitores, cualquiera que sea su 
La citada Convención sometida a análisis, fue 
elaborada por las Naciones Unidas, publicada en 
septiembre de 1981, específicamente en su artículo 
16° inciso d), hace referencia que es un acto de 
discriminación contra la mujer, el incumplimiento 
de las obligaciones alimentarias, ya sea dentro del 
matrimonio como fuera de él, siendo que el 
segundo se refiere a la discriminación que sufre la 
mujer  al ser forzada a asumir personalmente un 
incremento de gastos al tener que pagar los no 
cubiertos por el incumplimiento; así como en la 
En conclusión, podemos apreciar que, 
conforme al Convenio de las Naciones Unidas, 
en el supuesto del cumplimiento de las 
obligaciones alimentarias, si el obligado al 
pago es hombre y la víctima es mujer que ha 
asumido la custodia de los hijos, constituye un 
acto de discriminación contra la mujer por 
razones de género, cuando le genera daños o 
sufrimientos de naturaleza económica, dado 
que afecta a las mujeres de manera 
mayoritaria y desproporcionada. 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus obligaciones 




estado civil, en materias relacionadas 
con sus hijos; en todos los casos, los 
intereses de los hijos serán la 
consideración primordial; […]. 
mayoría de las ocasiones intentar buscar nuevos 
ingresos económicos y obligaciones laborales; con 
el consiguiente empeoramiento y obstrucción de su 
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Juzgado de 1ra Instancia en lo Penal 
Contravencional y de Faltas N° 10 
Secretaría Única, sobre 2 BIS - 
Incumplimiento de los Deberes de 
Asistencia Familiar (destrucción de 







La prueba enunciada previamente, valorada en 
su conjunto, teniendo fundamentalmente en 
cuenta la línea interpretativa que nos imponen 
los instrumentos internacionales, 
puntualmente la Convención de “Belem do 
Pará” y la Ley Nacional N° 26.485 de “Protección 
Integral de las Mujeres” a la que adhirió la 
Ciudad de Buenos Aires mediante la Ley N° 
4203, en cuanto a la perspectiva de género con 
la cual se deben analizar los casos de violencia 
contra las mujeres, me llevan a tener por 
acreditado el contexto de violencia, en su 
Es menester considerar para el 
presente análisis, el fundamento 
del Magistrado del Juzgado de 
Primera Instancia en lo Penal, 
Contravencional y de Faltas N° 10, 
Dr. Pablo C. Casas, expuesta en la 
Sentencia, la cual provenía del 
requerimiento de juicio 
presentado por la Fiscal a cargo de 
la Fiscalía N° 23 del fuero, Valeria 
Lancman. 
Ante dicha controversia el citado 
magistrado, señaló que, el 
En conclusión, para la legislación 
argentina la violencia económica 
provoca un grave impacto en 
la libertad y autonomía de las 
mujeres, por lo cual, tanto la 
doctrina y la jurisprudencia 
entienden que en el delito de 
incumplimiento de los deberes de 
asistencia familiar los sujetos 
pasivos o las personas víctimas del 
mismo, son las niñas, niños o 
jóvenes menores de edad. Por 
tanto, las niñas, niños y jóvenes 
Objetivo específico 2 
Precisar si el supuesto típico de evasión del cumplimiento de sus obligaciones 




modalidad de violencia económica, sobre el cual 
tuvo lugar el hecho de incumplimiento a los 
deberes de asistencia familiar denunciado por la 
Sra. XXX, y que fue materia de juicio, así como 
también, sobre la responsabilidad que le cabe al 
señor XXX, a título de autor material. Como ya 
adelanté en el punto anterior, la conducta de 
XXX de sustraerse de prestar los medios 
indispensables para la subsistencia de la niña no 
sólo generó un peligro real de carencia de 
dichos medios con relación a la niña, sino que, 
además, afectó directamente a la Sra. XXX, ya 
que la puso en una clara situación de desventaja 
con relación a XXX. Por ello entiendo que, al 
analizar el encuadre legal de la conducta 
imputada, debo necesariamente tener en 
cuenta las normas referidas de protección 
integral de las mujeres, además del tipo penal 
previsto en el art. 1 de la Ley 13944. 
comportamiento del acusado 
implicó violencia económica 
contra la agraviada, en tanto se 
convirtió en un efectivo daño 
económico y emocional sobre la 
misma, quien no sólo tuvo que 
cubrir sola las necesidades de la 
hija en común, sino que 
además, se privó como mujer 
autónoma de diseñar y decidir 
libremente su plan de vida sin las 
limitaciones económicas, esto 
porque tuvo que padecer durante 
años al tener que garantizar ella 
sola la subsistencia de la hija que 
tienen en común. 
menores de edad, si bien son 
víctimas directas de este delito, 
debe incluirse también a la mujer, 
ya que la configuración de este 
delito es una de las expresiones de 
violencia económica que 
repercute directamente en la 
restricción de su libertad y en la 
pérdida de su autonomía, 
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